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RESUMEN 
 
La presente tesis titulada Regulación legal ante el conflicto entre la libertad 
de expresión e información de la intimidad y dignidad ante la dificultad en la 
eficiencia de normas, tiene por objetivo general: Analizar cómo están regulados 
actualmente los mecanismos de solución a los conflictos que se presentan entre 
la libertad de expresión e información frente al derecho a la intimidad y dignidad 
de las personas, incluido el derecho a Réplica, identificando cuáles son  las 
dificultades que afectan su eficacia y establecer que alternativas jurídicas se 
pueden plantear para  superar tales dificultades. 
 
Material y métodos: La presente investigación tuvo el método hipotético 
deductivo, el cual permitió conocer la medición de las dos variables en un 
determinado momento, además permitió el poder hacer interpretaciones sobre 
el comportamiento de las mismas. 
 
En el presente trabajo de investigación, se efectuó una apreciación 
conceptual clara,  para efectos de entender la real dimensión respecto de los 
Derechos Fundamentales. “Al hacer un recuento histórico de los derechos 
humanos, plantea que el uso del término se generaliza recién entrado el presente 
siglo, concretamente a partir de la finalización de la segunda guerra mundial. No 
obstante, se hace la salvedad que la locución "derechos humanos", es una 
ampliación de lo que durante el siglo XVDI y XIX se conoció genéricamente como 
"derechos del hombre", siendo ésta última, la expresión secularizada de lo que 
la historia del pensamiento conoce como "derecho natural", "derecho justo" o 
simplemente "justicia" (GARCÍA, 1982). 
 
Producto de la investigación se ha llegado a cuatro conclusiones: Primera. 
Los mecanismos de solución a los conflictos que se presentan entre la libertad 
de expresión e información frente al derecho a la intimidad y dignidad de las 
personas, incluido el derecho a réplica, están regulados en los ámbitos del 
Derecho Constitucional y Administrativo, presentando dificultades en el plano 
Civil lo que afecta su eficacia siendo posible proponer alternativas jurídicas  para  
superar tales dificultades. Segunda. La regulación legal de la solución a los 
conflictos que se presentan entre la libertad de expresión e información frente al 
derecho a la intimidad y dignidad de las personas, incluido el derecho a réplica 
se dan en los ámbitos del Derecho Constitucional, Penal y Administrativo. Y 
Tercera. Las dificultades que afectan la eficacia de la regulación actual de los 
mecanismos de solución conflictos que se presentan entre la libertad de 
expresión e información frente al derecho a la intimidad y dignidad de las 
personas, incluida el derecho a réplica se dan fundamentalmente en el plano 
Civil y procesal por su exceso de formalidad y plazos largos.. 
 
Palabras clave: Conflicto, Dignidad, Expresión, Información, Intimidad, Libertad, 
Regulación 
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ABSTRACT 
 
This thesis entitled Legal Regulation in the conflict between freedom of 
expression and information, privacy and dignity to the difficulty efficiency 
standards, it has the general objective : Analyze how they are currently regulated 
mechanisms to solve the conflicts that arise between freedom of expression and 
information against the right to privacy and dignity , including the right to reply , 
identifying what are the difficulties that affect their effectiveness and establish 
legal alternatives that can be proposed to overcome these difficulties. 
 
Methods: This research was hypothetical deductive method, which yielded 
information on the measurement of the two variables at a given time , also 
allowed the power to make interpretations about the behavior of the same . 
 
In this research , a clear conceptual appreciation , for purposes of 
understanding about the real dimension of Fundamental Rights was made. "By 
making a historical account of human rights , it suggests that the widespread use 
of the term just entered this century , particularly after the end of World War II . 
However , the caveat is that the phrase "human rights " is an extension of what 
XVDI during the nineteenth century and is generically known as "human rights " 
, the latter being the secular expression of what history thought known as "natural 
right " , "just right " or simply " justice " (Garcia , 1982). 
 
Product research has reached four conclusions: First . Mechanisms to solve 
the conflicts that arise between freedom of expression and information against 
the right to privacy and dignity , including the right to reply , are regulated in the 
areas of Constitutional and Administrative Law , presenting difficulties Civil plane 
which affects its effectiveness still possible to propose legal alternatives to 
overcome such difficulties. Second. The legal regulation of the solution to the 
conflicts that arise between freedom of expression and information against the 
right to privacy and dignity , including the right to reply are given in the areas of 
constitutional , criminal and administrative law . And third . The difficulties 
affecting the effectiveness of the current regulation of conflict resolution 
mechanisms that exist between freedom of expression and information against 
the right to privacy and dignity , including the right to reply can be found mainly 
in the Civil plane and procedure for its excessive formality and long terms . 
 
 
Keywords : Conflict , Dignity , Expression, Information , Privacy , Freedom , 
Regulation 
 
xv 
 
INTRODUCCIÓN 
 
El presente trabajo de investigación explica la Regulación legal ante el 
conflicto entre la libertad de expresión e información de la intimidad y dignidad 
ante la dificultad en la eficiencia de normas, la relación entre un Estado de 
Derecho y el respeto de éste por los derechos fundamentales es directa, ya 
que la existencia del primero implica tanto la existencia como el respeto de los 
segundos.  
 
A nadie le resulta extraño afirmar la relevancia internacional que tienen estos 
derechos, ya que, tanto, las constituciones de los diferentes países, como las 
declaraciones supraconstitucionales los reconocen con una enfatizada 
protección, instaurando todo un sistema de garantías para las violaciones que 
se produzcan, lo cual, hoy en día, acontece con más asiduidad de la deseada. 
En los derechos humanos observamos que con frecuencia se produce un 
menoscabo del derecho en cuestión que muchas veces es vulnerado 
directamente o no realizado en la medida que el propio ordenamiento jurídico 
dispone. 
Ejemplo claro sobre lo expuesto son los numerosos casos en que es 
desvirtuado el derecho al honor, a la intimidad y la propia imagen, los cuales, 
a pesar de su enfatizada protección, se ven vulnerados con mucha frecuencia, 
sobre todo cuando tropiezan con otro derecho que reviste la misma protección 
jurídica, nos referimos a la libertad de expresión e información recogida en el 
art. 20 de nuestra Carta Magna. 
 
En realidad no tiene por qué extrañar que la realización de un determinado 
derecho no se pueda llevar a cabo hasta sus últimas consecuencias, porque 
por su propia naturaleza los derechos fundamentales son derechos no 
absolutos, esto es, derechos limitados, o por lo menos, limitables . 
 
El presente trabajo apunta responder Cómo están reguladas actualmente los 
mecanismos de solución a los conflictos que se presentan entre la libertad de 
expresión e información frente al derecho a la intimidad y dignidad de las 
xvi 
 
personas, incluido el derecho a la Réplica, cuáles son las dificultades que 
afectan su eficacia y qué alternativas jurídicas se pueden plantear para 
superar tales dificultades? 
 
Lo que motivo que el trabajo se presente en seis Capítulos: en el primer 
capítulo se desarrolla el Planteamiento del Problema, donde se realiza la 
formulación de la interrogante general, posteriormente la presentación de la 
justificación y los objetivos. 
 
En el segundo Capítulo, se desarrolla el marco teórico, para lo cual se 
considera  cuatro partes, la primera son los antecedentes de la investigación, 
donde se manifiesta que no se ha encontrado una investigación en la segunda 
parte se toma en cuenta las bases teóricas, para lo cual se ha subdividido en 
13 items con el siguiente detalle; los Derechos fundamentales lo que incluye 
el  fundamento de los derechos humanos y los derechos fundamentales como 
derechos protegidos por la constitución en un Estado de Derecho, seguido de 
la Libertad de expresión donde se desarrollan los antecedentes de la libertad 
de expresión, los fundamentos modernos de la libertad de expresión y la 
importancia de los fundamentos de la libertad de expresión. 
 
En la misma segunda parte del capítulo segundo se desarrolla la Libertad de 
información, lo que incluye la información como concepto dentro de la libertad 
de información como derecho, seguido de los requisitos y límites del derecho 
a la información, los límites internos y condiciones de preferencia del derecho 
a la libertad de información y el interés público en la información. En el punto 
cuatro se desarrolla el Derecho a la Intimidad, seguido del Derecho a la 
Dignidad, Derecho a la réplica, Derecho Constitucional, Penal, Administrativo, 
lo que termina en desarrollarse el Procedimiento Legislativo, la Iniciativa 
Legislativa,  el Estudio en Comisiones y el Debate en el pleno del congreso. 
En la tercera parte del segundo capítulo se presentan el marco conceptual y 
en la cuarta parte se desarrollan las hipótesis  
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En el tercer Capítulo se presenta los elementos del marco metodológico que 
guiaron la presente investigación. 
 
En el cuarto Capítulo se realiza el análisis de la problemática de la colisión 
entre los derechos de la personalidad y la libertad de expresión e información.  
Solución doctrinal y jurisprudencial, para lo cual se toma en cuenta Estudio de 
los derechos al honor, a la intimidad y a la propia imagen, reforzándose con 
un análisis de la libertad de expresión y de información. Colisión con los 
derechos de la personalidad y la Visión jurisprudencial de los derechos en 
conflicto 
 
En el quinto Capítulo se desarrolla la filosofía de los derechos humanos, 
donde se presenta el estado de la cuestión, la evolución histórica de los 
derechos humanos, las distintas acepciones, el fundamento de los derechos 
humanos, asimismo se toma en cuenta la  universalidad de los derechos 
humanos, la Filosofía de los derechos humanos, los derechos humanos como 
principios generales del derecho, las vías tutelares finalmente se toma en 
cuenta la  dignidad de la persona humana y las  etapas en el desarrollo 
histórico de los derechos humanos 
 
En el sexto capítulo se desarrolla la exposición de los resultados y discusión, 
para lo cual se describe y explica la regulación en el plano constitucional, la 
Constitución Política del Perú, el Código Procesal Constitucional, la 
Regulación en el Plano Penal, el Código Penal y el Código Procesal Penal 
relacionado con los derechos humanos. 
 
Finalmente se presentan las conclusiones, recomendaciones y bibliografía 
18 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
EL PROBLEMA 
 
 Análisis de la situación problemática 
 
A través del presente trabajo de investigación se enfoca el tratamiento 
del conflicto entre los derechos a la libertad de expresión e información frente 
al derecho a la intimidad y dignidad de las personas. Tema que con el 
desarrollo de las sociedades, la tecnología y la informática cada vez se tornan 
más complejo y recobra actualidad, ya que son evidentes las continuas 
colisiones entre tales derechos.  
 
Este problema aparece principalmente cuando asume un rol 
protagónico la prensa, a tal punto de entenderse la libertad de expresión e 
información, como un derecho que está ligado únicamente a la libertad de 
prensa, por lo que las empresas ligadas a esta libertad se respaldan en la 
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misma para verter todo tipo de información que muchas veces mella la 
dignidad e intimidad de las personas. 
 
Ante este contexto surge la interrogante, hasta dónde está permitido 
informar, hasta qué límites es posible cumplir con la función informativa, 
teniendo en cuenta que la relación sociedad informada, sociedad 
democrática, es una relación directamente proporcional, es así que se 
plantea como límite válido, la vida privada de las personas y el respeto a su 
dignidad, espacio necesario para afrontar la vida en comunidad. 
 
Sobre los procedimientos legales, en la actualidad existen garantías 
constitucionales y normas penales que protegen y permiten a la persona 
vulnerada en su derecho a la Intimidad y Dignidad, accionar ante el Órgano 
Jurisdiccional y otros entes de naturaleza constitucional y administrativo para 
que se le tutele sus derechos; y es aquí donde determinar la prevalencia de 
un derecho sobre otro, muchas veces no resulta ser una tarea tan fácil para 
los operadores de la justicia, por lo que en el presente trabajo se  pretende 
efectuar una evaluación respecto a la eficacia de los procedimientos 
utilizados para resolver los conflictos jurídicos. 
 
En un primer momento se aborda la ubicación de los derechos objeto 
de análisis dentro de un amplio panorama de los derechos humanos y de los 
derechos fundamentales; así como un acercamiento al fenómeno social de la 
información, como elemento central entre ambos derechos. Los medios 
masivos tienen el derecho de informar y el colectivo o comunidad el derecho 
20 
 
 
 
al ser informado, pero estos derechos admitirán límites como el derecho a la 
vida privada y dignidad de las personas, que resguarden en definitiva la 
libertad de la persona; luego pasaremos a tratar que dificultades y problemas 
jurídicos afectan la eficacia de las normas destinadas a resolver las 
controversias entre tales derechos.  
 
El reconocimiento de mecanismos inmediatos como el "Derecho de 
Respuesta o Réplica" sin que eso signifique que se tenga que dejar de ejercer 
otras acciones legales que se crean necesarias; y finalmente se propondrá 
alternativas jurídicas de solución ante las dificultades de la regulación actual 
para solucionar conflictos entre los derechos a la libertad de expresión e 
información frente al derecho a la intimidad y dignidad de las personas. 
 
 Formulación del problema 
 
Problema General  
 
¿Cómo están reguladas actualmente los mecanismos de 
solución a los conflictos que se presentan entre la libertad de 
expresión e información frente al derecho a la intimidad y dignidad de 
las personas, incluido el derecho a la Réplica, cuáles son las 
dificultades que afectan su eficacia y qué alternativas jurídicas se 
pueden plantear para superar tales dificultades?  
 
 
21 
 
 
 
Problemas Específicos 
 
 ¿Cómo está regulada la solución a los conflictos que se presentan 
entre la libertad de expresión e información frente al derecho a la 
intimidad y dignidad de las personas, incluido el derecho a Réplica?.  
 
 ¿Qué dificultades y problemas jurídicos en el ámbito constitucional, 
penal y administrativo afectan la eficacia de las normas destinadas 
a resolver las controversias entre tales derechos?. 
 
 ¿Qué alternativas jurídicas se pueden proponer para la regulación 
eficaz de la solución a los conflictos que se presentan entre ambos 
derechos?. 
 
 Justificación de la investigación 
 
La importancia de la presente investigación es la de abordar la 
problemática surgida de las continuas colisiones entre los derechos 
expresión e información frente al derecho a la intimidad y dignidad. Es por 
ello que la presente investigación, nos permitirá conocer los criterios que 
asumen los operadores de la justicia al momento de resolver los conflictos 
jurídicos entre tales derechos.  
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Por tanto el tema de investigación tiene relevancia social, no sólo a 
nivel de los operadores jurídicos, sino de los sujetos sociales, al estar 
involucrados derechos fundamentales que comúnmente entran en 
conflictos. Entonces nos enfrentamos ante la cuestión de saber si existe 
una sola “respuesta justa” a los problemas que plantea la práctica jurídica.  
 
Además la presente investigación tiene el carácter de actual  y 
relevancia contemporánea por cuanto los sistemas procesales actuales 
exigen el respeto de los derechos fundamentales, y al mismo tiempo 
demandan un control más riguroso en la vulneración de éstos, 
presentándose  incertidumbres legales cuando tales derechos entran en 
conflicto.  
 
Tiene también relevancia científica, por cuanto el presente trabajo 
investigación aportará conocimientos nuevos en cuanto a las alternativas 
jurídicas idóneas que permitan proponer una regulación eficaz a los 
conflictos que se presentan entre ambos derechos. 
Desde la década de los ’80 la  UNESCO sostiene que “subyacentes 
a las relaciones entre la práctica de los derechos humanos y las 
oportunidades disponibles para la promoción de estos derechos en las 
diferentes comunidades, existen fundamentos filosóficos que merecen 
estudiarse en detalle”. 
 
La razón fundamental de ahondar en la base filosófica de los 
derechos humanos  está relacionada con la evolución de la misma idea de 
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derechos humanos y con la ampliación del contenido de los mismos en 
virtud de la incorporación de derechos  culturales  y  sociales. La 
interpretación de los derechos es, por lo tanto, una instancia de reflexión 
filosófica que comporta dos etapas: 1) identificación del  contexto filosófico 
inicial que da su sentido a esos derechos; y 2) investigación del desarrollo 
de esos derechos en contextos filosóficos y culturales de los que han de 
recibir su reinterpretación. 
 
El reconocimiento de que el hombre es esencialmente social y 
cultural indica que la comunidad es, de muchas formas, indispensable para 
el individuo que es parte de ella. Y, en particular, es indispensable para la 
realización de su libertad. La comunidad es, pues, responsable de que se 
respeten los derechos humanos de cada individuo. Así, es natural admitir 
que la comunidad misma tiene derechos. Pero sus derechos derivan a su 
vez de los del individuo. 
 
Parece preciso e imperioso, pues, buscar la fuente de los derechos 
humanos en la naturaleza misma del hombre, lo cual impone una reflexión 
específicamente filosófica tanto más necesaria cuanto que la existencia 
misma de esta “naturaleza” no es universalmente reconocida, e incluso 
quienes la postulan no coinciden en su descripción y caracterización. 
Ahora bien, ¿cómo debe concebirse una “naturaleza humana” para que 
sea posible considerar al hombre como sujeto de derechos? 
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Por lo tanto, hay que admitir que existen derechos que no derivan 
de la legislación positiva de los Estados, puesto que esta legislación misma 
es la que debe juzgarse a la luz de tales derechos. Por eso, el concepto 
mismo de derechos humanos es un desafío al iuspositivismo, cualesquiera 
sean las dificultades, sobradamente conocidas, de las doctrinas 
iusnaturalistas. Y es que si quisiéramos comprender los derechos 
humanos a partir de los mecanismos, instituciones y codificaciones de la 
ley, olvidaríamos que la justicia, precisamente, implica (como sabemos 
desde Kohlberg) la percepción de los casos y condiciones en que es 
éticamente necesario transgredir la ley. Así, lo jurídico no puede analizar 
el concepto de justicia porque inevitablemente lo supone en tanto que 
fundamento ético-filosófico. 
 
 
 Objetivos 
 
Objetivo General: 
 
Analizar cómo están regulados actualmente los mecanismos de solución 
a los conflictos que se presentan entre la libertad de expresión e 
información frente al derecho a la intimidad y dignidad de las personas, 
incluido el derecho a Réplica, identificando cuáles son  las dificultades 
que afectan su eficacia y establecer que alternativas jurídicas se pueden 
plantear para  superar tales dificultades. 
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 Objetivos Específicos: 
 
 Analizar cómo está regulada la solución a los conflictos que 
se presentan entre la libertad de expresión e información 
frente al derecho a la intimidad y dignidad de las personas, 
incluido el derecho a Réplica. 
 Determinar  que dificultades y problemas jurídicos afectan la 
eficacia de las normas destinadas a resolver las 
controversias entre tales derechos. 
 
 Proponer alternativas jurídicas de solución ante las 
limitaciones y problemas jurídicos  que surge cuando entran 
en conflicto los derechos a la libertad de expresión e 
información frente al derecho a la intimidad y dignidad de las 
personas. 
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MARCO TEÓRICO 
 
2.1. Antecedentes de la investigación 
 
En el ámbito en el que se desarrolló la investigación, no se aprecia 
investigaciones relacionadas con el problema, sin embargo los hechos que 
generan y justifican la presente investigación, han generado en el ámbito 
doctrinario comentarios realizados por MIjail Mendoza, en su texto 
Conflictos entre Derechos Fundamentales, Expresión, Información y 
Honor; y Enrique Perecen su texto Derechos Humanos, Estado y 
Constitución, en los mismos no se llega a agotar el tema, quedándose 
simplemente en la interpretación y comentario de la ley, por lo que la 
presente investigación tratará de hacer una investigación seria al respecto 
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2.2. Bases teóricas 
 
 Derechos fundamentales  
En el presente trabajo de investigación, se efectuó una 
apreciación conceptual clara,  para efectos de entender la real 
dimensión respecto de los Derechos Fundamentales. “Al hacer un 
recuento histórico de los derechos humanos, plantea que el uso del 
término se generaliza recién entrado el presente siglo, 
concretamente a partir de la finalización de la segunda guerra 
mundial. No obstante, se hace la salvedad que la locución 
"derechos humanos", es una ampliación de lo que durante el siglo 
XVDI y XIX se conoció genéricamente como "derechos del hombre", 
siendo ésta última, la expresión secularizada de lo que la historia 
del pensamiento conoce como "derecho natural", "derecho justo" o 
simplemente "justicia" (GARCÍA, 1982). 
 
Para muchos como hemos visto anteriormente los derechos 
humanos y/o fundamentales existían inclusive en la Grecia clásica, 
partiendo de que su fundamento es el derecho natural, y que el 
origen de éste, es atribuido a los griegos. No obstante, en sentido 
estricto, esta afirmación no podrá ser aceptada, ya que el derecho 
se encontraba dentro de un todo indiferenciado teológico, moral o 
cosmológico. Esto no hace que se desdeñe el esfuerzo de los 
estoicos en cuanto la diferenciación entre el derecho natural y el 
derecho positivo, a su vez en Roma, Cicerón, influido por los 
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estoicos, plantearía: EI verdadero derecho es la recta razón, 
conforme a la naturaleza; es de aplicación universal inmutable y 
eterna (BASTIDA, 2003). 
 
Los derechos humanos aparecen como un conjunto de 
facultades e instituciones que, en cada momento histórico, 
concretan las exigencias de la dignidad, la libertad y la igualdad 
humana, las cuales deben ser reconocidas positivamente por los 
ordenamientos jurídicos a nivel nacional e internacional.  "La 
definición propuesta pretende conjugar las dos grandes 
dimensiones que integran la noción general de los derechos 
humanos, esto es, la exigencia iusnaturalista respecto a su 
fundamentación y las técnicas de positivación y protección que dan 
la medida de su ejercicio. Es evidente que con esta propuesta de 
definición no se pretende haber dado una respuesta satisfactoria a 
toda la serie de problemas que, como se ha tenido ocasión de 
comprobar, comporta cualquier intento definitorio de los derechos 
humanos" (PEREZ, 1984). 
 
A este último, cabría agregar lo planteado por Francisco Miró 
Quesada Cantuarias cuando expresa lo siguiente: "pensamos, que 
si se acepta el ideal de vida racional, si se toma la decisión de 
pensar y comportarse racionalmente, es imposible no reconocer los 
derechos humanos. Es decir que partiendo de la premisa de que 
debemos de pensar y comportarnos racionalmente, los derechos 
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humanos pueden deducirse de ella Más aún, basta aceptar como 
premisa que debemos comportarnos racionalmente, pues si no se 
piensa de manera racional, es imposible comportarse 
racionalmente. Planteamos, pues, la siguiente hipótesis: si no 
comportamos racionalmente, entonces tenemos que comportarnos 
de acuerdo a los derechos humanos (MIRO QUESADA, 2003). 
 
Como podemos apreciar, la dificultad en brindar una 
definición de los derechos humanos, y, a su vez, de dar una 
fundamentación de los mismos, concuerda con la aguda 
apreciación de Norberto Bobbio, en el sentido de que lo más 
importante actualmente es no tanto justificarlos, sino darles las 
garantías para su concreción y vigencia, decir que hay "derechos 
humanos" o "derechos del hombre" en el contexto histórico 
espiritual, equivale a afirmar que existen derechos fundamentales 
que el hombre posee por el hecho de ser hombre, por su propia 
naturaleza y dignidad; derechos que le son inherentes y que, lejos 
de nacer de una concesión de la sociedad política, han de ser por 
ésta, consagrados y garantizados" (BIBBIO, 1985). 
 
2.2.1.1. El fundamento de los derechos humanos  
 
El fundamento de los Derechos Humanos se fundan en 
la naturaleza humana, tales derechos le son inherentes al 
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hombre en cuanto tal, en cuanto tiene naturaleza, esencia de 
tal. Desde la antigüedad ha sido buscada la explicación sobre 
la naturaleza humana. Los estoicos, percibieron la natural 
inclinación a hacer el bien, considerándolo como el primer 
principio, innato en la naturaleza del hombre; "haz el bien y 
evita el mal" (CINCIARDO, 1999). 
 
Cicerón encuentra el fundamento de los derechos 
humanos en la recta razón, que es la encargada de discernir 
lo bueno en la conducta humana como justo y verdadero, y lo 
malo como injusto. Pero a su vez, la recta razón natural es mas 
bien la que nos permite discernir los verdaderos derechos 
humanos, su alcance y jerarquía, pero no es el fundamento de 
los derechos humanos. Sino que, como yo he resaltado, la 
base de los mismos se encuentra en la naturaleza humana por 
lo cual estos son para todos los hombres, como consecuencia, 
ser la dignidad de la naturaleza humana, su fundamento 
(MASSINI, 1997). 
 
De la misma forma se tiene que la naturaleza humana 
otorga titularidad a estos derechos universales, inviolables e 
irrenunciables; por lo tanto, al encontrar allí su 
fundamentación, deducimos que no pertenecen al hombre por 
una disposición estatal, sino que le pertenecen por el solo 
hecho de ser persona humana. Estos derechos deben ser: 
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Reconocidos: en todos los hombres por igual, este 
reconocimiento debe ser real y fundamental. Deben ser 
reconocidos para poder ser defendidos, respetados para poder 
efectivamente proteger la dignidad humana y para hacer que 
su realización sea posible (JULIO, 2001). 
 
El derecho es el respeto, es la propuesta social del 
respeto. Tutelados: una vez reconocidos y respetados, debe 
protegerse, la tutela corresponde a cada hombre, al estado y 
a la comunidad internacional, deben ser constantemente 
promovidos, esto es, que deben darse a conocer y ser 
elevados en todo sentido, para evitar que sean violados (DE 
ASIS, 2000). 
 
Por lo tanto tendríamos que buscar el fundamento en 
otra parte; es por ello que Daniélou nos dice que ese 
fundamento aparece "como mereciendo un respeto absoluto y 
que no tiene su origen en la voluntad del hombre, solo puede 
ser una voluntad mas alta, que se impone como digna de una 
reverencia y una adoración absolutas. Lo absoluto moral 
implica un elemento de lo sagrado. El creyente reconoce este 
elemento en el Dios vivo. Pero cuando el agnóstico reconoce 
ese carácter absoluto de la ley moral, también lo está 
confesando, aunque no sepa su nombre (PALUMBO, 1980).  
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2.2.1.2. Los derechos fundamentales como derechos protegidos 
por la constitución en un Estado de Derecho 
 
Los derechos fundamentales ya lo dijimos son derechos 
humanos positivizados y reconocidos por las constituciones de 
cada Estado de derecho. Un Estado de derecho que se 
respete ser tal ha introducido a su sociedad todos aquellos 
derechos humanos surgidos a lo largo de la evolución de los 
mismos (BOBBIO, 1982).  
 
La doctrina los ha clasificado a los derechos humanos 
de acuerdo al tiempo de surgimiento en: 1) Derechos de 
primera generación, 2) Derechos de segunda generación y 3) 
Derechos de tercera generación. Los primeros son los 
llamados derechos individuales y que surgieron con mayor 
fuerza a partir de la revolución francesa; sin embargo estos 
son inherentes al hombre y nace con el hombre por lo que su 
vigencia es de siempre. Los segundos surgieron en la época 
de la revolución industrial en Inglaterra y son los llamados 
derechos sociales y económicos. Y los terceros de data 
reciente son los conocidos como derechos colectivos o de los 
pueblos (CARPIO, 2004).   
 
Existe en el ámbito internacional un sin fin de 
declaraciones y resoluciones de naciones unidas que 
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propugnan estos derechos algunos incluso para los 
doctrinarios se han vuelto de carácter ius cogens para el 
derecho internacional es decir de cumplimiento obligatorio, 
imperativos e inderogables. Entonces las diversas 
constituciones han introducido necesariamente estos 
derechos fundamentales; y si bien es cierto que en algunos 
específicamente no se mencionan por ejemplo “el derecho de 
autodeterminación de los pueblos” como derechos de tercera 
generación; el carácter de ius cogens que le da la doctrina 
internacional hace que sean introducidos de por si sin la 
necesidad de un tratado internacional para lo cual el Estado de 
Derecho necesite obligarse (CASTILLO, 2005).  
 
 Libertad de expresión 
2.2.2.1. Antecedentes de la libertad de expresión 
Los primeros antecedentes del reconocimiento del 
derecho a la libertad de expresión por parte de la autoridad 
estatal se remontan a la Inglaterra del siglo XVII y se presentan 
como logros a favor de la libertad de imprenta. Todavía a 
mediados de dicho siglo existía un fuerte control previo de las 
publicaciones en general, aunque la censura de la persona 
pasó de ser prerrogativa del Rey o de la cámara estrellada a 
ser potestad del parlamento, debiendo solicitarse una licencia 
o registro previo para la publicación de cualquier libro, panfleto 
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o papel (SÁNCHEZ, 1992). 
 
En 1695 expiró el sistema inglés de licencias de 
impresión, poniéndose fin al régimen de censura previa en 
Inglaterra, sin embargo, aún subsistieron consecuencias 
posteriores que desincentivaban el efectivo ejercicio del 
derecho y que provenían de una imprecisa norma 
consuetudinaria de calumnia sediciosa, la cual permitía 
procesar a quien de cualquier modo difamase o rediculazase 
a los funcionarios del gobierno, a las leyes, o a las políticas del 
gobierno, de modo que pudiese poner en peligro la paz 
pública, a través tanto de afirmaciones falsas y maliciosas 
como verdaderas (DE ASIS, 1989). 
 
En el siglo XVIII, los fundadores de la nueva nación 
norteamericana  establecieron declaraciones de derecho a 
través de las cuales pretendieron marcar diferencias respecto 
del sistema de gobierno inglés y establecer los principales 
derechos civiles que serían la base del moderno Estado de 
derecho lberal-burgues. Dichas declaraciones se emitieron 
siguiendo la tradición inglesa de Hill of Rights. En 1976 el 
Estado de Virginia emitió la primera declaración de derechos 
conocida como la Declaración de Derechos del Hombre y del 
Ciudadano, años siguientes se incorporó  a ésta el sistema de 
libertades civiles básicas construida a partir de los Hill of Rights 
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(SCHMITT, 1994: 391). 
 
En Europa, el reconocimiento jurídico del derecho a la 
libertad de expresión tiene su más notable manifestación en la 
Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano 
proclamada en la Asamblea Constituyente francesa de 17891. 
Nacida bajo el influjo de las ideas iluministas, la ideología 
burguesa y el contexto capitalista de la época, la Declaración 
de Derechos presenta una concepción individualista de los 
derechos, a los que identifica como derechos subjetivos 
oponibles a la acción del Estado (MARCIANI, 2004:55).  
2.2.2.2. Fundamentos modernos de la libertad de expresión 
Dentro de los fundamentos modernos de la libertad de 
expresión encontramos la teoría libertaria, la misma que 
encuentra su principio orientador en la autorrealización 
personal del individuo, relacionada intrínsicamente con la 
autonomía y la dignidad de la persona. En este sentido, la 
libertad de expresión resulta importante para su carácter 
decisivo para el desarrollo del ser humano, así como para la 
formación y determinación de su personalidad. Sólo si una 
persona ha tenido oportunidad de conocer las diferentes 
posiciones existentes sobre los diversos temas que le 
                     
1 Artículo 11: La libre comunicación de los pensamientos y de las opiniones es un derecho de los más preciados del 
hombre; todo ciudadano puede, por tanto, hablar, escribir y publicar libremente, salvo la responsabilidad por el abuso 
de esta libertad en los casos determinados por la ley. 
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interesan, podrá adoptar adecuadamente sus propias 
decisiones (BAKER, 1992:69). 
 
Los antecedentes de esta teoría se encuentran en la 
obra de Mill, y a ella se adscriben diversos autores, como 
Dworkin y Baker. Este último, quizá el autor que con mayor 
claridad han planteado los alcances de la teoría libertaria. Por 
su parte, Tribe también se adhiere a esta teoría y señala que 
la libertad de expresión no debe ser vista únicamente como un 
medio para alcanzar objetivos de índole colectivo, como el 
fortalecimiento de la democracia o de la sociedad, pues tiene 
también una relevancia de alcance individual (MEIKLEJOHN, 
2004: 93). 
 
La teoría libertaria libertaria presenta una visión utilitaria 
de la libertad de expresión, en una perspectiva esencialmente 
individual, por lo que la influencia de la obra de Mill es clara. 
En la resolución de las controversias que se presenten, el 
análisis jurídico constitucional girará en torno a determinar si 
el discurso expresado constituye parte del desarrollo individual 
de una persona, antes que evaluar  si como consecuencia del 
mismo ha sido afectado otro derecho o bien jurídico 
constitucional, pues esta teoría no permite resolver problemas 
que puedan presentarse entre la libertad de expresión y la 
protección de otros bienes constitucionales de carácter 
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colectivo (HUERTA, 2012:39). 
 
Otro de los fundamentos radica en la importancia de la 
libertad de expresión para el fortalecimiento del sistema 
democrático que fuera planteada por uno de los teóricos más 
importantes del siglo XX como es Alexander Meiklejohn. La 
libertad de expresión debe ser garantizada en atención a su 
importancia para que los ciudadanos participen en el debate 
de los asuntos públicos, lo que constituye la esencia del 
sistema democrático como forma de gobierno. Propone en 
consecuencia, un fundamento político a favor de la libertad de 
expresión, pues el discurso protegido es aquél que contribuye 
a que los ciudadanos adopten las decisiones necesarias para 
el desarrollo del gobierno (AZURMENDI, 2001: 54). 
 
A diferencia de la teoría libertaria, la teoría democrática 
presenta una perspectiva o visión colectiva de la libertad de 
expresión, por lo que discurso protegido debe estar 
relacionado con el debate sobre los asuntos de interés público, 
y no únicamente con la finalidad de satisfacer necesidades 
personales de autorrealización (DE ASIS, 1989: 84). 
 
Debemos de precisar también que los derechos 
fundamentales son interdependientes entre sí, pues se 
necesitan recíprocamente para que sean ejercidos a 
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cabalidad, siendo un ejemplo de esta situación la relación 
entre la libertad de expresión y el derecho a la igualdad. En 
ese sentido, la libre difusión de ideas e informaciones 
contribuye a que todas las personas puedan estar en igualdad 
de condiciones para participar en los asuntos de interés 
público, pues cuando un mensaje es emitido, todos los 
posibles receptores tienen la posibilidad de conocerlo y, a 
partir de allí, formar parte del debate que se suscite 
(SANCHEZ, 1992:35). 
 
2.2.2.3. Importancia de los fundamentos de la libertad de 
expresión 
 
La importancia de los fundamentos  se manifiesta de 
dos formas: En primer lugar, permiten comprender las razones 
por las que la libertad de expresión goza de un especial 
reconocimiento y protección. En segundo lugar, constituyen 
elementos esenciales para analizar cualquier controversia 
jurídica relacionada con su ejercicio. Sólo conociendo los 
fundamentos empelados por el operador jurídico se pueden 
comprender las respuestas que, en unas normas, sentencia o 
decisión política, se establezcan respecto a un problema 
originado por el ejercicio de este derecho (FISS, 1999:22). 
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Los fundamentos de la libertad de expresión han sido 
elaborados desde diversas perspectivas y enfoques, que 
resaltan la importancia de la difusión de ideas e informaciones 
para el desarrollo del ser humano y su autonomía individual, el 
fortalecimiento de la democracia, la formación de una opinión 
pública libre así como la garantía de otros derechos 
fundamentales como el derecho a la igualdad y la generación 
de un libre mercado de ideas (CARRERAS, 1996:165). 
 
Ante esta variedad de argumentos, no corresponde 
escoger el que parezca mejor elaborado, sino que deben ser 
integrados dado que todos contribuyen a fortalecer la libertad 
de expresión y a resolver los problemas relacionados con su 
ejercicio. En el campo práctico, donde se tiene que tomar 
decisiones sobre problemas concretos, una posición 
integradora ofrece un amplio margen de acción para garantizar 
el discurso que busca ser legalmente restringido (COASE, 
1992:135). 
 
Por lo tanto, sólo desde una perspectiva integradora 
sobre sus fundamentos se logrará materializar la real 
dimensión de la libertad de expresión, que al no representar 
únicamente un interés individual sino también colectivo, 
adquiere especial importancia al momento de ser confrontado 
con otros derechos o bienes jurídicos constitucionales. Si bien 
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se puede asumir que la libertad de expresión constituye un fin 
en sí mismo y que no tiene que servir a ningún propósito 
específico, en general se ha asumido que es un bien 
instrumental y que su ejercicio cumple diversas funciones, 
orientadas al descubrimiento de la verdad, el desarrollo y la 
realización personal y como herramienta para la participación 
ciudadana en el proceso político y en el fortalecimiento de la 
democracia (FAÚNDEZ, 2004:35). 
 
 Libertad de información 
 
El ámbito de protección de la libertad de información está 
conformado por un bien iusfundamental consistente en la acción 
libre de exteriorización o comunicación de información. Por 
información se entiende la comunicación de hechos o sucesos de 
todo tipo. Algún sector doctrinal ha sugerido que la información 
iusfundamental protegida no es cualquier información, sino sólo la 
que concierne a asuntos de interés público. Contrariamente a esta 
concepción, en tanto concepto operativo, se adoptará aquí una 
noción amplia de información (DE DOMINGO, 2001:186). 
 
Las consideraciones desarrolladas con relación a la libertad 
de expresión en cuanto a las formas a través de las que se efectúa 
la comunicación del objeto o mensaje informativo y los medios de 
su difusión son aplicables a la libertad de información, con la sola 
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atingencia de que, en lo concerniente a las formas, el empleo de la 
comunicación lingüística va ser la modalidad predominante en este 
caso frente al recurso a la representación simbólica o artística y al 
de las conductas expresivas. Sin embargo, esto dependerá del tipo 
de información que se comunique, ya que en algunos supuestos 
como la información comercial, el recurso a estas dos últimas 
formas de comunicación es fundamental e, incluso, probablemente, 
más eficaz que la comunicación lingüística (CASTILLO, 2005: 111).  
 
El derecho a la libertad de información es una garantía 
individual de carácter social. Pues la información es el intercambio 
de ideas, la comunicación de acontecimientos, pensamientos, 
sentimientos, etcétera. La comunicación de la información puede 
ser masiva o de "difusión" o puede ser comunicación interpersonal. 
El legislador se ocupo de adicionar esta garantía al lado de la 
libertad de expresión, por medio de las cuales el estado se 
compromete a proteger el derecho de unos a manifestar las ideas o 
comunicar los hechos y de que otros se enteren de toda esa 
información (ALVAREZ, 1991:170). 
2.2.3.1. La información como concepto dentro de la libertad de 
información como derecho 
 
La información es, en principio, un fenómeno social, que 
posee variadas ramificaciones. Así, al conjunto de actividades 
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humanas, como el periodismo, propaganda, publicidad 
comercial y las relaciones públicas se les pueden catalogar 
como manifestaciones informativas (MAURE, 1998:13). 
 
El término información ha logrado una singular fortuna. 
Desde el lenguaje corriente, en el que significa el acto de 
recopilar o proporcionar informes, y el judicial, que designa el 
procedimiento de búsqueda y comprobación de infracciones, 
ha llegado hasta el erado de lenguaje científico, según parece 
como el más preciso, puesto que ha servido para calificar una 
de las teorías de la cibernética tratamiento de la información) 
y, acto seguido, ha proporcionado el derivado que la 
designarla informática). Los diversos empleos del término 
causan ciertas confusiones. También determinado olvido de su 
sentido originario que, de un modo esencial indica la idea de 
puesta en forma, de donde deriva la de puesta al corriente(o 
puesta al día) que se realiza en función de la primera 
(MARTINEZ, 1998:25). 
 
2.2.3.2. Requisitos y límites del derecho a la información 
 
En este aspecto es necesario partir de la idea de que no 
existe derecho de carácter absoluto. Si bien es cierto, la 
libertad de expresión fue enunciada bajo la no admisión de 
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censura previa pero si con responsabilidad ulterior, lo que 
comúnmente es aplicado también en referencia al derecho de 
la información, no nos puede llevar a pensar en derechos de 
carácter absoluto. Hay que observarlos en relación al respeto 
debido de otros derechos tan importantes como los nombrados 
anteriormente, como son el derecho al honor, vida privada, 
imagen y voz propias, entre otros, los cuales se erigen como 
límites de la libertad de expresión y del derecho de la 
información (CODERCH, 1993:201). 
 
Bajo esta perspectiva, es necesario tener en cuenta que 
la distinción entre la libertad de expresión -como ubre 
manifestación pública de opiniones e ideas- y, el derecho de la 
información en su lado activo- como manifestación pública de 
hechos o noticias (DWRKIN, 1989:32). 
 
La libertad de expresión considerada de la manera 
anteriormente señalada, ha de tener que cumplir un requisito 
fundamental como es el de que en su ejercicio no debe 
hacerse uso de injuria o se agravie a alguna persona Por otro 
lado, no se le podrá requerir al ejercicio de la libertad de 
expresión la veracidad u objetividad, pues es imposible 
hacerlo. En esta manifestación de ideas u opiniones, al decir 
de algunos autores, lo que predomina es la subjetividad de 
quien las expresa. De manera similar, tampoco al ejercicio de 
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la libertad de expresión se le podrá exigir como requisito que 
lo que se comunique tenga interés público objetivamente 
predispuesto, ya que al igual que en la veracidad u objetividad, 
se antepone lo subjetivo de lo manifestado (DELGADO, 
1989:45). 
 
El derecho de la información -a diferencia de la libertad 
de expresión- tiene mayores requisitos en su ejercicio. Así, se 
registra como requisito, el no injuriar ni agraviar a nadie por 
medio de la información brindada, Igualmente, se señala como 
requisito a cumplir, que la información difundida observe el 
principio de veracidad u objetividad,  ésta última no es tanto la 
estricta correspondencia con los hechos de los cuales se da 
cuenta en la información, sino la honestidad intelectual del 
informante. Otro requisito es el llamado interés público de la 
información, ésta tiene como características no sólo el referirse 
a un hecho actual, sino que además éste debe tener una 
connotación social, es decir, el hecho o la persona que son 
materia de información deben guardar un interés para la 
colectividad (EGUIGUREN, 2000:137). 
 
El incumplimiento de los requisitos señalados, hará que 
el ejercicio de la libertad de la información, no violenten los 
límites que los determinan. El ejercicio del derecho de la 
información al no cumplir con uno u otro requisito, violentará 
45 
 
 
 
según sea el caso, el derecho al honor, la vida privada, la 
identidad personal, la imagen y la voz propias, entre otros. La 
información que en su difusión no debe estar acompañada de 
insultos o agravios, pues atentaría indefectiblemente al honor 
y buena reputación de las personas. Algo similar puede ocurrir 
con la información inexacta, por medio de la cual, puede 
atentarse al honor y buena reputación (GERMANI, 1967:105).  
 
2.2.3.3. Límites internos y condiciones de preferencia del derecho 
a la libertad de información 
No toda transmisión de información, así como no todo 
tipo de manifestación de opiniones, es parte del derecho 
constitucional a la libertad de expresión. La libertad de 
información (como la de expresión) presenta ciertos requisitos 
o características que la hacen ser merecedora de tutela 
constitucional. Estos son: la veracidad de la información y el 
interés público en la misma (SARAZÁ, 1995:254). 
 
2.2.3.4. Interés público en la información  
 
El tema del interés público en la información o la 
expresión requerido para el ejercicio legítimo de la libertad de 
información puede referirse tanto al hecho que se informa, 
como al personaje que interviene en éste. Lo primero alude a 
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la materia o asunto de interés público, y lo segundo al 
personaje público (MARCIANI, 2004:117). 
 
 Derecho a la intimidad 
 
El Derecho a la Intimidad es el derecho que permite al 
individuo desarrollar su propia vida, en que todos deben guardar 
reserva de los detalles de la vida de los demás, con un grado 
mínimo de interferencia, libre de perturbación que ocasionen otros 
individuos o autoridades públicas. Se viola este derecho cuando un 
aspecto de la vida personal o familiar del individuo es dado a 
conocer sin su consentimiento. Si la persona fallece, la protección 
es ejercida por sus ascendientes y por su cónyuge (HERRERO, 
1994:38). 
 
El derecho a la intimidad es una situación jurídica en la que 
se tutela el espacio individual y familiar de privacidad de la persona, 
conformado por experiencias pasadas, situaciones actuales, 
características físicas y psíquicas no ostensibles y, en general, 
todos aquellos datos que el individuo desea que no sean conocidos 
por los demás, porque de serlo, sin su consentimiento, le 
ocasionarían incomodidad y fastidio (PROSSER, 1960:389).  
 
Se tiene también que el derecho a la intimidad tiene tres 
elementos conceptuales: el primero es a la no intromisión, esto es, 
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el derecho a la soledad, el derecho que tenemos todos a ser 
dejados en paz, a que no se perturbe nuestra tranquilidad; el 
segundo elemento del derecho a la intimidad es a la no divulgación, 
que implica que el agresor ya tomó conocimiento del dato de la vida 
privada, por lo que se le prohíbe la divulgación (MORALES, 
1995:184).      
 
Intimidad es la parte interior que solamente cada uno conoce 
de si mismo. Es el máximo grado de inmanencia, es decir, aquello 
que se almacena en el interior. Lo íntimo está protegido por el 
sentimiento del pudor. Por su parte, en la expresión de la intimidad 
se colocan en juego la capacidad de dar y posibilidad de dialogar 
con otra intimidad diferente. La capacidad de dar consiste en 
entregar algo de la intimidad y lograr que otra persona lo reciba 
como propio. Esta expresión se obtiene a través del lenguaje, el 
cual puede ser verbal, corporal y expresivo. El hombre necesita 
expresarse con los demás (CHANAMÉ, 2008:127). 
 
La dignidad humana, dentro de la esfera de lo social, se 
garantiza en la medida de que tenga la posibilidad de conservar su 
privacidad, entendida como aquel fuero interno que sólo puede 
interesar al ser humano como individuo o dentro de un contexto 
reducido de personas que en últimas está determinada por el 
consentimiento de quien es depositario de su existencia. La 
intimidad es un derecho que se proyecta en dos dimensiones a 
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saber: Como secreto de la vida privada y libertad. Concebida como 
secreto, atenta contra ella todas aquellas divulgaciones legítimas de 
hechos propios de la vida privada o familiar o las investigaciones 
también ilegitimas de hechos propios de la vida privada 
(HERRERO, 1994:38).    
 
Toda persona tiene derecho a vivir su propia vida, a 
desarrollarse conforme pueda y pretenda, a generar relaciones con 
otros o a mantenerse ajeno y en soledad. Los comportamientos del 
hombre serán externos cuando se proyecten hacia otros dando 
publicidad a esos actos o serán internos e intransferibles cuando 
permanezcan en el espacio interior de la persona. Este es el terreno 
de lo privado; lo propio, la esfera de máxima intimidad. La vida 
privada es una parte esencial de la persona, que sin resultar secreta 
ni de carácter íntimo merece el mayor de los respetos para 
garantizar el normal desarrollo de las libertades (REBOLLO, 
2000:40). 
 
La doctrina suele distinguir entre vida privada, haciendo 
referencia a un esfera de retiro y aislamiento donde los demás dejan 
en paz, al sujeto, e intimidad, por la cual el individuo tiene un modo 
propio, fuera de los ojos de los demás. Mientras el derecho a la 
intimidad tutela la zona espiritual, reservada  de la persona que 
pertenece en su interior, referida a la conciencia de si mismo como 
ser humano libre de su ámbito moral e intelectual, el derecho a la 
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vida privada se manifiesta a través de la realización de actividades 
y comportamientos en un ámbito estrictamente personal, de 
amistad o familiar en el que el sujeto decide desarrollar su existir, 
preservando esa esfera de su existencia del conocimiento general 
(PEREZ, 1999:321). 
 
2.2.4.1. Inicio de la noción del derecho a la intimidad 
 
El derecho a la vida privada o the Rigth of privacy, como 
se le conoce en el Common Law norteamericano, tiene su 
origen en 1890, cuando dos jóvenes abogados de Boston, 
Samuel D. Warren y Louis Brandeis, escribieron un ensayo 
titulado “The Rigth to Privacy”, publicado en el Harvard Law 
Review. El origen de este autónomo derecho está marcado por 
el conflicto con el derecho a la información (VASQUEZ, 1997). 
 
En efecto, Samuel D. Warren, fue casado con la hija de 
un conocido Senador de la República de apellido Bayard, y 
debido a la vida azarosa que llevaba fue objeto de comentarios 
respecto a facetas que correspondían a su vida privada; esto 
incomodó grandemente al joven abogado, quien se asoció con 
Louis Brandeis, quien posteriormente sería nombrado 
magistrado de la Corte Suprema de los Estados Unidos de 
Norteamérica, y escribieron el ensayo en referencia, donde 
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desarrollaron el concepto to be let alone, es decir, el derecho 
a la soledad, el derecho a no sufrir interferencias, ni del Estado 
ni de terceras personas, en asuntos que sólo corresponden a 
la esfera de su privacidad (GARCÍA, 1979). 
 
El origen está relacionado con el desarrollo vertiginoso 
de la información y fundamentalmente con los medios de 
comunicación masiva, en este entonces representado por los 
diarios. Los autores mencionados, rechazaron las 
extralimitaciones en que incurrían dichos medios de 
información en el tratamiento de ciertas noticias que no 
obedecían a un interés general, y que, por el contrario, solo 
constituían invasión a la esfera de la privacidad (CREVILLEN, 
1995:75). 
 
Nace así el Rigth of Privacy, que fue desarrollado 
posteriormente en base a la labor jurisprudencial de los 
tribunales norteamericanos, adquiriendo dimensiones y 
proyecciones inusitadas, en función al progreso y desarrollo de 
la sociedad norteamericana. La semilla la sembraron los 
jóvenes abogados, adquiriendo este derecho, a partir de ese 
momento, autonomía (ESPINOZA, 2004:320). 
 
Lo que motivó el artículo, fueron los ataques de que era 
víctima Samuel Warren, por parte de la “prensa amarilla” a la 
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vida social de su familia. Conforme refiere Gonzáles 
Sepúlveda “Los autores dan énfasis sobre la necesidad de una 
protección a la vida privada contra los excesos de la prensa y 
se refieren a un número de sentencias inglesas y americanas, 
en las que varios actos que implican en realidad, intromisiones 
en la esfera de la vida privada, habían considerado en diversos 
aspectos, violación de propiedad, abuso de confianza, etc. 
concluye que estas sentencias en realidad basadas, sino 
explícitamente, en un principio general que era tiempo de 
reconocer, un derecho que tenía la función de proteger la 
“personalidad inviolada (FERREIRA, 1982:41). 
 
El origen norteamericano marca el inicio universal del 
Right of Privacy conocido en, América Latina y en el Peru en 
particular, como Derecho a la Intimidad. Este Derecho sin 
embargo, fue reconocido por la Constitución Política del Peru 
de 1867, aun cuando no genero ningún desarrollo doctrinario, 
fue considerado nuevamente en la Constitución de 1979, 
posteriormente se desarrollo en forma limitada en el Código 
Civil de 1984 y finalmente algunas conductas que afectan la 
vida privada de las personas son tipificadas como delitos en el 
Código Penal de 1991 (MORALES, 2002:109). 
 
A diferencia de los Estados Unidos de Norteamérica, 
nuestra jurisprudencia ha sido prácticamente nula en el 
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desarrollo de este derecho, a pesar de la profunda sensibilidad 
que nos caracteriza. Y, si bien es cierto que la fuente principal 
de derecho norteamericano está dado por los precedentes 
judiciales y por ello el gran desarrollo jurisprudencial de este 
derecho como en otros, vitales para el ser humano, también es 
cierto (que por ser nuestra fuente principal las normas escritas) 
ello no debe impedir que la jurisprudencia desarrollo el derecho 
en estudio captando circunstancias particulares que nos 
brindan los casos concretos (O´CALLAGHAN, 1991:80).  
 
2.2.4.2. Naturaleza del derecho a la intimidad 
 
La naturaleza de la existencia del derecho a la intimidad 
radica en la unidad finalista que caracteriza a la persona 
humana, en el ser dueña de sí misma (sui iuris), autónoma 
(libre) y digna ante sí y ante otros (exigente). En efecto, la 
persona humana es en realidad una, única e irrepetible, un ser 
concreto e individual que tiene una naturaleza específica, la 
humana, pero que posee su singularidad como algo 
absolutamente propio, intransferible e incomunicable 
(BIANCHI, 1997:161). 
 
Por tanto se dice que "La persona humana es dueña de 
sí misma y de su entorno en tanto no pueda pertenecer a otro, 
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es sui iuris, constitutivamente puede autodeterminarse y 
autogobernarse. Este señorío se refleja primordialmente en el 
hecho de tener cosas suyas y en el de tener la iniciativa y el 
gobierno de sus actos" La relación de dominio surge porque lo 
suyo tiene un contenido metafísico. De aquí se desprenden los 
títulos naturales que son aquellos que se asignan algo a 
alguien sin que medie acuerdo de voluntades, esto es, las 
cosas que se tienen como propias en relación a la naturaleza 
humana (MORALES, 2002:131).  
 
Es en este sentido el Derecho ha de reconocer al 
hombre su condición de persona, lo cual implica desde el 
reconocimiento del derecho a su integridad corporal (legítima 
defensa), a su subsistencia física y a su integridad moral 
(derecho al honor), a la afirmación de una zona de libertad y 
de las exigencias de dignidad que convienen en cada situación 
a su condición de persona. El derecho a buscar la verdad, a 
pensar y a expresar lo pensado, a creer religiosamente y obrar 
de acuerdo con esa creencia, a proceder en la vida conforme 
a las propias ideas; todo esto son manifestaciones de 
derechos fundamentales que guardan relación con el “derecho 
de la intimidad” (JULIO, 2001:97). 
 
Es un derecho fundamental, individual, natural, 
inviolable que debe desarrollarse en una esfera de acción 
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propia, independiente o autónoma. Distintos tratadistas 
conciben que "El derecho de la intimidad es indisponible, 
irrenunciable; inexpropiable e inembargable, es 
imprescriptible, ya que al ser un derecho inherente a la 
persona al prescribir y extinguirse el derecho habría que 
considerar que la persona misma, a la que van unidos, se 
extinguiría también." Cabe resaltar, que si se ultrajaría la 
imagen o la voz de una persona se estaría atentando contra el 
derecho que tiene un individuo a que se respete su ámbito 
privado o su intimidad (FAÚNDEZ, 2004: 112). 
  
2.2.4.3. Consecuencias del ataque a la intimidad 
A.- DAÑO MORAL 
 
El ataque a la intimidad generara daños morales, 
entendiéndose por tales a la consecuencia del ataque de los 
derechos extrapatrimoniales. Se caracteriza por los 
sufrimientos espirituales que provoca un determinado hecho 
en la persona el mismo por la naturaleza del perjuicio 
ocasionado (CODERCH, 1993:201). 
 
Cabe señalar que los daños que se provocan al atacar el 
derecho a la intimidad en su mayoría son morales. Y decimos 
que no se trata de la totalidad ya que no podemos hablar de 
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daño moral con respecto a la persona jurídica. Lo que no 
significa como ciertos doctrinarios han mencionado que los 
entes ideales carezcan de derecho a la vida privada y no 
tengan derecho a su debida protección (GERMANI, 
1967:205). 
 
Es más preciso señalar el daño moral como los sufrimientos 
espirituales que provoca un determinado hecho en la persona. 
La existencia del daño moral se mide en este caso por la 
naturaleza de los perjuicios sufridos; si los perjuicios alteran 
el patrimonio de la persona, estaremos frente a un daño 
patrimonial; si, en cambio, los perjuicios no afectan la 
situación económica sino que atañen a la inquietud espiritual 
del sujeto, el daño será de tipo moral. De esta manera 
dejamos esclarecido que es lo que entenderemos por daño 
moral (CARPIO, 2004: 341). 
 
B.- DAÑO PATRIMONIAL 
A diferencia del daño moral, con respecto al daño patrimonial 
no hay uniformidad en admitir la posibilidad de la generación 
de daños patrimoniales resultantes de un ataque a la 
intimidad, por cuanto el daño tiene carácter extrapatrimonial. 
Ante esta discusión Ferreira Rubio menciona lo siguiente: el 
daño tiene carácter extramatrimonial son lesiones que 
naturalmente producen agravio moral, el cual encuentra aquí 
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la verdadera expansión y fuente. Cuesta imaginar la 
consecuencia patrimonial a un ataque a la vida íntima 
(FRREIRA, 1982:165). 
 
 Derecho a la dignidad 
La importancia de la dignidad para los derechos 
fundamentales resulta de su fundamentabilidad formal y material; 
que les ha permitido constituirse en la expresión más clara que la 
utopía liberal del siglo XVIII ha logrado institucionalizar en la 
sociedad y en el Estado; erigiéndose como el pilar dogmático del 
modelo de Estado constitucional y democrático, y del actual estadio 
de evolución del constitucionalismo contemporáneo (LANDA, 
2006:113). 
 
Los derechos fundamentales quedan definidos como 
ámbitos de protección que permiten al individuo la posibilidad de su 
desarrollo en la sociedad de todas sus potencialidades. Ello 
significa “la relevancia moral de una idea que compromete la 
dignidad humana y sus objetivos de autonomía moral, y también la 
relevancia jurídica que convierte a los derechos en norma básica 
material del Ordenamiento”(PECES, 1999: 98). 
 
De esta forma la dignidad humana se concretiza cuando 
entra en vinculación con el corpus de derechos fundamentales. 
Caracterizada por la posición preferente que ocupa en el 
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ordenamiento jurídico, y por la individualización respecto del rol de 
fundamento, fin y límite que le corresponde cumplir frente a la 
existencia de todos los derechos fundamentales, atendiendo 
también a la diversidad de objetivos que pueden perseguir estos 
derechos en un sistema axiológico pluralista (ZAGREBELSKY, 
1995:92). 
 
Precisamente para la Constitución Política del Perú, la 
dignidad del ser humano no sólo representa el valor supremo que 
justifica la existencia del Estado y de los objetivos que cumple, sino 
que constituye el fundamento esencial de todos los derechos que 
con la calidad de fundamentales habilita el ordenamiento. Desde  el 
artículo 1º queda manifiesta tal orientación al reconocerse que la 
“defensa de la  persona humana y el respeto de su dignidad son el 
fin supremo de la sociedad y del  Estado” (LANDA, 2006:121). 
 
De este reconocimiento de la dignidad humana en el Derecho 
constitucional peruano, se deriva la naturaleza de sus alcances 
jurídicos, en tanto soporte estructural de la protección debida al 
individuo configurándose como “(...) un minimum inalienable que 
todo ordenamiento debe respetar, defender y promover”(STC 0010-
2002; 2003). 
 
Sin embargo, consideramos que ello no significa que carezca 
de la eficacia inherente a los derechos fundamentales. En ese 
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sentido, “la realización de la dignidad humana constituye una 
obligación jurídica, que no se satisface en la mera técnica de 
positivización o declaración por el Derecho, sino que lo poderes 
públicos  y los particulares deben garantizar el goce de garantías y 
niveles adecuados de protección a su ejercicio; y es que, la 
protección de la dignidad es solo posible a través de una definición 
correcta del contenido de la garantía”2. Sólo así, la dignidad 
humana es vinculante, en tanto concepto normativo que compone 
el ámbito del Estado social y democrático de Derecho (STC 2273-
2005: 2006). 
 
La afirmación del valor normativo de la dignidad humana y su 
progresivo reconocimiento como derecho fundamental ha venido 
siendo perfilado por el Supremo intérprete de la Constitución. En 
tanto comprehensiva enunciativamente de la autonomía, libertad e 
igualdad humana (siendo todas ellas en sí mismas necesidades 
humanas que emergen de la experiencia concreta de la vida 
práctica), es posible  afirmar que se configuran los elementos que 
determinarían el progresivo reconocimiento de su contenido 
constitucional autónomo (PECES, 1999: 98). 
                     
2 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL DEL PERÚ. STC 2273-2005-PHC,13 de octubre de 2006, Caso  Karen Mañuca 
(fundamento 8); en la cual el TC establece algunos criterios para el reconocimiento  de derechos fundamentales. Así 
referirá que por ejemplo el derecho al debido proceso en su origen se  encontró determinado por una diversidad de 
objetivos, tales como la garantías de libertad personal,  seguridad jurídica, razonabilidad, motivación de las 
resoluciones, entre otros, los cuales progresivamente pasaron a conformar su contenido esencial constitucionalmente 
protegido. 
59 
 
 
 
2.2.5.1. Origen de la concepción de la dignidad humana 
El pensamiento de la dignidad consiste en reconocer 
que el hombre tiene fines propios suyos de cumplir por sí 
mismo". Lo anterior evoca la fórmula de Kant sin que esté 
necesariamente ligada a la doctrina del filósofo. Desde la 
óptica del citado autor, lo que Kant expresó era ya aceptado 
desde siglos antes, desde el Antiguo Testamento, adquiriendo 
mayor relevancia al ser el mensaje central del Evangelio. 
Efectivamente, la idea de la dignidad, sin que solo se presente 
en ella, es característica del cristianismo. Ya en la antigua 
China y en Roma (Epitecto, Séneca, Cicerón y Marco Aurelio) 
encontramos la idea de la dignidad de la persona como una 
idea universal, es decir, de la igualdad esencial de todos los 
hombres (COASE, 1992:341). 
 
Fue la escuela estoica, desarrollando el pensamiento 
aristotélico, la que llegó a la conclusión de que todo hombre, 
por su naturaleza, es miembro de la comunidad universal del 
género humano, gobernado por la razón y, además miembro 
de una comunidad política que es donde nace. Esta idea es la 
que retoma el cristianismo (BOBBIO, 1982:97). 
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2.2.5.2. La dignidad humana y el derecho 
En el devenir del pensamiento filosófico, la búsqueda 
por el hombre de significados sobre su propia naturaleza y 
principales atributos permanece como un requerimiento 
metafísico. En cada uno de dichos estadíos, encontramos el 
siguiente común denominador: el hombre es un ser que está 
dentro de la historia, y por tanto, ella es el escenario de su 
realización esencial, de despliegue del primer y último sentido 
de su propia naturaleza. De allí que la paradoja de la 
naturaleza humana no responde únicamente a una dimensión 
netamente existencial, sino que encuentra su substrato 
esencial en el esfuerzo del hombre por aprehenderla, es decir, 
la voluntad permanente por humanizar su propia vida 
(GONZALES, 1986:30). 
Para dar respuesta a estas interrogantes desde el 
Derecho, las formulaciones deben tener como elemento 
común determinados referentes de ciertas imágenes y 
proyecciones interdisciplinarias abiertas a la reelaboración (las 
ciencias de la cultura). Una concepción de la persona humana 
desde el ámbito de “lo jurídico” atraviesa ineludiblemente por 
una construcción eminentemente práctica. Ello, en la medida 
en que el hombre esencialmente se sustenta en los valores 
comunes y en las instituciones objetivas que se forman en el 
espacio público vivencial e institucional, sobre los cimientos de 
la tolerancia mutua, la confianza activa y la real apreciación de 
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la dignidad del “otro” (CARRERAS, 1966: 206). 
Por ello, uno de los primeros problemas que debemos 
abordar se encuentra en la necesidad de plantear un análisis 
de las principales interpretaciones jurídicas de la “imagen del 
ser humano”, superando cualquier concepción autorreferente, 
ya sea en su vertiente de principios suprapositivos del 
iusnaturalismo racionalista o el ideal de pureza metódica 
positivista. Ello, a fin de aproximarnos al contenido de la 
humanidad comúnmente compartida: la dignidad humana 
(GARZÓN, 2006:243). 
 
2.2.5.3. Dimensiones de la dignidad humana 
A.- LA DIGNIDAD HUMANA COMO VALOR 
A partir de una aproximación a los ordenamientos 
constitucionales nacionales, constatamos que el reconocimiento 
del contenido axiológico de la dignidad, permite organizar el 
poder político. El Estado y el Derecho se conforman desde un 
fundamento antropocentrista frente a los riesgos, de un lado, del 
relativismo moral y la neutralidad ética del concepto 
autorreferente de validez normativa kelseniano y su ideal de 
pureza metódica; y, de otro, los excesos de algunos 
iusnaturalismos, que descalificaron la construcción positivista y 
le atribuyeron la responsabilidad por el debilitamiento de las 
referencias morales en el Derecho (ATIENZA, 2007:28). 
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Frente a ello, la dignidad comparte con el resto de valores 
el ser un modo de preferencia consciente y generalizable. Junto 
con otros valores, tales como la libertad, la igualdad y la 
solidaridad, constituyen una moralidad que “aglutina e integra a 
las personas en torno a un proyecto político, que es el 
democrático y configuran su concepción del poder, que se 
traslada a su Derecho, como valores superiores en el ámbito 
jurídico” (ALEXY, 1997:81). 
 
En primer lugar, su carácter pacificador de la convivencia 
estableciendo determinados fines. La dignidad posee una gran 
fuerza que le permite orientar la existencia colectiva en un 
sentido dinámico. Formando, junto con el catálogo axiológico 
consagrado en el espacio público constitucional, el contexto 
histórico-espiritual de interpretación de las normas 
convencionales y no convencionales de dicho ordenamiento 
(FERREIRA, 1982:267). 
 
Segundo, su carácter de criterio básico para enjuiciar y 
someter a crítica los hechos y comportamientos estatales y 
particulares, es decir, como punto de referencia indiscutible para 
justipreciarlos y merituarlos. El carácter axiológico de la dignidad 
humana reside en que es fuente legitimadora de la totalidad del 
ordenamiento estatal (eficacia vertical); trascendiendo su 
influencia al atravesar cada una de las realizaciones humanas 
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(eficacia horizontal en las relaciones inter privatos) (DWORKIN, 
1989:310).  
 
En  tercer  y  último  lugar, la  dignidad  como  valor  tiene  
también  una  eficacia residual, porque se invoca en relación con 
algún o algunos derechos fundamentales de alcance o de 
contenido no claro, además sirve para la protección de 
conductas no tuteladas. Es así que la dignidad se coloca como 
un referente que determina las pautas de los procesos de 
juridización de derechos fundamentales, pero también un punto 
de llegada hacia el cual converger en los estándares de la 
protección que les corresponde (DELGADO, 1989:106). 
 
B.- LA DIGNIDAD HUMANA COMO PRINCIPIO 
Los principios han sido reconocidos como elementos 
que desempeñan por sí mismo una función normativa 
dotada de gran generalidad. Por ello, se entiende que 
conllevan un mayor grado de concreción y especificación 
que los valores (sin llegar a constituirse en norma analítica). 
Siguiendo al profesor Alexy, los principios son normas que 
ordenan que algo sea realizado en la mayor medida posible, 
dentro de las posibilidades jurídicas y reales existentes. Son 
mandatos de optimización, que están caracterizados por el 
hecho de que puedan ser cumplidos en diferente grado y de 
que la medida debida de su cumplimiento no sólo depende 
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de las posibilidades reales sino también de las jurídicas 
(GARCÍA, 1998:69). 
 
 Derecho a la réplica 
El derecho de réplica es "la facultad de que se concede a una 
persona, física o jurídica, que se considere perjudicada en su honor, 
prestigio o dignidad, por una información, noticia o comentario, 
publicada en un medio de comunicación social y que le lleva a exigir 
la reparación del daño sufrido mediante la inserción de la 
correspondiente aclaración, en el mismo medio de comunicación e 
idénticas condiciones. Se puede decir también que el derecho de 
replica es: “Ofensa que se hace a uno en su dignidad o fama. Hecho 
o dicho con que se hace esta ofensa. Ofensa o perjuicio que se 
hace a uno en sus derechos. Humillación o aprecio insuficiente”. En 
definitiva, con el agravio se afectan valores cuya reparación está 
perfectamente contemplada por el derecho (CARRILLO, 1994: 87). 
 
Algunos señalan a Réplica como: “La facultad que se 
concede a una persona, física o jurídica, que se considere 
perjudicada en su honor, prestigio o dignidad, por una información, 
noticia o comentario, publicada en un medio de comunicación social 
y que le lleva a exigir la reparación del daño sufrido mediante la 
inserción de la comunicación e idéntica forma en que fue lesionado 
(VILLANUEVA, 2001).  
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Otro concepto acerca del derecho de Réplica, es el que nos 
define el Doctor Escobar de la Serna, en el cual señala “que este 
derecho es la responsabilidad del informador dentro de sus deberes 
de carácter social y público que tiene asignados en el correcto 
cumplimiento de su función informativa” (ESCOBAR, 2001:314). 
 
Se señala también que la réplica "es la obligación que afecta 
a cualquier medio de comunicación de difundir en los plazos y 
condiciones establecidas por la ley, la respuesta que cualquier 
persona natural o jurídica, pública o privada, citada en aquél, 
considere necesario difundir públicamente a causa de una 
información incompleta o errónea" (CARRILLO, 1994:101). 
 
De acuerdo con el artículo 14 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos el derecho de réplica o de rectificación 
es aquel derecho que tiene toda persona afectada por 
informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio a 
través de medios de difusión legalmente reglamentados y que se 
dirijan al público en general, para efectuar por el mismo órgano de 
difusión su rectificación o respuesta en las condiciones que 
establezca la ley. Por lo tanto, se trata de una facultad de las 
personas físicas o jurídicas de refutar las informaciones 
periodísticas que se consideren inexactas y/o agraviantes, a través 
del mismo medio, en igual o mayor espacio y de manera rápida y 
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gratuita3 (VILLANUEVA, 2001). 
 
Asimismo, la Convención Americana de Derechos Humanos 
hace alusión en su artículo 14 al derecho de réplica, y precisa que 
procede en caso de “informaciones inexactas o agraviantes”, 
condiciones que hacen operativo el ejercicio de tal derecho, por lo 
tanto, el hecho de que el artículo 14 reconozca a toda persona el 
derecho a réplica, excluye un posterior reconocimiento por parte del 
Estado en el orden interno (ESCOBAR, 2001: 274). 
 
Así el derecho ya está reconocido en el tratado, y desde ese 
momento se juzga como derecho adquirido por los ciudadanos que 
puedan encontrarse en la situación que describe la norma. Es 
importante señalar que el derecho de réplica tiene dos dimensiones 
respecto del sujeto del mismo. Por un lado permite defender su 
honorabilidad puntualizando ciertas informaciones que le citan y a 
la vez coadyuva a que el objetivo de veracidad se logre mediante la 
acción de completar la información a través de los datos que se 
aporten, fortaleciendo el derecho a la información de los ciudadanos 
como complemento de garantía a la opinión libre pública 
(VILLANUEVA, 2001). 
 
El derecho de réplica es por tanto una vía de comunicación 
                     
3 Suscrita en San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969, entró en vigor el 18 de julio de 1978. Publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 7 de mayo de 1981. 
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entre emisores y receptores que fomenta la veracidad y el contraste 
de las informaciones, ofreciendo a la sociedad civil distintas 
posturas y puntos de vista sobre hechos controvertidos, 
circunstancia que brinda al ciudadano mayores elementos de juicio 
sobre temáticas de interés general (CARRILLO, 1994:124). 
2.2.6.1. Orígenes y desarrollo del derecho a la réplica 
 
El más lejano de los antecedentes se ubica en Francia, 
durante la dominación napoleónica, cuando el diputado 
Dulaure, en 1801, propuso que se le agregue al proyecto de 
ley sobre libertad de prensa y represión de sus abusos, la 
inserción de la respuesta  en un plazo de cinco días, cuando 
la publicación atentaba contra la reputación de los ciudadanos. 
Así el art. 1 decía: “Todos los  propietarios o redactores de 
diarios u  obras periódicas, cualquiera sea su denominación, 
que hubiesen publicado un artículo atentatorio a la reputación 
de uno o varios ciudadanos, estarán obligados a insertar la 
respuesta al mismo, dentro de los cinco días que sigan a la 
recepción, bajo pena de clausura de los diarios u obras 
periódicas, y de condenárselos, además, a los gastos de la 
impresión, del timbre y del  franqueo postal  de tres mil 
ejemplares de dicha respuesta” (BIELSA, 1933:70).  
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Proseguía el art. 2: “Los susodichos propietarios o 
redactores estarán también obligados, bajo idénticas penas, a 
entregar a cada ciudadano que se pretenda calumniado, o  a 
quien lo represente, un recibo de la respuesta a insertar, en el 
cual se mencionara el número de líneas no tachadas de la 
misma y la fecha del día en que fue recibida” (BALLESTER, 
1987).  
 
La enmienda no prospera. A poco andar, Napoleón 
ponía en vigor la Constitución de frimario, que ni siquiera 
mencionaba la libertad de imprenta. El gobierno cerro la mayor 
parte de las gacetas políticas y asedió las que seguían 
apareciendo. Durante la restauración monárquica, un nuevo 
proyecto de ley del ministro Villete, siguiendo, la noción del ex 
consejero de la Corte de Casación, Jacques Mestadier, fue 
sancionado en 1822. Preveía tres días o el tiempo más 
próximo, para la respuesta de toda persona nombrada o 
designada en el diario, de forma  gratuita y  hasta el doble del 
articulo, bajo penas de multa u otras (SIFUENTES, 1994: 314).  
 
Las vicisitudes posteriores desembocaron en la ley del 
29/7/881, verdadero instituto de prensa que lo contenía. Las 
condiciones extrínsecas  ser reglamentaron el  29/ 9/19. Al 
genio francés se le debe, no solo el nacimiento, si no también 
la fortuna con que el derecho de respuesta pudo propagarse a 
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pesar de las rudimentarias comunicaciones de la época 
(BIELSA, 1933: 79).  
 
Bélgica y el estado germano de Badén lo adoptaron en 
1831, y en la misma década lo hicieron también Grecia, 
algunos cantones suizos y el estatuto de Carlos Alberto, rey de 
Cerdeña y Piamonte. En los años 50, Baviera, Dinamarca, 
España y Prusia, y en el decenio siguiente, Austria, Rumania, 
Luxemburgo, Sajonia, el cantón suizo de Berna y el estado 
alemán de Wutembergoise. El imperio alemán, en 1874. Antes 
de terminar la centuria, también Portugal, Checoslovaquia  
Serbia  y  Egipto. Así sucesivamente, hasta llegar a nuestra 
época en que, según información brindada por Ballester todos 
los países iberoamericanos, menos Cuba y Argentina – la 
primera, Nación  no democrática-, han reglado la respuesta 
(RIVERA, 1985: 786).  
 
Solo  se cuenta con los pueblos libres que no lo han 
hecho: Estados Unidos de América, Gran Bretaña, Suecia y 
Países Bajos. Es decir, estamos entre los únicos nueve 
renuentes pero con el alivio que significa su reconocimiento 
jurisprudencial, la incorporación a nuestra Constitución de la 
Convención que la estatuye y las reglamentaciones locales de 
la mayoría de las constituciones y leyes provinciales 
(BALLESTER, 1987).  
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En cuanto a EE.UU.  los órganos y medios de 
información han establecido normas que lo asumen en los 
correspondientes códigos de ética. Las opiniones negativas 
que se apoyan en este gran país, suelen omitir esta 
circunstancia, como las de que también en Gran Bretaña, en 
los últimos tiempos corren vientos de estatuirlo y los propios 
medios son guardianes celosos de la rectitud de la prensa, 
hasta criticando y boicoteando a los que se apartan y producen 
daños, como las indiscreciones y fotografías violatorias de la 
intimidad de las princesas (FERCHEN, Inédito: 35). 
 
 Derecho constitucional 
 
Pretender dar una respuesta a la pregunta ¿Qué es el 
Derecho constitucional? no es en verdad nada fácil. Primero, 
porque con ello se busca un primer acercamiento, lo más seguro 
posible, al estudio de su problemática y, segundo, porque en 
materia de derecho, como en ninguna otra disciplina, las teorías y 
corrientes doctrinarias, por lo general, resultan comprensiblemente 
contradictorias en razón de que cada autor expone su punto de vista 
desde una determinada postura ideológica, lo cual convierte en 
opinable hasta los más elementales aspectos de su contenido 
(OLLERO, 1995: 181). 
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La complejidad para aprehender el Derecho constitucional se 
advierte en la falta de uniformidad que existe en los criterios vertidos 
por los más connotados estudiosos de la materia. Marcel Prélot por 
ejemplo, a partir de su finalidad define al Derecho constitucional 
como la "ciencia de las reglas jurídicas según las cuales se 
establece, se ejerce y transmite el poder político". Mirkine-
Guetzévich, por su parte, desde el mismo punto de vista, lo define 
como "una técnica de la libertad" (SCHMITT, 1934: 245). 
 
Las posturas aparentemente contradictorias, de estos dos 
autores, al priorizar el uno la autoridad y el otro la libertad, 
responden a circunstancias distintas que enmarcaron el proceso 
político en el momento en que fueron expuestos. De allí que dentro 
de un panorama de mayor estabilidad política ambos valores 
(autoridad y libertad) tengan que ser armonizados para garantizar 
la convivencia humana. Tiene razón, entonces, el francés Haurioul, 
cuando define al Derecho constitucional como una "técnica de la 
conciliación de la autoridad y la libertad en el marco del Estado" 
(SAGUES, 1993: 26).  
 
Otros autores han preferido abordar el problema de la 
definición del Derecho constitucional tomando como criterio al 
objeto que lo contiene. Aquí encontramos a Duverger, quien afirma 
que el Derecho constitucional es el derecho "que se aplica a las 
instituciones políticas". (DUVERGER, 1982: 29). 
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Todas estas definiciones, como puede verse, tienen en 
común la relación del Derecho constitucional con el poder político o 
con la organización del Estado; sin embargo, ellas no podrán ser 
entendidas a cabalidad si no son explicadas en sus implicancias, lo 
que constituye una obligación de quienes abordan esta 
problemática, a fin de evitar naturales confusiones y mal entendidos 
innecesarios, tan frecuentes, en el estudio de esta materia (DAHL, 
1992: 145).  
 
Recogiendo los aportes de los citados autores y atendiendo 
a razones mucho más didácticas, creemos pertinente definir al 
Derecho constitucional como la "disciplina jurídica que con rigor 
científico estudia la Constitución del Estado democrático de 
derecho, tanto desde el punto de vista formal como material" (DE 
OTTO, 1988: 98). 
 
Esta definición, tiene como punto de partida nuestra 
adhesión a los planteamientos de la corriente tridimensional que 
considera al derecho como una estructura dinámica compuesta por 
normas, hechos y valores. Corriente que, por su finalidad, supera 
largamente la obsoleta postura kelseniana del puro normativismo, 
al reconocer al hombre como una realidad, un fin en sí mismo, el 
punto de partida para cualquier normatividad que pretenda 
encauzar su comportamiento hacia la realización de valores que 
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hagan posible la vida en comunidad (ERNER, 1990: 384). 
 
Sólo así las normas adquieren sentido y significación al 
constituirse en un instrumento al servicio del hombre para la 
búsqueda de la felicidad y de la justicia. Esto implica una nueva 
visión del derecho, en el sentido que sus normas para ser válidas y 
legítimas deben ser compatibles con el respeto a los derechos 
humanos, que constituyen el referente natural y la dimensión ética 
de su contenido. Como se sabe, hoy los derechos no valen por que 
la ley los reconoce, sino que la ley vale en la medida que no vulnere 
los derechos (OLLERO, 1955: 194). 
 
En tal sentido, el Derecho constitucional, en tanto disciplina 
jurídica, no agota su contenido en la Constitución, entendida ésta 
como un mero cuerpo normativo, sino que con rigor científico 
analiza, critica y perfecciona las instituciones políticas que permitan 
concretizar el modelo político democrático que .es el único que 
ofrece al hombre el escenario adecuado para la realización de 
valores como la igualdad y la justicia, sin dejar de lado la libertad y 
la dignidad humana (SAGUES, 1993: 98). 
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2.2.7.1. Importancia del Derecho Constitucional 
 
La importancia del derecho constitucional es cada vez 
mayor, especialmente a raíz del proceso de 
constitucionalización del derecho ordinario que se ha venido 
dando en los últimos tiempos y que ha llevado a la 
revalorización de los principios constitucionales y a su 
creciente repercusión en todo el orden jurídico. En este 
contexto el buen desenvolvimiento del Estado de derecho 
requiere también del desarrollo del derecho constitucional y de 
la teoría constitucional. A su vez, el estudio de la Constitución 
resulta imprescindible para su efectiva vigencia (ALVAREZ, 
2007, 24). 
 
Es más su importancia es fundamental, ya que la 
Constitución, objeto principal del Derecho Constitucional, es 
en países como el nuestro la regulación jurídica suprema, pues 
además de fijar la estructura del Estado impone a las demás 
ramas del derecho amoldarse a sus normas y principios 
rectores (FERRERO, 1998: 107). 
 
Consideremos que el Derecho Constitucional moderno 
se edifica sobre tres Principios esenciales: i) La limitación del 
poder, mediante su distribución equitativa. No puede haber un 
Estado democrático con un poder absoluto e ilimitado. ii) La 
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garantía de los derechos y libertades fundamentales de la 
persona. El ordenamiento jurídico solamente, tiene valor si se 
basa en el reconocimiento de los derechos fundamentales de 
la persona, que se garantiza y afianza, incluso, contra el propio 
Estado. iii) La Supremacía y permanencia del texto 
constitucional. La superioridad de la Constitución sobre la ley 
ordinaria, se establece, por ser creada por el órgano 
constituyente que es el poder de poderes (PACHECO, 1975: 
701). 
 
 Derecho Penal 
 
El Derecho Penal viene a cumplir una positiva influencia en 
la comunidad, pero, no obstante, el Derecho penal no es suficiente 
para cargar sobre sus hombros toda la sociedad ni tampoco 
construir su estructura. Aunque no es poco, el derecho penal judicial 
y legislativo, a nombre de la sociedad, aplica castigos a los 
infractores de sus leyes. Por ahora, requiérase aguzar el criterio 
para sustentar la legitimación o no del sistema; yendo más todavía, 
a escudriñar las razones del por qué la ley no se aplica por igual a 
todos. Todo esto es importante, pero prevalentemente lo es la 
defensa de los derechos fundamentales (dignidad del hombre y la 
necesariedad del castigo) (MORRILLAS, 1978: 94). 
 
Las frustraciones e insatisfacciones que nos suscita el 
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Derecho penal, de ningún modo debe llevamos a renunciar a él. El 
jurista que se adentra en las muchas veces ingratas sendas de la 
ciencia penal, debe ser conciente que su labor se va a desarrollar 
en un sector del ordenamiento jurídico del Estado que describe 
conductas a cuya realización anuda la imposición de una sanción 
consistente en una pena o en una medida de seguridad 
(QUINTERO, 1992: 7). 
 
La noción afirmativa de que el Derecho penal es un conjunto 
de normas jurídicas positivas tiene cabal sentido frente a la usual 
influencia de la moral y la religión en el proceso de dibujamiento y 
hermenéutica del mismo. En nuestros días ya no cabe la duda de 
que el Derecho es un ordenamiento de coexistencia humana ajeno 
a cualquier sistema que se ofrezca como vías de perfeccionamiento 
personal. KANT, enfáticamente, señalaba los peligros de la confu-
sión entre derecho y moral, por ello delimitaba ambos campos al 
definir al Derecho como coexistencia de los arbitrios según una ley 
general de libertad (KANT, 1954:78).  
 
Todo esto nos lleva a sostener que la intervención del 
Derecho se hace para resguardar la libertad ajena frente a las 
intromisiones de otros comportamientos, de ahí que el Derecho se 
preocupe tan sólo de la exterioridad de la acción y no del fuero 
interno del individuo. Con seguridad cuando se castiga el homicidio 
se está refiriendo al comportamiento exterior y no, en cambio, a la 
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libertad de pensamiento. El ámbito de las intenciones es ajeno ala 
regulación jurídica, no tanto porque sea incoercible, sino porque 
constituye un campo privado, que debe ser sustraído a las leyes del 
colectivo social (BOBIO, 1969:86). 
 
El Derecho penal, entendido en el sentido anotado, evidencia 
su carácter de derecho positivo (perteneciente al derecho público); 
relieva también su independencia con las demás parcelas del orde-
namiento jurídico. Ejerce su autonomía disciplinaria al elaborar sus 
presupuestos y prever claramente sus consecuencias; claro que la 
autonomía a que se hace referencia no es ilimitada ni irrestricta, 
tiene que calzarse en primer lugar con el principio de intervención 
mínima (MORILLAS, 1978:62). 
 
2.2.8.1. Importancia del Derecho Penal  
 
El derecho penal, como disciplina para su estudio e 
interpretación, se divide en dos momentos: el primero, que es 
la descripción de la conducta ilícita y su correspondiente 
consecuencia jurídica, consistente en la aplicación de una o 
varias penas y/o medida de seguridad, y el segundo momento, 
que es la demostración de la existencia del hecho punible y de 
la responsabilidad de su autor y cómplice (BAUMAN, 1985).  
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Mediante el proceso penal se demuestra la existencia 
de contravenciones o transgresiones al derecho sustantivo y 
su correspondiente pena. Con el sistema procesal penal 
actual, uno de los más modernos en Latinoamérica, se busca 
la humanización del sistema judicial y la dignificación de la 
función de juzgar en materia penal, así como el mejoramiento 
de la defensa social contra el delito. 
 
La innovación del sistema judicial penal permite la 
posibilidad de lograr los fines establecidos en el derecho penal 
sustantivo en forma objetiva y eficaz; sin embargo, el Código 
Penal actual se encuentra sumamente atrasado en 
comparación con el actual proceso penal; el cual, como ya se 
indicó, está a la vanguardia en congruencia con el debido 
proceso (CARRRA, 1997: 145). 
 
En suma, la importancia del derecho penal sustantivo 
radica en que es la esencia o sustancia del derecho penal 
procesal y éste tiene la función de aplicar las instituciones 
contenidas en aquel, así como la demostración de la existencia 
de transgresiones a su normativa jurídica, la determinación de 
los responsables del responsable y la aplicación de las penas 
correspondientes (ZAFFARONI, 1983: 324). 
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 Derecho Administrativo 
 
El derecho administrativo es la rama del derecho que se 
encarga de la regulación de la administración pública. Se trata, por 
lo tanto, del ordenamiento jurídico respecto a su organización, sus 
servicios y sus relaciones con los ciudadanos (ACOSTA, 1998: 98). 
 
En tomo al concepto de Derecho Administrativo, estudiosos 
de la materia han presentado muy diversas opiniones por lo que la 
fijación de un concepto de Derecho Administrativo universalmente 
válido, constituye hasta la actualidad un problema, en virtud esto del 
campo de aplicación que al Derecho Administrativo se le reconoce 
y por el diverso concepto que se tiene de los sujetos de las 
relaciones que debe de regir (BIELSA, 1988: 154). 
 
Tradicionalmente se ha definido el Derecho Administrativo 
como el conjunto de normas jurídicas que regulan la organización y 
funcionamiento del Poder Ejecutivo, definición similar la que 
estudiosos del derecho especialistas en otras ramas del derecho 
nos presentan al definir al Derecho Administrativo como al conjunto 
de reglas que regulan los servicios públicos o bien es el conjunto de 
normas que regulan la organización y funciones del Poder Ejecutivo 
(DELGADILLO, 1999). 
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Sin embargo esa definición tradicional, ha sido 
insistentemente criticada, ya que adopta un criterio formal de 
administración dejando de lado el que la función administrativa no 
es exclusiva del Poder Ejecutivo y no queriendo entender también 
que el Poder Ejecutivo realiza actos que corresponden 
materialmente a las funciones legislativas y Jurisdiccional 
(IZQUIERDO, 2001). 
 
Así pues se define al Derecho Administrativo como regulador 
de la organización y acción de las autoridades administrativas, en 
su consideración formal se agrega un elemento, el de reputar a 
dicha autoridades como personas y a las facultades que le están 
atribuidas como derechos. Por otro lado la escuela realista en 
contrario al punto de vista anteriormente anotado, niega 
personalidad a la administración. Por que solo ve individuos iguales 
a los particulares manejando a los servicios públicos y niega 
también la existencia de los derechos subjetivos por ser el concepto 
de éstos, de carácter metafísico. Tampoco podemos atenernos a 
éstas ideas porque si bien es cierto el Derecho Administrativo regula 
servicios públicos, no toda la función administrativa se agota en 
todos los servicios (NAVA, 1991). 
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2.2.9.1. Importancia del derecho administrativo 
 
Bien  es  cierto  que  para  el  estudio  del  derecho  
administrativo  y  del  derecho administrativo como ciencia, 
urge “distinguir las leyes del Estado y el ordenamiento jurídico,” 
esto  solo  se  logra  mediante  una  visión  amplia  del  conjunto  
del ordenamiento jurídico y que sirve para poner muy en claro 
la utilidad, pero también la complejidad del  derecho  
administrativo;  en  consecuencia,  trata  de  una  
transformación vivida  en  el  seno  del  derecho  administrativo  
que  deriva  de  cambiar  el  tradicional planteamiento que ha 
considerado al derecho administrativo como “el derecho 
impuesto a la  administración”  y  no  el  que  “es  producido  
por  la administración” (IZQUIERDO, 2001).  
 
La administración también contribuye al ordenamiento 
jurídico. Así,  deviene  un  concepto  axiomático,  como  objeto  
de  mi  actual  estudio,  el  derecho administrativo, es la rama 
del derecho público que no es únicamente “el derecho (esto 
es, las leyes) al que está sometida la Administración Pública, 
sino también el que la Administración  Pública  produce,  así  
como  el  creado  por  los  jueces  (siendo  el  uno  y  el otro los 
mayores productores de normas)” (GUERRERO, 1982) 
 
Asimismo  del  inexorable  lazo  que  se  constituyó  entre  
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el  derecho administrativo y el principio de la legalidad, siendo 
el principio de legalidad una de sus principales fuentes, 
recordemos que el derecho administrativo deriva en gran parte 
del Estado  liberal  de  derecho,  y  el  principio  de  legalidad  
fue  un  importante  instrumento jurídico del mismo 
(IZQUIERDO, 2001). 
 
Dado  que  el  modelo  de  Estado  de  derecho  no  ha  
sido  aun  superado  pues  nos encontramos  según  los  
constitucionalistas  en  la  fase  del  Estado  Constitucional  de 
Derecho,  el  derecho  continua  siendo  el  motor  interno,  no  
obstante,  quedan  fuertes resabios  del  modelo  de  Estado  
policía,  germen  del  Estado  de  derecho;  abundando  en ello,  
quiero  ponderar  las  palabras  de  Agustín  Gordil lo quien 
opina que “No fue ni es fácil, sin embargo, la evolución desde 
el “Estado de policía” al “Estado de Derecho,” en lo que 
respecta al derecho administrativo (GUERRERO, 1982). 
 
El cambio institucional no se produjo de un día  para  
otro  y  en  todos  los aspectos,  ni  está  todavía  terminado:  
no  solamente  quedan etapas por cumplir en el lento 
abandono de los principios de las monarquías absolutas u 
otros autoritarismos, sino que existen fuertes retrocesos  en el 
mundo en general” (IZQUIERDO, 2001). 
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 Procedimiento Legislativo 
Se trata sobre una de las funciones básicas del Parlamento 
que, incluso, es una de sus funciones originarias. Tuvo especial 
importancia en el siglo de oro de los parlamentos (XIX) por estar 
referida a la creación del derecho. El procedimiento legislativo es, a 
su vez, parte del proceso legislativo. Por lo tanto, se debe entender 
como un conjunto de acciones dinámicas que comprende una serie 
de etapas o fases con sus propios instrumentos. El Reglamento del 
Congreso nos indica el contenido del procedimiento legislativo: 
“...comprende el debate y aprobación de leyes ordinarias, leyes 
orgánicas, leyes autoritativas para ejercer la legislación delegada, 
leyes presupuestales y financieras, leyes de demarcación territorial, 
leyes de reforma de la Constitución Política, del Reglamento del 
Congreso y de resoluciones legislativas” (REGLAMENTO DEL 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA, 2001). 
 
Hay que comprender que todos estos componentes (clases 
de normas) son el resultado o producto de una serie de 
procedimientos que conllevan al cumplimiento de la función 
legislativa. El conjunto de normas que tratan los procedimientos 
parlamentarios se desarrollan específicamente con el nombre de 
variantes del procedimiento legislativo, en el Reglamento del 
Congreso (sección primera). El Art. 72° desarrolla las mismas en los 
siguientes términos: “Mediante el procedimiento legislativo se 
persigue aprobar leyes de carácter general y resoluciones 
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legislativas, las mismas que pueden ser: 
a) leyes ordinarias; 
b) Leyes de reforma de la Constitución; 
c) leyes orgánicas; 
d) Leyes presupuestales y financieras, incluyendo las de 
tratamiento tributario especial a que se refiere el último 
párrafo del Artículo 79º de la Constitución Política;  
e) Leyes autoritativas de legislación delegada; 
f) Leyes de amnistía; 
g) Leyes demarcatorias; 
h) Resoluciones legislativas; y, 
i ) Resoluciones legislativas de aprobación de las normas 
reglamentarias internas del Congreso (REGLAMENTO DEL 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA, 2001). 
 
 Iniciativa Legislativa 
La iniciativa legislativa tiene una serie de requisitos generales 
y especiales según sea el caso. En cuanto a los requisitos 
generales, el Artículo 75º del Reglamento del Congreso dispone: 
“Las proposiciones de Ley deben contener una exposición de 
motivos donde se expresen sus fundamentos, el efecto de la 
vigencia de la norma que se propone sobre la legislación nacional, 
el análisis costo-beneficio de la futura norma legal incluido, cuando 
corresponda, un comentario sobre su incidencia ambiental. De ser 
el caso, la fórmula legal respectiva que estará dividida en títulos, 
85 
 
 
 
capítulos, secciones y artículos. Estos requisitos sólo pueden ser 
dispensados por motivos excepcionales. Las proposiciones de Ley 
se presentarán ante la Oficialía Mayor del Congreso en día hábil y 
horario de oficina, para su registro. (REGLAMENTO DEL 
CONGRESO DE LA REPÚBLICA, 2001). 
 
Las proposiciones de Ley que presentan los ciudadanos 
deben ir acompañadas por las firmas de por lo menos 0.3% de la 
población electoral y una resolución expedida por la Oficina 
Nacional de Procesos Electorales, que declare expedito el 
procedimiento al haberse realizado la comprobación de firmas, de 
acuerdo con la Ley que regula la materia (Ley N° 26300). El oficio 
de remisión al Congreso debe estar firmado por uno o por los diez 
primeros ciudadanos que suscriben la iniciativa, indicando, además 
del número de documento nacional de identidad, la dirección donde 
deba notificársele en caso necesario (CONGRESO DE LA 
REPÚBLICA, 2000). 
 
 Estudio en Comisiones 
La segunda etapa del procedimiento legislativo tiene el 
propósito de estudiar la propuesta, articularla con propuestas 
similares, someterla a consultas y aportes de otras instituciones y 
del público en general por las diversas vías de comunicación y 
participación que tiene el Parlamento. Las comisiones ordinarias y 
las comisiones especiales que se forman reciben las propuestas 
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para su estudio en tiempo establecido y siguiendo un orden 
determinado. El Artículo 77º del Reglamento del Congreso en esta 
fase: “Recibida y registrada la proposición de Ley o resolución 
legislativa, el Oficial Mayor la envía a una Comisión para su estudio 
y dictamen, previa consulta con un miembro de la Mesa Directiva. 
Cualquier otra Comisión podrá solicitar estudiar el tema, 
requiriéndose ser autorizada tal remisión por el Consejo Directivo 
(MINISTERIO DE JUSTICIA, 2001). 
 
En la remisión de las proposiciones a Comisiones se aplica 
el criterio de especialización. Al mismo tiempo que dispone la 
remisión de las proposiciones a Comisiones, el Oficial Mayor 
dispondrá la publicación en el Portal del Congreso, o en la Gaceta 
del Congreso o en el Diario Oficial El Peruano de la parte resolutiva 
de las mismas, que hayan sido presentadas durante la semana. En 
el decreto de envío se cuidará de insertar la fecha, el número de la 
proposición, el órgano consultado y el nombre de la Comisión o las 
Comisiones a quienes se envía. En el caso de envío a más de una 
Comisión, el orden en que aparezcan en el decreto determina la 
importancia asignada a la Comisión en el conocimiento del asunto 
materia de la proposición de ley (CONGRESO DE LA REPÚBLICA, 
2006).  
 
Las Comisiones tienen un máximo de treinta días útiles para 
expedir el dictamen respectivo. En primer término verificarán que se 
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cumpla con los requisitos señalados y luego calificarán el fondo de 
la proposición, estando facultadas para rechazarla de plano y 
archivarlas. Si son varias las Comisiones, pueden presentar 
dictamen conjunto. Cuando se trate de un dictamen de reenvío o 
reconsideración, el Pleno acordará el plazo a propuesta de la Mesa 
Directiva, el mismo que no podrá exceder de treinta días útiles. El 
Consejo Directivo dispone la puesta en agenda de los dictámenes, 
a propuesta del Presidente, debiendo ser distribuidos con 
anticipación de 24 horas antes que se considere el proyecto, en las 
oficinas de trabajo de los Congresistas. Sólo en caso de suma 
urgencia, a criterio del Presidente se dispone la entrega domiciliaria” 
(CONGRESO DE LA REPÚBLICA, 2003). 
 
 Debate en el pleno del congreso 
 
Es el momento cumbre del proceso de toma de decisiones 
en lo que se refiere al procedimiento legislativo en el Congreso de 
la República. Luego de un debate se pasa a la sanción (votación) 
de la iniciativa legislativa que, en el caso de ser aprobada adquiere 
un formato: autógrafa, debido a que en ella se estamparán las 
firmas del Presidente y de uno de los vicepresidentes 
(RESOLUCIÓN LEGISLATIVA, 2001). 
 
El Artículo 78º del Reglamento describe esta fase: “No se 
puede debatir ninguna proposición de ley que no tenga dictamen, ni 
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ningún dictamen que no haya sido publicado en el Portal del 
Congreso, o en la Gaceta del Congreso o en el Diario Oficial El 
Peruano, por lo menos una semana antes de su debate en el Pleno 
del Congreso, salvo dispensa de uno de estos requisitos o de 
ambos, aprobada en la Junta de Portavoces, con el voto que 
represente no menos de tres quintos de los miembros del Congreso 
(RESOLUCIÓN LEGISLATIVA, 2001).  
 
Si la proposición de ley o resolución legislativa es rechazada, 
el Presidente ordenará su archivo. No podrá presentarse la misma 
proposición u otra que verse sobre idéntica materia hasta el 
siguiente período anual de sesiones, salvo que lo acuerde la mitad 
más uno del número legal de congresistas (RESOLUCIÓN 
LEGISLATIVA, 2000). 
 
En esta etapa, la iniciativa legislativa culminó su elaboración 
y ya está lista para su envío al Poder Ejecutivo, en virtud de la 
relación interórganos que existe entre estos dos poderes del 
Estado. 
 
2.3. Marco conceptual 
 
 DERECHO PROCESAL PENAL: El proceso penal es aquella serie o 
sucesión de actos que se llevan a cabo y desarrollan en el tiempo, con 
sujeción a unas normas de procedimiento, y a través de la cual se 
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realiza la actividad jurisdiccional, mediante el ejercicio por el órgano 
jurisdiccional penal de sus diversas potestades y la realización de las 
partes y terceros de la actividad cooperadora que aquella requiere. 
 DERECHO PROCESAL: Es el conjunto de normas que regulan la 
actividad jurisdiccional del estado para la aplicación de las leyes de 
fondo 
 DOCTRINA: Es la opinión de los juristas, que puede darse 
interpretando la ley o señalado nuevos rumbos al legislador. No 
constituye fuente directa, subsidiaria y secundaria del derecho 
Procesal, Se expresa en libros, revistas y artículos. Es importante en 
cuanto orienta la ley busca influir en las decisiones judiciales, pero 
ningún puede sentenciar con el único fundamento de la doctrina. 
 EL PRINCIPIO DE LA IMPUTACIÓN SUFICIENTE: El Proceso Penal 
tiene que ver con un proceso de atribución, en el sentido de imputar al 
inculpado, la realización de una conducta típica y penalmente 
antijurídica, en cuanto a definir si el estado de desvalor y/o la puesta en 
peligro del bien jurídico –de titularidad de la víctima-, pertenece en 
realidad al ámbito de esfera de organización personal del imputado, 
sea como autor y/o partícipe; de modo que queden excluidas –de 
antemano-, aquellas consecuencias perjudiciales, obra del destino, de 
la causalidad, del azar o de otro factor concomitante y/o sobreviniente, 
que hayan podido generar dicho estado desvalor; ello en 
correspondencia con la estructura basilar de la moderna teoría de la 
«imputación objetiva». 
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 EL PROCESO PENAL: De La Oliva Santos señala que el Proceso 
Penal, es un instrumento esencial de la jurisdicción, de la función o 
potestad jurisdiccional. Decir el Derecho no puede ser instantáneo, sino 
que a él, se llega a través de una serie o sucesión de diferentes actos, 
llevados a cabo a lo largo del tiempo. Para imponer una pena resulta 
imprescindible la garantía procesal, como lo exige el Art. 139º 10 de la 
Constitución, que es la concreción del principio nullum poena sine 
previa lege penale et sine previo processo penale.  
 ETAPA INTERMEDIA: Esta etapa o fase en todo sistema procesal, s 
de competencia exclusiva jurisdiccional, a diferencia de la instrucción 
que en algunos modelos está a cargo del Juez Instructor, su principal 
rasgo característico aparte de ser predominantemente escrita aunque 
en su momento culminante es posible la realización de una audiencia 
de vista de la causa con la intervención de la defensa, bajo control 
judicial se determina si procede enjuiciar a una persona que 
previamente ha sido investigada, es decir inculpada en un auto 
apertorio o ampliatorio de instrucción. 
 IMPUTACIÓN: A través de la imputación se abre un juicio de atribución 
sobre una persona, por la presunta comisión de un hecho delictivo, en 
cuanto a una sospecha vehemente de criminalidad, con arreglo al 
principio de «intervención indiciaria». Así, Guerrero al sostener que la 
imputación consiste en una atribución de hechos que deben guardar 
relevancia jurídica, de tal manera que la Fiscalía no puede omitir que 
las categorías fundamentales del derecho penal, esto es, tipicidad, 
antijuridicidad o culpabilidad no responden únicamente a la labor que 
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debe realizar el juez de conocimiento cuando define la responsabilidad 
penal, pues la Corte Constitucional las considera como parte integrante 
del debido proceso. 
 INVESTIGACIÓN PREPARATORIA: Que tiene por objeto reunir las 
pruebas acerca de la comisión del delito  las circunstancias en que se 
cometió, sus móviles así como establecer la distinta participación que 
hayan tenido los autores y los cómplices. 
 JURISPRUDENCIA: La Jurisprudencia es fuente creadora, formal, 
inmediata e indirecta del derecho positivo que nace de los fallos de los 
tribunales de justicia. Son aquellas decisiones judiciales de creación 
del derecho, de interpretación de la ley o integradora de la norma. 
 LA COSTUMBRE: No constituye fundamento válido para influir en la 
decisión judicial y procesal. No constituye fuente directa del derecho 
procesal penal. 
 LA INVESTIGACIÓN PRELIMINAR: Consiste en la acumulación de un 
conjunto de información que servirá para determinar si es posible 
someter a una persona determinada a un juicio; sin embargo, en los 
distintos sistemas procesales no se pasa automáticamente de la 
investigación o instrucción al juicio, sino que existe entre ambos una 
fase denominada intermedia. 
 LEY PROCESAL PENAL: Tratándose de la ley procesal penal está 
referido a la regulación del proceso penal y sus implicancias 
objetivadas en el “codex” y las demás leyes complementarias. 
 LEY: El concepto de ley comprende a la constitución  y las normas de 
inferior jerarquía. La Constitución es fuente primaria no solo del 
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derecho procesal sino de todas las ramas del derecho. De la 
constitución se desprende la organización y forma de administración de 
justicia, principios que deben regir el proceso, derechos y garantías que 
se pueden exigir, la forma de selección de magistrados, entre otros. 
 ROL DEL ESTADO: El debate, tanto en aspectos normativos como 
positivos sobre el papel del Estado en la economía moderna, se ha 
intensificado en la última década, dando lugar a acuerdos en algunas 
áreas. La discusión ha evolucionado desde la concepción a favor de 
que el Estado debía intervenir en todos los ámbitos de la actividad 
económica -bajo la óptica de un Estado paternalista y perfecto-, hacia 
favorecer las bondades del libre mercado-calificando al Estado como 
un mal asignador de recursos. En primer lugar, la protección de los 
ciudadanos debe darse dentro de un marco de respeto de la 
Constitución y de las leyes. En este sentido la seguridad ciudadana se 
constituye en un marco central para el desarrollo de los derechos 
humanos. En segundo lugar, la seguridad ciudadana no se limita 
exclusivamente a la lucha contra la delincuencia, sino que busca crear 
un ambiente propicio y adecuado para la convivencia pacífica de la 
persona. En tercer lugar, los aspectos señalados permiten ver que la 
seguridad ciudadana sobrepasa la esfera de la acción política para 
demandar la participación coordinada de otros organismos e 
instituciones tanto del Estado como de la sociedad civil.  cuarto lugar, 
la seguridad ciudadana define un nuevo perfil de la policía, 
entendiéndola como un servicio de la naturaleza civil orientado a la  
comunidad antes que hacia el Estado. Finalmente, la seguridad 
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ciudadana pone mayor énfasis en el desarrollo de labores de 
prevención y control de los factores que generan violencia e 
inseguridad, antes que en tareas meramente represivas o reactivas 
ante hechos ya consumados. Estos elementos centrales de la 
seguridad  ciudadana se refieren, desde mi punto de vista, a una noción 
genérica del concepto, a  un razonamiento amplio del tema, que me 
parece correcto, mas no a una realidad especifica. Por ejemplo, en el 
caso peruano, alguno de estos elementos centrales no concuerdan con 
el devenir histórico de las instituciones policiales, por las siguientes 
consideraciones: 
 EXPRESIÓN: En la presente investigación consiste en poder 
comunicar pensamientos, ideas y opiniones. Se refiere a comunicar las 
propias ideas. Desde esta perspectiva la libertad de expresión no es 
sino una de las especies de la libertad de dar información y de formular 
opiniones (PEÑA-CABRERA, 1994:672).  
 INFORMACIÓN: En sentido general, la información es un conjunto 
organizado de datos procesados, que constituyen un mensaje que 
cambia el estado de conocimiento del sujeto o sistema que recibe dicho 
mensaje (RUIZ, 2011: 245). 
 INTIMIDAD: Es la habilidad de un individuo o grupo de mantener sus 
vidas y actos personales fuera de la vista del público, o de controlar el 
flujo de información sobre si mismos. La intimidad a veces se relaciona 
con anonimato a pesar de que por lo general es más preciada por las 
personas que son más conocidas por el público. La intimidad puede ser 
entendida como un aspecto de la seguridad, en el cual el balance entre 
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los intereses de dos grupos pueden ponerse en evidencia (HAURIOU, 
1980). 
 DIGNIDAD: Hace referencia al valor inherente al ser humano en cuanto 
ser racional, dotado de libertad y poder creador, pues las personas 
pueden modelar y mejorar sus vidas mediante la toma de decisiones y 
el ejercicio de su libertad (SANCHEZ, 1993).  
 HONOR: El honor es un concepto con diversas valencias, según se 
tome en una acepción subjetiva (lo que uno siente como su propio 
honor) o en su acepción social, como elemento que entra en juego en 
las relaciones sociales en muchas civilizaciones. Implica la aceptación 
personal y la construcción en el imaginario social, e incluso en la 
superestructura jurídica, de una cualidad moral vinculada al deber, a la 
virtud, al mérito, al heroísmo; que trasciende al ámbito familiar, de la 
descendencia (CEPEDA, 1999:210). 
 
 RÉPLICA: Es el derecho de toda persona afectada por informaciones 
inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio a través de medios de 
difusión legalmente reglamentados y que se dirijan al público en 
general, tiene derecho a efectuar por el mismo órgano de difusión su 
rectificación o respuesta en las condiciones que la  ley establezca 
(PEREZ, 1986: 249). 
 
 CONFLICTO: Un conflicto es una situación en que dos o más individuos 
y/o derechos con intereses contrapuestos entran en confrontación, 
oposición o emprenden acciones mutuamente antagonistas, con el 
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objetivo de neutralizar, dañar o eliminar a la parte rival, incluso cuando 
tal confrontación no sea física o sea solo de palabras, para lograr así 
la consecución de los objetivos que motivaron dicha confrontación 
(CEPEDA, 1999:219). 
 
2.4. Hipótesis y variables 
 
 Hipótesis general  
 
Los mecanismos de  solución a los conflictos que se presentan 
entre la libertad de expresión e información frente al derecho a la 
intimidad y dignidad de las personas, incluido el derecho a réplica, 
están regulados en los ámbitos del Derecho Constitucional, Penal y 
Administrativo, presentando dificultades en el plano procesal lo que 
afecta su eficacia siendo posible proponer alternativas jurídicas  para  
superar tales dificultades. 
 
  Hipótesis específica 
 La regulación legal de la solución a los conflictos que se 
presentan entre la libertad de expresión e información frente al 
derecho a la intimidad y dignidad de las personas, incluido el 
derecho a réplica se dan en los ámbitos del Derecho 
Constitucional, Penal y Administrativo. 
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 Las dificultades que afectan la eficacia de la regulación actual de 
los mecanismos de solución conflictos que se presentan entre la 
libertad de expresión e información frente al derecho a la 
intimidad y dignidad de las personas, incluida el derecho a 
réplica se dan fundamentalmente en el plano procesal por su 
exceso de formalidad y plazos largos. 
 El posible  proponer  alternativas jurídicas de solución ante las 
dificultades de la regulación actual para solucionar el conflicto 
los derechos a la libertad de expresión e información frente al 
derecho a la intimidad y dignidad de las personas. 
 Sistema de variable 
Identificación de variables 
variables dependientes (yi): 
 Derecho de la intimidad y dignidad 
 Dificultad en insipiencia de normas 
variables independientes (xi): 
 Regulación  legal ante el conflicto entre la 
libertad de expresión e información 
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MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
 
3.1. Diseño de investigación 
 
El tipo de investigación es de carácter Descriptivo – Explicativo 
 
La presente investigación tuvo el método hipotético deductivo, el 
cual permitió conocer la medición de las dos variables en un determinado 
momento, además permitió el poder hacer interpretaciones sobre el 
comportamiento de las mismas. 
 
El diseño de investigación es de enfoque Cualitativo, en razón a 
que esencialmente los resultados de la investigación son argumentativas 
derivadas del análisis, pues se ha observado los hechos tal como se 
expresan en su contexto natural y mediante un proceso cognitivo la 
interpretamos jurídica, social y axiológica, proponiendo soluciones a 
base de argumentos razonables; y en el presente estudio se ha 
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planteado como objetivos específicos los siguientes. Objetivo especifico 
I: Analizar cómo está regulada la solución a los conflictos que se 
presentan entre la libertad de expresión e información frente al derecho 
a la intimidad y dignidad de las personas, incluido el derecho a réplica; 
Objetivo especifico II: Determinar qué dificultades y problemas jurídicos 
afectan la eficacia de las normas destinadas a resolver las controversias 
entre tales derechos, y Objetivo especifico III: Proponer alternativas 
jurídicas de solución ante las limitaciones y problemas jurídicos que 
surge cuando entran en conflicto los derechos a la libertad de expresión 
e información frente al derechos a la intimidad y dignidad de las 
personas. 
 
La hipótesis “Con sus suposiciones que se expresan como 
enunciados o proposiciones que se constituyen en una respuesta 
tentativa a un problema de investigación, o bien proposiciones tentativas 
acerca de las relaciones entre dos o más variables se apoyan en 
conocimiento o en forma organizada y sistematizados” 
 
Así el desarrollo de la investigación fue verificar la afirmación 
hipotética que  se realiza planteada desde el uso de la razón conjugada 
con el marco teórico que valida nuestra posición frente a la realidad 
objetiva, que confrontada en ella verificaremos la valides de nuestra 
afirmación  a través del uso de los instrumentos cuantificables que 
permiten medir las variables. 
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Así mismo “El uso de la lógica deductiva es un razonamiento 
discursivo mediante el cual se obtienen rigurosamente de uno a varios 
juicios (que son las premisas) otro juicio (la conclusión) que es la 
consecuencia necesaria de aquellos en virtud de las reglas formales 
correspondientes.” 
 
La aplicación de esta lógica permite encontrar una explicación 
satisfactoria desde la construcción  de la hipótesis hasta la interpretación 
de datos obtenidos en la aplicación de los instrumentos medibles en la 
situación problemática. 
El diseño de investigación corresponde básicamente al 
Descriptivo-correlacional  en la medida que los resultados  obtenidos  
permitieron determinar el grado de influencia entre la orientación del 
derecho.  
 
En el cual se esquematiza en el siguiente diseño. 
 
Método sistemático; Se ha analizará haciendo concordar cada 
situación y/o fenómeno con los otros que está relacionado con el 
primero. Asimismo, se analizará las normas vigentes haciendo 
concordar los unos con los otros. 
 
Método deductivo; En base al análisis de la realidad social y de la 
normatividad existente, del análisis de los motivos de la regulación y 
ubicándonos en la época histórica en que vivimos, en concordancia con 
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la doctrina y la jurisprudencia nacional y extranjera, a través de la 
deducción se logrará construir criterios, conceptos y se arribará a 
conclusiones que nos servirá para fundamentar la presente 
investigación, responder a las interrogantes planteadas, demostrar la 
hipótesis planteada y proponer cambios que sean necesarios. 
 
3.2. Método de investigación 
 
El método de investigación que se desarrollara es el método 
inductivo, por cuanto parte de la teoría será contrastado con la práctica 
empírica. El método deductivo es un método lógico que se considera que 
la conclusión esta insertada en la premisa por lo que se considera un 
procedimiento lógico 
 
3.3. Carácter de investigación 
 
Tienen un carácter sincrónico por ser de un solo tiempo dado en 
la construcción lógica de la razón frente al fenómeno social en la 
realidad. 
 
3.4. Tipo de investigación 
 
Por el tipo de investigación del presente estudio por su finalidad 
es de tipo BÁSICO, Según (HERNÁNDEZ, 2006). La Investigación 
básica se caracteriza porque los resultados se refieren al conocimiento 
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teórico de los objetivos de investigación. Por su enfoque, es una 
investigación especializada, por cuanto versa sobre un problema propio 
y exclusivamente referido a una investigación Dogmático-Jurídico, 
Según (ÁLVAREZ, 2003). Las investigaciones Jurídico Dogmáticas se 
caracterizan por el análisis crítico de leyes, doctrinas o modelos teóricos 
de procedimientos penales; y desde el punto de vista de su “Naturaleza” 
del problema, el presente estudio corresponde a la investigación de 
“Contenido”, por cuanto constituye un proceso de búsqueda de 
información respecto al problema de investigación en fuentes 
bibliográficas que permitieron analizar las formas de regulación y su 
fundamento en la legislación nacional respecto del tema; así mismo, se 
revisó la información contenida en los cuadernos jurisprudenciales del 
derecho nacional, recogidos en las fuentes bibliográficas 
3.5. Esquema de investigación  
 
 
 
 
Dónde:  
O   = Causas      (Regulación legal de la solución del 
conflicto entre el derecho a la  libertad de 
expresión e información frente al derecho a la  intimidad y 
dignidad)  
T   = Tema        (Conflicto entre el derecho a la libertad de 
expresión e Información  frente al derecho a la intimidad y 
dignidad)  
A   = Alternativa    (Iniciativa Legislativa)  
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3.6. Población y muestra 
 
La investigación es de enfoque Cualitativo, en razón a que 
esencialmente los resultados de la investigación son argumentativas 
derivadas del análisis, pues se ha observado los hechos tal como se 
expresan en su contexto natural y mediante un proceso cognitivo la 
interpretamos jurídica, social y axiológica, proponiendo soluciones a 
base de argumentos razonables 
 
3.7. Técnicas e instrumentos. 
3.7.1. Técnicas:  
 Observación documental: Sobre las disposiciones de 
formalización de investigaciones preparatorias y actuadas de las 
carpetas fiscales, que permitirá conocer sus características (variable 
independiente), los efectos jurídicos y que acción legal recurre el 
imputado (variable dependiente). 
 
3.7.2. Instrumentos:  
 Ficha de Observación Documental: Sobre las disposiciones 
de las carpetas fiscales. 
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PROBLEMÁTICA DE LA COLISIÓN ENTRE LOS DERECHOS 
DE LA PERSONALIDAD Y LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN E 
INFORMACIÓN.  SOLUCIÓN DOCTRINAL Y 
JURISPRUDENCIAL 
 
4.1. Estudio de los derechos al honor, a la intimidad y a la propia 
imagen 
 
La relación entre un Estado de Derecho y el respeto de éste por los 
derechos fundamentales es directa, ya que la existencia del primero 
implica tanto la existencia como el respeto de los segundos. 
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A nadie le resulta extraño afirmar la relevancia internacional que 
tienen estos derechos, ya que, tanto, las constituciones de los diferentes 
países, como las declaraciones supraconstitucionales los reconocen con 
una enfatizada protección, instaurando todo un sistema de garantías para 
las violaciones que se produzcan, lo cual, hoy en día, acontece con más 
asiduidad de la deseada. En los derechos humanos observamos que con 
frecuencia se produce un menoscabo del derecho en cuestión que 
muchas veces es vulnerado directamente o no realizado en la medida que 
el propio ordenamiento jurídico dispone. 
 
Ejemplo claro sobre lo expuesto son los numerosos casos en que 
es desvirtuado el derecho al honor, a la intimidad y la propia imagen, los 
cuales, a pesar de su enfatizada protección, se ven vulnerados con mucha 
frecuencia, sobre todo cuando tropiezan con otro derecho que reviste la 
misma protección jurídica, nos referimos a la libertad de expresión e 
información recogida en el art. 20 de nuestra Carta Magna. 
 
En realidad no tiene por qué extrañar que la realización de un 
determinado derecho no se pueda llevar a cabo hasta sus últimas 
consecuencias, porque por su propia naturaleza los derechos 
fundamentales son derechos no absolutos, esto es, derechos limitados, o 
por lo menos, limitables4. 
 
                     
4 Ignacio Ara Pinilla, Las transformaciones de los derechos humanos, Madrid, Ed. Tecnos, pág.  72 
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Entresacando de la clasificación de limitaciones, una de asidua 
práctica, es cuan- do un derecho fundamental en su ejercicio choca con 
otro derecho del cual es titular otro sujeto, circunstancia que ocurre 
cuando nos encontramos ante dos derechos constitucionalmente 
reconocidos como son el derecho al honor, intimidad y propia imagen del 
art. 18 C.E. y el derecho a la libertad de información y expresión del art. 
20 del mismo texto, al intentar, sus titulares, hacer prevalecer el uno sobre 
el otro. Los medios de información al realizar su actividad profesional en 
numerosas ocasiones se inmiscuyen en la esfera privada de los 
individuos, los cuales se consideran lesionados y vulnerados en sus 
derechos, y consecuentemente se produce una controversia y 
confrontación de derechos, que en la mayoría de los casos se termina 
resolviendo por los órganos judiciales, encargados de dar una solución lo 
más acorde posible a las pretensiones de las partes intervinientes en el 
proceso. 
 
Como premisa y para tener un conocimiento exacto sobre el tema 
en controversia, debemos en primer término, intentar alcanzar un 
conocimiento, lo más profundo posible, sobre los conceptos a tratar. De 
esta forma observamos como en lo que hace referencia al honor, y como 
dice Jaén Vallejo «la dificultad de hallar un concepto unitario, dificultad 
que reside en su propio relativismo y circunstancialidad, por cuanto que 
una variedad de factores pueden incidir en su determinación…»5, lo que 
no quita para que se estudie al honor como una manifestación directa de 
                     
5 Manuel Jaén Vallejo, Libertad de expresión y delitos contra el honor, Madrid, Ed. Colex, 1992, pág.  149. 
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la dignidad humana6. El honor es aquel derecho que tiene toda persona a 
su buena imagen, nombre y reputación, de tal forma que todos tenemos 
derecho a que se nos respete, dentro de nuestra esfera personal 
cualquiera que sea nuestra trayectoria vital, siendo un derecho único e 
irrenunciable propio de todo ser humano. 
 
Por ejemplo, si se comercializa con unas fotos personales de la 
esfera privada, es posible un aprovechamiento económico de su intimidad 
o de su imagen de esa persona y este aprovechamiento puede ser 
consentido o no. De forma que ante la vulneración de este derecho se 
puede entablar un proceso judicial con el fin de resarcir el daño moral 
producido por aquel que atenta de forma directa o indirectamente. 
 
Quien demanda es normalmente el lesionado y los demandados 
suelen ser los profesionales de los medios de comunicación. 
 
Destacar, en este sentido, la S.T.C. 50/1983, de 14 de junio, que 
posibilita la protección cuando el derecho al honor pueda verse disminuido 
como consecuencia del comportamiento del propio titular, en ésta se 
reconoce que ni la Cons- titución ni la Ley pueden garantizar al individuo 
contra el deshonor que nazca de sus propios actos7. Podemos entresacar 
                     
6 En  sentido  subjetivo,  el  honor  es el sentimiento de la estimación que tiene la persona de sí misma en relación 
con la conciencia de la propia dignidad moral». José Luis Concepción Rodríguez, Honor, intimidad e imagen, 
Barcelona, Bosch, Casa Editorial S.A., 1996, pág. 28. 
7 Así refleja Manuel Jaén Vallejo, «En tales casos como el daño tiene su origen en la propia conducta del afectado, 
éste no tiene más remedio que soportar las consecuencias  que  de  aquella puedan derivar. Pero, no hay razón 
alguna, a mi juicio, que impida extender este punto de vista a otras conductas que, aún sin ser constitutivas de algún 
ilícito, sean también disvaliosas socialmente, y, en consecuencia, incidan negativamente en el derecho al honor de 
la persona responsable». Liber- tad de expresión y delitos contra el honor, cit., pág. 159. 
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de todo esto que existe una ausencia de una definición legal del derecho 
al honor. Así la S.T.C. 171/1990, de 12 de noviembre, establece en el 
Fundamento 4.º que el núcleo y esencia en la vulneración de los derechos 
de la personalidad debe ser fijado por los jueces: «Intimidad y honor son 
realidades intangibles cuya extensión viene determinada en cada 
sociedad y en cada momento histórico y cuyo núcleo esencial en las 
sociedades pluralistas ideológicamente heterogéneas deben determinar 
los órganos del Poder Judicial. Esta delimitación de los hechos y de sus 
efectos es el punto de partida para el juicio de este Tribunal». 
 
Por lo que respecta a la responsabilidad en la vulneración de estos 
derechos, dependerá del ámbito sobre el cual se incurra, de tal forma que 
la injuria es la ofensa al honor de una persona que está presente y que se 
puede hacer en pri- vado. En cambio, la difamación es la ofensa al honor 
de una persona que puede estar ausente, hecha ante otras o la 
publicación de hechos de menosprecio y rebajamiento ante la opinión 
pública que son falsos. Lo relevante en la difamación es la divulgación y 
publicidad que se hace de un hecho a un tercero. Por otro lado, en los 
supuestos de intromisión ilegitima, para que se produzca una lesión del 
derecho al honor, ha de haber una imputación de hechos o manifestación 
de juicios de valor en la que una persona puede verse afectado por la 
imputación de un hecho concreto. Además, ha de contener acciones y 
expresiones que, de cualquier modo, lesionen la dignidad de otra persona 
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a través de la publicidad de ciertos hechos o noticias que hagan 
desmerecer la consideración ajena8. 
 
En cuanto al menoscabo de la fama o atentado contra la propia 
estimación, requiere de dos elementos como es la difamación y el 
desmerecimiento en la consideración ajena: 
 
– La difamación es toda información pública tendenciosa en la que 
se divulga hechos de la conducta privada o situaciones morales con 
propósito de des- prestigio o descrédito que puede perjudicar la fama y 
la imagen. 
– En cuanto al desmerecimiento señalar que es la divulgación 
cierta de datos que no se han querido divulgar, entrando en la esfera 
personal. 
 
Estrechamente relacionado con el honor se encuentra la intimidad 
que en una sociedad democrática es considerada como uno de los 
derechos fundamentales necesitados de protección, no porque signifique 
una valla a la intromisión del Estado o de la comunidad, sino porque 
posibilita el desarrollo íntegro de la personalidad. 
 
                     
8 Dice O’Callaghan: «El honor, en su concepto de dignidad propia y consideración de los de- más, presupone la 
verdad de esa dignidad y de esta consideración. Dicho a la inversa, una intromi- sión ilegítima en el derecho al honor 
de una persona, precisa, como, elemento, la falta de veracidad en lo que se dice, porque si lo que dice es verdad, 
no es que carezca de protección jurídica, sino que se carece de honor (tenía una ficticia dignidad y gozaba de una 
errónea consideración de los demás). Por tanto, un elemento del derecho al honor es la falta de veracidad en el 
sentido de que sólo se protege si su ataque o intromisión lo contiene; un ataque veraz no es ataque al honor, no es 
intromisión ilegítima, porque no hay tal honor  que proteger». Xavier O’Callagahn, Libertad de expresión y sus límites: 
Honor, intimidad e imagen, Madrid, Editoriales de Derecho Reunidas S.A., 1991, págs. 53 y 54. 
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Así, la intimidad quedaría configurada como aquel ámbito de 
libertad necesario para el pleno desarrollo de la personalidad, que debe 
quedar preservado de injerencias ilegítimas, y que constituye el 
presupuesto necesario para el ejercicio de otros derechos. 
 
Quedan comprendidos dentro de este derecho el de reserva y el 
respeto a la vida privada. El primero, tiene por finalidad la protección de 
la difusión y revelación de los datos pertenecientes a la vida privada; el 
segundo tiene como objeto la protección contra intromisiones ilegítimas 
en ese espacio. 
 
Las legislaciones son muy celosas en lo que respecta a esta 
garantía. Asimismo, cabe señalar, salvo limitadas excepciones, que la 
tendencia legislativa en esta materia es resguardar la privacidad, la 
confidencialidad y sancionar la violación de los secretos profesionales. 
Algunos profesionales tienen el deber moral o jurídico de no revelar ciertos 
datos dados por el cliente, ya que tiene su fundamento en la defensa de 
la intimidad del depositante del secreto que a determinados profesionales, 
debido a la necesaria relación de confianza que necesita con el cliente, le 
son revelados ciertos datos de la esfera particular y privada que deben de 
que- dar como tal. 
 
El llamado «secreto profesional» y la vulneración del mismo hace 
que sea un atentado contra la vida privada, y el cliente tiene el derecho a 
exigir el cumplimiento del mismo, no sólo ante el profesional sino ante 
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cualquier poder público. Este secreto va a afectar tanto a abogados como 
a procuradores debiendo guardar fidelidad hacia su cliente9. 
 
En el caso de los periodistas, no pueden revelar públicamente las 
fuentes de información recibidas en confidencia. 
 
La intimidad es la esfera personal de cada uno, en donde residen 
los valores humanos y personales, siendo un derecho fundamental para 
el desarrollo de la persona y de la familia además de ser un ámbito 
reservado a la curiosidad de los demás contra intromisiones e 
indiscreciones ajenas. 
 
La intimidad se ha protegido siempre de forma limitada. Por 
ejemplo, la violación de la intimidad domiciliaria, se centrará en aquellos 
casos en los que se produzcan registros no permitidos y vejaciones 
injustas ocasionados por los mismos. 
No sólo se centrará dentro de este ámbito sino que además 
también afecta a otros campos como son las violaciones de la 
correspondencia y comunicaciones personales, intimidad laboral, 
obtención de datos relativos a la intimidad personal, familiar, o de terceros 
pertenecientes a la esfera de la familia10. 
                     
9 Según el art. 1.5 del Código Deontológico de la Abogacía Española, aprobado por la Asamblea de Decanos de 28 
y 29 de mayo de 1987 y modificado el 29 de junio de 1995, se reconoce este secreto profesional diciendo: «La 
confidencia y la confianza son esenciales características de las relaciones del Abogado con sus clientes, colegas y 
Tribunales, que imponen el derecho y deber del secreto profesional, que habrá de guardar de todos los hechos y 
noticias de que conozca por razón de cual- quiera de las modalidades de su actuación profesional y no pudiendo ser 
obligado a declarar sobre los mismos». 
10 Las nuevas tecnologías cada vez se van implantando más en nuestra sociedad, hasta el punto de que se ha hecho 
indispensable para determinadas tareas de vital importancia el uso de la informática y las telecomunicaciones, y, 
además, proporcionan un gran servicio a toda la sociedad. No cabe duda, desde luego, el gran número de beneficios 
que las nuevas tecnologías proporcionan; pero como cualquier cosa en este mundo tiene sus aspectos negativos, y 
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De tal forma que, la intimidad es aquella esfera personal y privada 
que contienen comportamientos, acciones y expresiones que el sujeto 
desea que no lleguen al conocimiento público. 
 
En el caso de los personajes públicos, esta intimidad debe de estar 
mayor- mente protegida al estar dentro del panorama de personajes 
conocidos más o menos por el resto de la sociedad. Porque comentarios 
o noticias realizadas de forma injuriosa pueden gravemente perjudicar su 
imagen pública creando una imagen irreal y distorsionada de la realidad 
reflejada desde un punto de vista subjetivo. Puede ocurrir que lo publicado 
sea totalmente verídico pero no por ello se puede permitir la intromisión 
de cualquier persona ya que rompería con la intimidad que todo ser 
humano tiene y necesita que sea respetada por los demás. Pero 
O’Callaghan11 opina de manera diferente, ya que como esta persona tiene 
relevancia pública «su intimidad se diluye». En la doctrina algunos autores 
han destacado la mayor importancia que va ganando en la civilización 
actual el derecho a la intimidad frente a la progresiva degradación del 
derecho al honor12. 
                     
en este sentido la informática y las telecomunicaciones son utilizadas para atacar uno de los bienes fundamentales, 
constitucional- mente reconocidos, de cualquier persona: la intimidad. La informática se ha convertido en el medio 
propicio para atentar contra la intimidad de las personas, ya sea por simple altruismo (piénsese en los hackers, mal 
llamados piratas informáticos), o con fines lucrativos; de cualquiera de las dos formas la intimidad de una persona se 
ve afectada. Por todo ello, el legislador ha de regular una realidad social, y penar determinadas conductas lesivas de 
ciertos bienes fundamentales de la persona. Entre otras leyes tenemos el Código Penal de 1995, el cual dedica el 
Título X del Libro II, a los delitos contra la intimidad, el derecho a la propia imagen y a la inviolabilidad del domicilio. 
11 «Una persona privada, en sí misma y en su intimidad, tiene su intimidad protegida como derecho, con todos sus 
problemas conceptuales y de matiz. Xavier  O’Callagahn,  Libertad  de  expresión y sus límites: Honor, intimidad e 
imagen, cit., págs. 90 y 91. 
12 Pablo Lucas Murillo de la Cueva en la ponencia «El derecho a la intimidad», en el curso Honor, intimidad y propia 
imagen, , manifiesta que «…hemos podido comprobar que el honor es un bien constitucionalmente menos valioso 
que la intimidad y, seguramente, menos apreciado socialmente, antes el honor lo era casi todo  y por su defensa se 
ponía, incluso, en juego la vida, sin embargo, hoy las cosas son más prosaicas, el honor no es un criterio de 
diferenciación social, se ha visto relativizado, en cambio se valora la intimidad, curiosamente, la sociedad urbana 
conduce al aislamiento como defensa de la individualidad, es decir, de la libertad».  
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Por supuesto, no se puede dejar el margen el derecho a la propia 
imagen el cual no es menos destacable está relacionado con los derechos 
anteriormente reseñados como establece O’Callaghan13. Especialmente 
con la intimidad se puede ver la S.T.C. 179/1987, de 30 de octubre, que 
en su fundamento 4.º dice: «Los derechos a la intimidad personal y a la 
propia imagen, garantizados por el art. 18.1 de la Constitución, forman 
parte de los bienes de la personalidad que pertenecen al ámbito de la vida 
privada. Salvaguardan estos derechos un espacio de intimidad personal y 
familiar que queda sustraído a intromisiones extrañas. Y en este ámbito 
de la intimidad, reviste singular importancia la protección de derecho a la 
propia imagen frente al creciente desarrollo de los medios y 
procedimientos de captación, divulgación y difusión de la misma y de 
datos y circunstancias pertenecientes a la intimidad que garantiza el 
precepto». 
 
4.2. Análisis de la libertad de expresión y de información. Colisión con 
los derechos de la personalidad 
 
Estos derechos del art. 20 C.E., en su evolución han sido siempre 
tenidos muy en cuenta por parte de los poderes públicos, ya que en su 
desarrollo histórico han destacado por su importancia. Para Berdugo14 «la 
                     
13 «La relación esencial del derecho a la imagen es, ante todo, con el principio de la dignidad de la persona que 
proclama el art. 10 de la C.E., si bien este principio es el que inspira todos los derechos de la personalidad…, …el 
derecho a la imagen es distinto al derecho al honor. Xavier O’Callagahn, Libertad de expresión y sus límites: Honor, 
intimidad e imagen, cit., págs. 133, 134 y 135. 
14 Ignacio Berdugo Gómez de la Torre, Honor y libertad de expresión. Las causas de justificación en los delitos contra 
el honor, Madrid, Ed. Tecnos, 1987, pág. 64. 
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libertad de expresión, desde su originaria consideración liberal, es una 
libertad frente al Estado. Por ella se permite exteriorizar el propio 
pensamiento y posibilita tanto la crítica política y social, como el desarrollo 
de la personalidad», continúa, Berdugo, enfatizando sobre la 
preponderancia de la libertad de expresión15, «permanece en el momento 
actual, en sentido análogo como permanece el Estado de Derecho, y debe 
estar presente a la hora de abordar los problemas jurídicos referidos a 
esta libertad». Efectivamente, el establecimiento de un sistema 
democrático con- lleva aparejado el reconocimiento de unos derechos, 
pero, también la existencia de unos deberes, los cuales son de obligatorio 
cumplimiento por parte de los ciudadanos. De tal forma que el ejercicio 
del derecho de expresión e información en una sociedad democrática por 
parte de los profesionales encargados de informar no se puede llevar, bajo 
ningún concepto, a los límites extremos, ya que, como hemos visto, este 
derecho tiene una especial limitación que es a su vez un deber de los 
periodistas, el respeto a la intimidad, al honor y a la propia imagen de las 
personas de las que informan. 
 
La sociedad democrática, aunque teóricamente puede revestir 
diversidad de modelos, dice Puerta16 «implica necesariamente, en todo 
caso, la plena participación del ciudadano en la gestión de los intereses 
públicos, sobre la base del principio de igualdad, del respeto al pluralismo 
ideológico y del sometimiento de todos al imperio de la ley, como 
                     
15 Ignacio Berdugo Gómez de la Torre, op. cit., pág. 65 
16 Luis Román Puerta Luis, «Libertad de expresión y opinión pública», XII Jornadas de Estudio, Ministerio de Justicia, 
1992, pág. 1041. 
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expresión nacional de la voluntad general, en cuanto reguladora de la 
pacífica convivencia ciudadana». Continua diciendo Puerta17 «un 
producto del sistema representativo del gobierno, de la democracia. Es el 
sistema de derechos y libertades que tiene como columna vertebral a la 
opinión pública, que se articula, expresa y representa, a través de las 
diferentes instituciones de este tipo de orden político. La información de la 
opinión pública es un proceso de interacción entre los sectores dirigentes 
y la ciudadanía, que no se forma por generación espontánea, ni es un 
mero producto de la manipulación de grupos minoritarios. La opinión 
pública cristaliza a medida que los ciudadanos van recibiendo información 
sobre un proceso específico y sus alter- nativas de solución». 
 
Para concluir con esta intromisión dogmática sobre la 
conceptualización de la libertad de expresión e información, Ossorio 
Iturmendi18 establece en su análisis sobre el tema que la libertad de 
información debe definirse en un doble aspecto: «el derecho a recibir 
información y el derecho a emitir información». Aquí estamos hablando de 
libertad de expresión e información, por lo que se podría llegar a la 
confusión de que son la misma cosa, pero al respecto se ha manifestado 
el T.C., en algunas de sus resoluciones ha llegado a conclusiones 
diferentes, en ocasiones ha considerado que la libertad de información 
está incluida en la libertad de expresión, y en otras las separa, como es el 
caso de la S.T.C. 6/1988, de 21 de enero. De todas maneras, e 
                     
17 Luis Roman Puerta Luis, op. cit,. pág. 1042. 
18 Lucas Ossorio Iturmendi, «Los derechos al honor, a la intimidad y a la propia imagen, como límites de la libertad 
de expresión e información», XII Jornadas de estudio, Ministerio de Justicia, Madrid, 1992, pág. 666 
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independientemente de la postura que se adopte, lo que si es cierto es 
que estos derechos del art. 20 no son absolutos y tienen limitaciones, 
como establece José Luis Concepción19, afirmando que «una prueba de 
la necesaria convivencia que debe existir entre derechos y libertades, se 
encuentra la propia C.E., en el art. 20.1 donde se reconoce el derecho a 
la libertad de expresión e información, en el apartado 4 del mismo artículo 
se señala que estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos 
reconocidos en este título, en los preceptos de las leyes que lo desarrollan 
y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia 
imagen, y a la protección de la juventud y de la infancia, es decir, se hace 
una referencia a los límites externos de la libertad de expresión, teniendo 
presente, por tanto, el conflicto derechos que se plantea». 
 
A ésta confrontación de derechos se intenta dar solución mediante 
los tribunales ordinarios, a través de los diferentes procesos y trámites 
establecidos para cada uno. Con lo que respecta a la jurisdicción civil, dice 
Sarazá20, «lo que suele plantearse ante los Juzgados de Primera Instancia 
son demandas de protección civil del honor, la intimidad o la propia 
imagen, promovidas al amparo de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, 
a tramitar del modo previsto en la Ley 62/1978, de protección jurisdiccional 
de los derechos fundamentales de la persona, la demanda se promueve 
por quien entiende que su honor, intimidad o propia imagen ha sido 
atacado de modo ilegítimo, normalmente por una información periodística, 
                     
19 José Luis Concepción Rodríguez, Honor, intimidad e imagen, cit., págs. 188 y 189 
20 Rafael Sarazá Jimena, Libertad de expresión e información frente a honor, intimidad y propia imagen, Pamplona,  
Ed.  Aranzadi,  1995,  pág.  36 
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dirigiendo la acción contra los que han perpetrado la intromisión ilegítima. 
Son en estos supuestos los demandados los que, al plantear en su 
oposición a la demanda que su conducta está amparada en el ejercicio 
del derecho constitucional a la libertad de expresión o de información, 
están introduciendo sobre la problemática de la colisión entre unos y otros 
derechos: el del demandante a ver respetado su honor, intimidad o la 
propia imagen, y el del demandado a ejercer la libertad de opinión o de 
información. Así pues, lo que se inicia como una demanda de protección 
del derecho al honor se transforma en el curso del proceso en una 
cuestión de colisión de derechos fundamentales, y así es como llegará a 
plantearse el litigio tanto a los órganos judiciales de apelación y casación, 
como, en su caso, al Tribunal Constitucional. En el supuesto de asuntos 
penales, se trata por lo general de procesos penales por delitos contra el 
honor o, en ocasiones, por desacato, en los que los inculpados plantean 
como circunstancia justificadora de su conducta el estar amparada en el 
ejercicio del derecho constitucional a la libertad de expresión o 
información, introduciéndose de ese modo la cuestión de la colisión entre 
dichos derechos fundamentales». 
 
El marco normativo para regular estos temas lo encontramos en la 
Ley 62/78, mediante el cual miles de ciudadanos se han beneficiado de la 
acción de los procedimientos sumarios y preferentes, a través de los que 
han llegado a conseguir en un tiempo razonable unas medidas 
reparadoras de sus derechos funda- mentales lesionados que por las vías 
ordinarias habrían perdido buena parte de su eficacia, aunque la Ley se 
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estructura en tres secciones correspondientes a las garantías judiciales 
en los ámbitos penal, contencioso-administrativo y civil, en el terreno 
práctico se ha aplicado sobre todo al procedimiento contencioso-
administrativo, creando una copiosa jurisprudencia que absorbe la  
inmensa mayoría de las sentencias que aplican la Ley 62/78. Haciendo 
hincapié en las garantías del ámbito penal, la Ley dice en el art. 2.1 que 
«los delitos y faltas contra los derechos fundamentales de la persona, 
comprendidos en el ámbito de aplicación de esta Ley, serán enjuiciados 
por los juzgados y tribunales de jurisdicción ordinaria,  según  su  propia  
competencia». 
 
De entrada, hay que señalar que el enunciado general del precepto 
lleva a reclamar la  aplicación  de  las  especialidades  del  proceso  penal  
establecidas  por la Ley 62/78 a un gran número de delitos y faltas que 
constituyen acciones criminales contra derechos fundamentales del 
individuo; así, el homicidio y las lesiones son ataques  a  los derechos  
fundamentales  a  la vida  y  a  la integridad  física,  y  las amenazas, 
coacciones y detenciones ilegales son delitos contra la libertad del 
individuo.  Y  es  que  el  Código  Penal  constituye  en  sí  un  escudo  
protector  de  una sociedad frente a las agresiones más graves a los 
principios básicos de convivencia generalmente coincidentes en los 
derechos fundamentales de las personas. 
 
Un examen de la jurisprudencia de la Sala Segunda del Tribunal 
Supremo sobre procedimientos tramitados con arreglo a la Ley 62/78 
118 
 
 
 
pone de relieve que han sido esencialmente supuestos de delitos de 
calumnia o injuria los que han accedido al alto Tribunal por los trámites 
especiales diseñados por la Ley; es importante reparar en que, el 
procedimiento no sólo se aplica a los delitos con- tra los derechos 
fundamentales de la persona, sino también a las faltas contra estos 
derechos, lo que posee importantes posibilidades prácticas generalmente 
no usadas, así, pueden ser objeto de este procedimiento todas las faltas 
que aten- ten, por ejemplo, contra la integridad física y la libertad, tales 
como amenazas, lesiones o coacciones de carácter leve. 
 
La Ley regula también el supuesto que nos ocupa sobre la libertad de 
información, y haciendo referencia a los medios de comunicación el art. 
3.1 arbitra que «para el enjuiciamiento de los delitos cometidos a través 
de la imprenta, el grabado u otros medios mecánicos de publicación, 
sonoros o fotográficos, difundidos por escrito, radio, televisión, 
cinematógrafo u otros similares, se seguirán los trámites del 
procedimiento por el delito de injurias y calumnias contra particulares 
previsto en los art. 804 y siguientes L.E.Crim., con ciertas modificaciones, 
que son las mismas que se arbitran para el procedimiento penal común». 
 
El párrafo 2.º del art. 3 «faculta al juez para acordar el secuestro de 
la publicación o la prohibición de difundir por el medio de comunicación». 
Ya desde el inicio del procedimiento, hemos dicho que el procedimiento a 
seguir es el de calumnias e injurias, pues, comienza estableciendo la Ley 
según el art. 463 del anterior C.P. «bastará la denuncia de la persona 
119 
 
 
 
agraviada o de su representante legal, sin necesidad de acto de 
conciliación»; sin embargo, el nuevo C.P. ha cambiado este marco 
legislativo estableciendo en su art. 215 «nadie será penado por calumnia 
o injuria sino en virtud de querella de la persona ofendida por el delito o 
de su representante legal. Bastará la denuncia cuando la ofensa se dirija 
contra funcionario público, autoridad o agente de la misma sobre hechos 
concernientes al ejercicio de sus cargos». ¿Está pues vigente la regla de 
que basta la denuncia para perseguir las calumnias hechas por escrito y 
con publicidad? La regulación establecida por el nuevo C.P. es posterior 
a la Ley 62/78, por lo que lo más razonable es entender que la citada regla 
ha sido derogada. Añade el art. 4.2 «el perdón del ofendido o del 
representante legal extingue la acción legal o la pena impuesta en 
ejecución»; regulación muy semejante a la contenida en el nuevo C.P., 
cuyo art. 215.3 exime al perdonado de responsabilidad criminal, sin 
embargo, el perdón en el nuevo C.P. ha de otorgarse antes de que se 
haya iniciado la ejecución de la pena impuesta y en la ley 62/78, el perdón 
del ofendido puede actuar antes y aún después de la declaración de 
responsabilidad. 
 
El párrafo 5.º de art. 4 de la Ley obliga al Tribunal a fijar 
expresamente la indemnización de perjuicios materiales y morales en la 
sentencia, que tendrá en cuenta el agravio producido y el medio a través 
del cual se cometiera el delito o la falta, así como la difusión del mismo21. 
 
                     
21 Rafael Sarazá Jimena, op. cit., págs. 44 y 45.  
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Visto a grandes rasgos el procedimiento que establece la Ley para 
exigir responsabilidades por los ataques que se produzcan a los derechos 
de los cuales estamos hablando, debemos traer a colación un enunciado 
que indica Romero Coloma22 donde defiende a ultranza estos derechos, 
utilizando, a su vez, aparte de otros, los medios de defensa mencionados 
en los párrafos anteriores, y dice «Toda persona tiene derecho a  que  su  
imagen  no  se  reproduzca,  de  tal  forma que su intimidad  puede  quedar  
perjudicada.  El antagonismo entre el derecho de información y el derecho 
a la intimidad se cifra en el riesgo del quebranto existente entre esos 
últimos con ocasión o pretexto del ejercicio del primero, lo que exige un 
cierto equilibrio entre uno y otro. El derecho a la información se afianza 
cada vez más y es un punto decisivo en los principios ideológicos 
democráticos, sin embargo este derecho no es absoluto. Por tanto, el 
periodista podrá recibir noticias de carácter privado con un contenido de 
interés social, pero no podrá ofrecer al público noticias que empañen la 
esfera de reserva privada. El conflicto es seguramente uno de los más 
fundamentales de los actualmente planteados en  una  sociedad  
moderna,  uno  de  los  problemas  más  característicos  es el conflicto a 
menudo planteado entre la prensa y la vida privada reservada de las 
personas célebres». 
 
Desde luego, los medios de información son necesarios en la 
sociedad actual y cumplen una función de primer orden, ya que 
                     
22 Romero Coloma, Derecho a la información y la libertad de expresión: especial consideración en el pro- ceso  penal,  
Barcelona,  Bosch,  Casa  Editorial  S.A.,  1984,  págs.  17  y  18. 
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instrumentalizan uno de los derechos esenciales de la sociedad 
contemporánea. Estos medios, al realizar su actividad, llevan a cabo una 
función, sin la cual, la sociedad actual no tendría su razón de ser en 
libertad. Los medios de comunicación expresan la libertad como medio 
operativo del pleno ejercicio de un derecho básico como es el derecho a 
la libertad de expresión, considerado éste indispensable en una sociedad 
libre. 
 
La información constituye una de las vías de actuación más 
arraigadas e importantes para alcanzar los fines propuestos no sólo por 
los Estados, organizaciones u instituciones públicas y privadas, sino 
también por cada uno de los sujetos individualmente considerados; ya que 
el derecho a la libertad de expresión e información ha alcanzado una alta 
relevancia jurídica y social, motivada, sobre todo, por la opresión existente 
en épocas anteriores e incluso todavía hoy en sociedades de corte 
totalitario. 
 
El establecimiento del sistema democrático en la mayoría de los 
países ha originado un florecimiento de estos derechos hasta llegar al 
reconocimiento universal y la necesidad de garantizar su pleno ejercicio; 
pero, tengamos en cuenta que, cuando hablamos de ejercicio pleno 
siempre es necesario tener presente las limitaciones existentes y, por lo 
tanto, buscar una solución a los conflictos que se plantean entre los 
derechos de la personalidad y las libertades del art. 20.1 C.E. De ahí que 
la doctrina, en ocasiones, califique esta cuestión como régimen de 
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concurrencia normativa, como también ha establecido la S.T.C. 158/86, 
de 12 de diciembre, que secunda esta teoría en su Fundamento 6.ª 
«…que se pro- duce un régimen de concurrencia normativa, no de 
exclusión, de tal forma que tanto las normas reguladoras de libertad como 
las que establezcan límites a su ejercicio vienen a ser igualmente 
vinculantes y actúan recíprocamente. Como resultado de esa 
interpretación, la fuerza expansiva de todo derecho fundamental restringe, 
por su parte, el alcance de las normas limitadoras que actúan sobre el 
mismo; de ahí la exigencia de que los límites de los derechos 
fundamentales hayan de ser interpretados con criterios restrictivos y en el 
sentido más favorable a la eficacia y a la esencia de tales derechos…» 
 
En otras ocasiones, sin embargo, el T.C., en vez del régimen de 
concurrencia normativa, opta por una prevalencia de la libertad de 
expresión frente al derecho al honor, como es el caso de S.T.C. 104/86, 
de 16 de julio. 
 
En este campo, se nos puede plantear la duda de ¿por qué hay 
tanta jurisprudencia sobre este asunto?, ¿por qué se plantean tantos 
litigios entre los titulares de estos derechos? La respuesta a estas y otras 
cuestiones que se pueden suscitar es clara, la regulación normativa sobre 
el conflicto entre los derechos al honor, intimidad y a la propia imagen y 
las libertades de expresión e información es escasa, incompleta y no 
soluciona con la estricta aplicación de la ley los problemas que se 
plantean. Ejemplo de ello lo tenemos con los artículos de la Ley 1/82, de 
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5 de mayo, que regulan la intromisión ilegítima en los derechos de la 
personalidad y lo que debe considerarse como intromisión ilegítima; pues, 
observamos como a lo largo de todo el desarrollo del articulado no se 
aclaran cuestiones de vital importancia para dar luz verde al ejercicio 
legítimo de los derechos confrontados.  
 
Cuestiones que no se mencionan son varias como: no determinar 
si los hechos que se divulgan deben ser verdaderos o falsos, si la persona 
de la que se habla ostenta cargo público o no, si al informar y divulgar 
unos hechos se requiere elementos calificativos de la jurisdicción penal 
como son el dolo o la culpa y otras muchas cuestiones que al legislador 
se le quedaron en el tintero, y, las cuales, son absolutamente necesarias 
para dar solución a todos los conflictos que se plantean con la estricta 
aplicación de la ley; por lo que, ha sido necesario acudir a otros medios o 
instrumentos para resolver el problema, cobrando, por su puesto, especial 
relevancia la jurisprudencia, como instrumento aclaratorio y resolutorio de 
todas las dudas que aparecen en la confrontación de estos derechos.  
 
Opción defendida por la mayoría de la doctrina y como establece 
Sarazá23, «es por ello que en pocas materias como esta cobra tanta 
importancia la jurisprudencia derivada de las sentencias y autos del 
Tribunal Constitucional, pues será ésta la que nos permita manejar un 
cuerpo de doctrina suficiente- mente elaborado sobre los diversos 
                     
23 Rafael Sarazá Jimena, Libertad de expresión e información frente al honor, intimidad y la propia ima- gen, cit., 
págs. 49 y 50. 
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problemas que la colisión de estos derechos fundamentales plantea. La 
doctrina sentada por el Tribunal Constitucional se encuentra contenida, en 
primer lugar, en los autos y sentencias dictados en relación a cuestiones 
de inconstitucionalidad planteadas respecto de normas legales que 
afectan al ejercicio de tales derechos y libertades públicas, y, en segundo 
lugar, resolviendo recursos de amparo interpuesto en defensa de las 
libertades de expresión e información, o de los derechos al honor, la 
intimidad y la propia imagen». 
 
Continua Sarazá24, «en lo que se refiere a las sentencias que 
resuelven recur- sos de inconstitucionalidad, se han dictado pocas en esta 
materia. Tan sólo la S.T.C. 9/1990, de 18 de enero… y la S.T.C. 189/1991, 
de 3 de octubre…, …Pero el principal cuerpo de la doctrina sentado por 
el T.C. en esta materia se contiene en los autos y sentencias dictados en 
relación a recursos de amparo interpuestos por supuesta vulneración de 
estos derechos fundamentales y libertades públicas. La eficacia 
vinculante de dicha doctrina respecto de los jueces ordinarios es la que 
resulta del art. 5.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme al cual 
la Constitución es la norma suprema del ordenamiento jurídico, y vincula 
a todos los Jueces y Tribunales, quienes interpretarán y aplicarán las 
leyes y los reglamentos según los preceptos y principios constitucionales, 
conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones 
dictadas por el Tribunal Constitucional en todo tipo de procesos». 
 
                     
24 Rafael Sarazá Jimena, op. cit., págs. 50 y 51. 
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Destacar en este aspecto S.T.C., de 13 de enero, sobre la opinión 
publicada en un periódico no constitutiva de lesión del derecho al honor, 
donde los demandantes de amparo, Director del periódico que publico la 
«carta al Director» origen del pleito y la sociedad que lo edita, fueron 
condenados solidariamente al pago de una indemnización al actor por 
intromisión ilegítima de su derecho al honor. El T.C. considera que las 
expresiones vertidas en dicha carta juzgando la conducta del actor, 
Presidente entonces de la Federación española de Yudo, se sitúan en el 
terreno de la crítica a una persona que, por la actividad pública que lleva 
a cabo, estaba sujeta a un riguroso control de la misma por parte de la 
opinión pública. Y concluye que ni el medio de comunicación ni su Director 
han sobrepasado el ámbito que la Constitución reconoce a la libertad de 
información, por la relevancia pública de lo comunicado, ni a la libertad de 
expresión, en atención al contenido de dicho escrito25. 
 
4.3. Visión jurisprudencial de los derechos en conflicto 
 
Es una constante la colisión entre el derecho al honor y la libertad 
de información, el problema consiste en determinar la línea fronteriza 
entre el ejercicio de uno y otro derecho. Por una parte hay que tener 
presente, como ha señala- do La Cruz26, «que los derechos al honor, la 
                     
25 Rafael Sarazá Jimena, op. cit., págs. 171 y 172. ello implica, indudablemente, que el autor de dicha carta ejerce 
su derecho a la libre expresión de sus pensamientos, ideas y opiniones; mientras que el recurrente, al autorizar como 
Director en funciones del Diario Alerta la publicación de la carta, sólo se ha limitado, sin agregar ningún juicio u 
opinión propia, a dar difusión a esa opinión ajena al medio, por estimar que era relevante en relación con el debate 
político por aquel entonces en Santander. Por tanto, ello sitúa al recurrente, prima facie, no en el ámbito del derecho 
a la libertad de expresión en el del derecho a comunicar libremente información veraz, que el art. 20.1.d) CE garantiza; 
y es este derecho el que debe ser confrontado en el presente caso con el derecho al honor de la persona a la que 
se refería en dicha carta». 
26 J. L. Lacruz Berdejo, Elementos del Derecho Civil 1. Parte General del Derecho Civil, vol. II, Barcelona,  Ed.  Bosch,  
1990,  pág.  86. 
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intimidad e imagen pueden verse fácilmente lesionados por medio de la 
prensa u otros medios de comunicación, parece evidente que estos 
últimos y cuantas personas usen de su libertad de expresión no pueden 
actuar ilimitada e irresponsablemente, mintiendo o deformando la verdad 
y entrometiéndose ilegítimamente en las vidas privadas ajenas, parece 
igualmente claro». Por otra, no hay que olvidar que «las libertades del art. 
20 C.E. no sólo son derechos fundamentales de cada ciudadano, sino 
también condición de existencia de la opinión pública libre, 
indisolublemente unida al pluralismo político que es un valor fundamental 
y requisito de funcionamiento del Estado democrático» (Sentencia de 
Tribunal Constitucional 172/1990)27. 
 
Todo ello hace que sea necesario realizar una ponderación o una 
búsqueda del equilibrio entre los derechos en conflicto, labor que ha ido 
realizando la jurisprudencia, como ya se comentó en páginas anteriores, 
debido a que la parca regulación sobre la colisión de derechos hace 
indispensable la actuación de los órganos judiciales para resolver el 
conflicto. 
 
A este respecto citar la sentencia del Tribunal Supremo de 13 de 
febrero de 1997, a partir de la cual se han perfilado los requisitos que 
                     
27 Según Ignacio de Otto y Pardo, en la obra Derechos fundamentales y Constitución editada junto con Martín 
Retortillo, Madrid, 1988, pág. 111, «la llamada ponderación de bienes es el método propio de esta construcción 
teórica para determinar, en abstracto o en concreto,  cómo,  cuándo  y  en  qué medida debe ceder el derecho 
fundamental que entra en colisión con otro o con un bien». Asimismo, María José Ordeig Orero,  en  su  artículo  «El  
derecho  a  comunicar  libremente  información  veraz: sus límites», de la Revista del Poder Judicial, n.º 31, de 
septiembre de 1993, pág. 273, citando a Vives Antón, opina que «la ponderación judicial no sirve como criterio porque 
las valoraciones que efectúa el Tribunal Constitucional no pueden sustituir la tradición interpretativa en que se inserta 
la Constitución, ni la ponderación del juez ordinario puede sustituir la tradición interpretativa en que se inserta la Ley. 
De lo contrario, el Tribunal Constitucional estaría por encima de la Constitución y el Tribunal ordinario por encima de 
la Ley». 
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según los casos, determinan el carácter preferencial del derecho al honor 
o de la libertad de información. Esto es debido a que, tal y como se 
manifiesta el Tribunal Supremo en la sentencia que se comenta, «es 
doctrina jurisprudencial, constante y pacífica, emanada de las sentencias 
de esta Sala, la que establece que el tema de la colisión entre los 
derechos fundamentales de la libertad de información y protección al 
honor… no se puede establecer apriorísticamente los límites o fronteras 
entre uno y otro derecho, y que dicha delimitación hay que hacerse caso 
por caso». En este juicio ponderativo entre el derecho al honor y la libertad 
de información, el Tribunal Constitucional en reiterada jurisprudencia (vid. 
recientemente, las sentencias 16 de enero, 12 y 26 de febrero de 1996, 
21 de noviembre de 1995, entre otras) ha establecido, como antes se 
decía, esos requisitos necesarios y que deben concurrir para que 
prevalezca uno sobre el otro. Es importante, por ello, traer a colación el 
criterio que sustenta la sentencia del Tribunal Constitucional de 11 de 
septiembre de 1995 para un correcto ejercicio de la libertad de 
información, respecto de la que ha afirmado: 
 
a. «que verse sobre hechos de trascendencia pública, en el sentido 
de noticiables y que la información trasmitida sea veraz28. Reuniendo 
                     
28 Ver sobre esta exigencia de veracidad la sentencia núm. 219/1992, que resuelve el Recurso de Amparo 
Constitucional, «en esencia, la necesidad que la información sea veraz puede ser apreciada a la luz de ciertos 
criterios que, de otra parte, los propios profesionales de los medios de comunicación vienen aceptando como reglas 
básicas de su conducta en esta materia. Entre ellos, muy especialmente, el de diferenciar el simple rumor, las 
invenciones o las insinuaciones de las noticias debidamente contrastadas; lo que implica, como ha dicho este 
Tribunal, que «el deber de comprobación razonable de la veracidad de la información no se satisface con la pura y 
genérica remisión a fuentes indeterminadas, que, en ningún caso, liberan al autor de la información del cumplimiento 
de dicho deber, pues, al asumir y transmitir a la opinión pública la noticia, también asume personal- mente su 
veracidad e inveracidad» (S.S.T.C. 172/1990 y 40/1992). Tal obligación, es obvio, debe ser proporcionada a la 
trascendencia de la información que se comunica, pero en todo caso es exigible una actuación razonable, para no 
defraudar el derecho de todos a recibir una información veraz; máxime, si la noticia afecta a personas sin relevancia 
pública, pues esa diligencia en la comprobación de los hechos podrá evitar, en muchos casos, que se lesione su 
derecho al honor» 
128 
 
 
 
tales condiciones, su ejercicio, en estos casos, prevalece sobre el 
derecho al honor de los afectados por la información, en tanto en cuanto 
ésta se encuentra en la base de una sociedad democrática». 
 
b. «Entre los elementos a tener en cuenta en la valoración de la 
trascendencia pública de los hechos divulgados, cobran especial 
referencia la materia de la información, su interés público y su 
contribución a la formación de una opinión pública libre…». 
 
c. «La veracidad de la información no debe confundirse con la 
exigencia de concordancia con la realidad incontrovertible de los 
hechos, sino de una diligente búsqueda de la verdad que asegura la 
seriedad de esfuerzo informativo». 
 
Esta doctrina puede resumirse en dos presupuestos esenciales que 
determinen la prevalencia de la libertad de información sobre el honor de 
las personas: que la información que se trasmite sea veraz y que se refiera 
a asuntos de interés general por las personas que intervienen o por los 
asuntos en ellas tratados. Estos dos extremos son los que da por 
probados el Tribunal Supremo en la sentencia de 13 de febrero de 1997, 
ya que, por una parte, en el reportaje «se estaba tratando un tema de 
enorme relevancia social y de gran interés público, con toda la carga de 
tragedia y degradación social, así como de las importantísimas secuelas 
delictivas que conlleva el narcotráfico» y, por otra, los periodistas 
cumplieron con el requisito de la veracidad en su tarea informativa, 
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teniendo en cuenta que «la veracidad en la información no es sinónima de 
verdad objetiva e incontestable de los hechos, sino reflejo de la necesaria 
diligencia en la búsqueda de lo cierto o, si se prefiere, de la especial 
diligencia a fin de contrastar debidamente la información» (Sentencia de 
Tribunal Constitucional de 16 de enero de 1996). 
 
Como base y realidad práctica en la indudable confrontación de 
derechos existente, es necesario recalcar el carácter no absoluto de estos 
derechos. Esta postura arranca de la sentencia del T.C. 159/1986, de 12 
de diciembre, en cuyo F. 6.º se afirma: «es cierto, como señalan las 
sentencias impugnadas, que los derechos y libertades fundamentales no 
son absolutos, pero no lo es menos que tampoco puede atribuirse dicho 
carácter a los límites a que ha de someterse el ejercicio de tales derechos 
y libertades. Tanto las normas de libertad como las llamadas normas 
limitadoras se integran en un único ordenamiento inspirado por los 
mismos principios en el que, en último término, resulta ficticia la 
contraposición entre el interés particular subyacente a las primeras y el 
interés público que, en ciertos supuestos, aconseja su restricción. Antes 
al contrario, tanto los derechos individuales como sus limitaciones, en 
cuanto estas derivan del respeto a la Ley y a los derechos de los demás, 
son igualmente considerados por el art. 10.1 de la C.E. como «fundamento 
del orden público y de la paz social». Así este Tribunal pudo declarar en 
su sentencia 25/1981, de 14 de julio, que los derechos fundamentales 
resultan ser «elementos esenciales de un ordenamiento objetivo de la 
comunidad nacional», reiterando posteriormente el destacado interés que 
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se haya en la base de la tutela de los derechos fundamentales. Se pro- 
duce, en definitiva, un régimen de concurrencia normativa, no de 
exclusión, de tal modo que tanto las normas que regulan la libertad como 
las que establecen límites a su ejercicio vienen a ser igualmente 
vinculantes y actúan recíproca- mente, como resultado de esta 
interacción, la fuerza expansiva de todo derecho fundamental restringe, 
por su parte, el alcance de las normas limitadoras que actúan sobre el 
mismo; de ahí la exigencia de que los límites de los derechos 
fundamentales hayan de ser interpretados con criterios restrictivos y en el 
sentido más favorable a la eficacia y a la esencia de tales derechos». 
 
En la anterior sentencia, efectivamente, se proclama el carácter no 
absoluto de los derechos confrontados, pero, también se deja ver que las 
limitaciones a esos derechos tampoco tienen ese carácter absoluto; ya 
que los límites al ejercicio de estos derechos tampoco pueden tener una 
defensa y ejercicio absolutamente pleno pasando por encima de cualquier 
condicionamiento, porque impediría el desarrollo libre del derecho 
confrontado y, por lo tanto, su vulneración. De tal forma que, con esta 
sentencia llegamos nuevamente a un fenómeno al que aludimos con 
anterioridad, nos referimos al régimen de concurrencia normativa, 
difundida como medio operativo de solución de conflictos. Ver así la S.T.C. 
214/1991, de 11 de noviembre, donde en su fundamento 6.º queda 
recalcado otra vez, y así se repite en otras varias, el carácter no absoluto 
de las limitaciones de derechos y libertades, «según reiterada doctrina de 
este Tribunal, en el conflicto entre las libertades reconocidas en el art. 20 
131 
 
 
 
C.E., de expresión e información, por un lado, y otros derechos y bienes 
jurídicamente protegidos, no cabe considerar que sean absolutos los 
derechos y las libertades contenidos en la Constitución, pero tampoco 
puede atribuirse ese carácter absoluto a las limitaciones a que han de 
someterse esos derechos y libertades». 
 
Efectivamente este tema debe ser casuístico y no se debe tomar a 
priori decisiones que establezcan reglas taxativas, a pesar de que el T.C., 
en algunas de sus resoluciones, intenta sentar unas bases y crear 
jurisprudencia que permita solucionar los conflictos de una manera más 
inmediata, sin necesidad de acudir en todos los casos a discusiones 
dogmáticas e interpretaciones jurídicas que, en cierta forma, dilatan el 
proceso en el tiempo y en efectividad. Pero este argumento, desde luego, 
resultaría del todo erróneo si a la hora de resolver un asunto por los 
órganos que tienen encomendada esa tarea se limitaran a aplicar unos 
están- dares jurídicos establecidos y llegar a una conclusión, sin 
profundizar en el fondo del asunto, lo que provocaría que se dictaran 
resoluciones con un alto grado de superficialidad en una faceta del ser 
humano que no admite esta frialdad como es la intimidad y el honor. 
 
Todos los casos que se plantean ante la jurisdicción constitucional 
son diferentes, y esa variabilidad de circunstancias que acontece 
determina que las soluciones también sean diferentes. Ver al respecto la 
S.T.C. 171/1990, de 12 de noviembre, en la que se le da prevalencia a la 
libertad de información y expresión sobre el honor, pero esta prevalencia 
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no va a ser absoluta ya que no puede desnaturalizar el derecho al honor 
y a la intimidad, de tal forma que los deje sin contenido, sino es necesario 
cumplir unos requisitos previos para que esta prevalencia surta y se haga 
efectiva, el fundamento 5.º de la sentencia así lo establece: «dada la 
función institucional, cuando se produzca una colisión de la libertad de 
información con el derecho a la intimidad y al honor aquella goza, en 
general, de una posición preferente y las restricciones que de dicho 
conflicto puedan derivarse a la libertad de información deben interpretarse 
de tal modo que el contenido fundamental del derecho a la información no 
resulte, dada su jerarquía institucional, desnaturalizado ni incorrectamente 
relativizado (S.S.T.C. 106/1986 y 159/1986, entre otras)…  
 
Ello significa que para indagar si en un caso concreto el derecho a 
la información debe prevalecer será preciso y necesario constatar, con 
carácter previo, la relevancia pública de la información, ya sea por el 
carácter público de la persona a que se refiere o por el hecho en si en que 
esa persona se haya visto involucrada, y la veracidad de los hechos y 
afirmaciones con- tenidos en esa información. Sin haber constatado 
previamente la concurrencia o no de estas circunstancias no resulta 
posible afirmar que la información de que se trate está especialmente 
protegida por ser susceptible de encuadre dentro del espacio que a una 
prensa libre debe ser asegurado en un sistema democrático; sólo tras 
indagar si la información publicada está especialmente protegida sería 
procedente entrar en el análisis de otros derechos (como la intimidad o el 
honor), cuya lesión, de existir, sólo deberá ser objeto de la protección en 
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la medida en que no esté justificada por la prevalencia de la libertad de 
información, de acuerdo a la posición preferente que por su valor 
institucional ha de concederse a esa libertad». 
 
Esta variabilidad de circunstancias, como ya se ha dicho, hace que 
se llegue a soluciones diferentes, y de hecho, la existencia de un Estado 
democrático determina necesariamente la defensa de unos derechos que 
son consustanciales al propio sistema. El reconocimiento de la libertad de 
información y expresión implica, consecuentemente, el pleno ejercicio de 
este derecho, pero, este ejercicio pleno no puede ser ejercido de manera 
preferente en todos los supuestos, estableciendo, como ha hecho alguna 
vez, el T.C. una jerarquía de éste respecto a otros derechos también 
intrínsecos al sistema democrático, ya que al igual que se reconoce el 
derecho a tener una opinión pública libre y el establecimiento del principio 
de libertad como forma de actuar en la vida cotidiana, esto no implica que 
en su ejercicio tenga un puesto jerárquico superior a otros derechos, como 
dice la S.T.C. 172/1990, de 12 de noviembre en su fundamento 2.º: «esta 
excepcional trascendencia otorga a las expresadas libertades un valor de 
derecho prevalente sobre los derechos de la personalidad garantizados 
en el art. 18.1 de la C.E., en los que no concurre esa dimensión de 
garantía de la opinión pública libre y del principio de legitimidad 
democrática. Tal valor preferente, sin embargo, no puede confundirse 
como absoluto, puesto que, si viene reconocido como fundamento de la 
opinión pública, solamente puede legitimar las informaciones que implique 
una intromisión en otros derechos fundamentales cuando tales 
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informaciones guarden congruencia con esa finalidad, es decir, cuando 
resulten relevantes para la formación de la opinión pública sobre asuntos 
de interés general y no lleven intromisión en la intimidad o el honor de 
otros más allá de lo necesario para alcanzar esta finalidad». 
 
Observamos que en las sentencias referidas se habla de una 
posición preferente de las libertades sobre los derechos en conflicto, pero 
esto no nos puede llevar a la conclusión de que la prevalencia de las 
libertades de expresión e información sobre los derechos de la 
personalidad responde a una jerarquía, sino a la necesidad de sentar 
criterios que permitan en la práctica dar solución a la colisión entre tales 
derechos. Declara la S.T.C. 240/1992, de 21 de diciembre en su 
fundamento 3.º: «según los criterios que se han ido perfilando en la 
jurisprudencia constitucional, esa confrontación de derechos ha de 
llevarse a cabo teniendo en cuenta la posición prevalente, no jerárquica, 
que sobre los derechos denomina- dos de la personalidad ostenta el 
derecho a la libertad de información, en razón de su doble carácter de 
libertad individual y garantía institucional de una opinión pública 
indisolublemente unida al pluralismo político dentro de un Estado 
democrático, siempre que la información trasmitida sea veraz y esté 
sometida a anuncios de relevancia pública que son de interés general por 
las materias a que se refiere y por las personas que en ellos intervienen, 
contribuyendo, en consecuencia, a la formación de la opinión pública y 
alzando entonces su máximo nivel de eficacia justificadora frente al 
135 
 
 
 
derecho al honor, el cual se debilita, proporcionalmente, como límite 
externo a las libertades de expresión y de información». 
 
Es menester, también, añadir que esta prevalencia de las libertades 
de expresión e información sobre los derechos de la personalidad es 
funcional, es decir: la libertad de expresión e información prevalece sobre 
los derechos de la personalidad porque estas libertades cumplen su 
función dentro de los parámetros jurídicos establecidos. Destacar el 
fundamento 1.º de la S.T.C. 15/1993, de 18 de enero: «es ya reiterada 
jurisprudencia de este tribunal la que afirma que en el conflicto entre las 
libertades reconocidas en el art. 20 de la C.E. y otros bienes jurídicamente 
protegidos, entre los que se encuentra el derecho al honor, los órganos 
judiciales no deben estimar preponderante en todo caso uno de los 
derechos, sino que deben, habida cuenta de las circunstancias del caso, 
ponderar si la información se ha llevado a cabo dentro del ámbito 
protegido constitucionalmente, o por el contrario si ha transgredido ese 
ámbito, señalando igualmente que son elementos de primer orden a 
considerar la materia de la información, su interés público y su 
contribución a la formación de una opinión pública o que voluntariamente 
adoptan ante un hecho concreto tal condición deben soportar un cierto 
mayor riesgo de lesión en sus derechos de la personalidad que las 
personas privadas, y el medio de información, en particular si ha sido 
difundida por un medio de comunicación social. Toda ello partiendo del 
superior valor del derecho a la información en la medida en que, al 
contribuir a la formación de una opinión pública libre y plural, supone uno 
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de los elementos esenciales del Estado de Derecho y contribuye a la plena 
realización del conjunto de los derechos fundamentales». 
 
También, en este sentido, la S.T.C. 3/1997, que resuelve el recurso 
de amparo interpuesto contra un medio de comunicación por el Presidente 
de un organismo deportivo, en el que se publicaba que «las dietas que se 
entregan a los atletas con motivo de la preparación para los juegos 
olímpicos deben ser fiscalizadas, pero no cabe considerar que esta 
opinión, aún siendo desfavorable, entrañe una lesión del derecho al honor, 
ya que se ha expresado, como queda dicho, en el contexto de una crítica 
al comportamiento público de una persona pública y que por su cargo 
administra caudales del mismo carácter; en definitiva, ha de llegarse a la 
conclusión de que el enjuiciamiento que ha llevado a cabo la sentencia 
dictada el 20 de diciembre de 1993 por la Sala Primera del Tribunal 
Supremo no es adecuado, pues confrontadas con el derecho al honor del 
demandante en el proceso a quo, ni el medio de comunicación ni su 
Director han sobrepasado el ámbito que la C.E. reconoce a la libertad de 
información, por la relevancia pública de lo comunicado, ni a la libertad de 
expresión, en atención al contenido de dicho escrito, ya a esta conclusión 
ha de concluir el otorgamiento del amparo solicitado por los 
demandantes». 
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FILOSOFÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS 
 
Se vive en una época de numerosas e intensas preocupaciones 
morales, y entre ellas sobresalen las concernientes a los derechos 
humanos. Esto no siempre fue así. Durante la mayor parte de la historia 
de la humanidad, tanto en las organizaciones sociales más primitivas 
como en las civilizaciones más esplendorosas, las que hoy 
consideramos violaciones a los derechos humanos eran hechos 
corrientes. La conciencia universal por los derechos de las personas 
despierta, crece y se consolida en unos cuatrocientos años, un período 
breve desde la perspectiva de la especie. Las atroces violaciones a los 
derechos cometidas en este siglo, defendidas con ideologías diversas, 
impulsaron dos movimientos internacionales de protección de los 
derechos de las personas. En primer lugar, el movimiento de protección 
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de los derechos de las minorías, plasmado en los Tratados de Versalles 
de 1918-19 y administrado por la Sociedad de las Naciones. 
 
La utilización retórica de los derechos de las minorías por el 
nazismo a fin de anexar o conquistar territorios con población 
étnicamente germana dejó a las claras los peligros que encierra una 
concepción colectivista de los derechos (Azcárate 1945). En segundo 
lugar, el genocidio, las torturas y otros actos de barbarie cometidos por 
el régimen nazi die- ron lugar, una vez finalizada la Segunda Guerra 
Mundial, al movimiento de los derechos humanos, que representa un 
masivo esfuerzo de reconocimiento y protección de principios éticos 
fundamentales por medio de un régimen jurídico internacional. La 
expresión “derechos humanos” apare- ce por primera vez en el derecho 
internacional en el artículo 68 de la Carta de las Naciones Unidas, que 
faculta al Consejo Económico y Social a establecer “comisiones de 
orden económico y social y para la promoción de los derechos 
humanos”. Esta cláusula dio lugar a la creación de la 
 
 
Comisión de Derechos Humanos. El documento fundador del 
movimiento es la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 
1948, cuyo artículo 1 establece: “Todos los seres humanos nacen libres 
e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y 
conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.” 
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El movimiento por los derechos humanos que surge a escala 
internacional luego de la Segunda Guerra Mundial es una respuesta al 
horror del Holocausto, el autoritarismo político y la discriminación racial 
y étnica (Rorty 1993, 117) (Little 1993). Así como la libertad de culto y 
el principio de tolerancia emergieron de las guerras de religión 
europeas y sus trágicas consecuencias, el movimiento por los derechos 
humanos es un resultado del exterminio de millones de seres humanos 
perpetrado entre los años 1939 y 1945. 
 
La clásica filosofía de los derechos naturales que, como 
enseguida veremos, se desarrolló a lo largo de siglos de pensamiento 
jurídico y político, estaba ahí, a mano, como hecha a medida para 
contrarrestar “el moderno potencial de patología política”, para usar una 
feliz expresión de Little. Tan solo fue necesario sustituir la palabra 
“naturales” por “humanos” para despojar al concepto de sus 
connotaciones metafísicas y facilitar su aceptación por regímenes 
políticos de diversas inspiraciones filosóficas. 
 
Este ensayo tiene por objeto introducir al lector a un problema 
filosófico fundamental: ¿qué son los derechos humanos?, ¿qué función 
cumplen en nuestra deliberación moral y política?, ¿qué fundamentos 
tienen? El estudio de los derechos humanos en las facultades de 
derecho y en los departamentos de ciencia política con frecuencia pasa 
por alto este problema, que evidentemente no puede ser resuelto por 
la mera lectura o análisis de los textos constitucionales o los tratados 
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internacionales que enumeran derechos humanos, ni de los fallos de 
los tribunales nacionales o internacionales que interpretan y aplican 
aquellas normas. Por otro lado, el examen del problema filosófico 
puede prestar amplias contribuciones institucionales.  
 
Al comprender más claramente qué sentido tienen los derechos 
humanos en nuestro pensamiento moral y político, estaremos mejor 
pertrechados para tomar decisiones relativas al alcance de estos 
derechos, particularmente cuando se hallan en conflicto entre sí o con 
otras consideraciones éticas y políticas, como el bien social o el 
principio de mayoría en la toma de decisiones políticas. 
 
5.1. Estado de la cuestión  
Para comenzar el trabajo, me parece importante hacer una breve 
reseña acerca de que son los derechos humanos. Y podría decir que son 
aquellas exigencias que brotan de la propia condición natural del hombre. 
 
Cuando hablamos de la palabra derecho, hacemos hincapié en un 
poder o facultad de actuar, un permiso para obrar en un determinado 
sentido o para exigir una conducta de otro sujeto. Son llamados humanos 
porque son del hombre, de la persona humana, de cada uno de nosotros. 
El hombre es el único destinatario de estos derechos. Por ende, reclaman 
reconocimiento, respeto, tutela y promoción de parte de todos, y 
especialmente de la autoridad. 
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Estos derechos son inherentes a la persona humana, así también 
son inalienables, imprescriptibles. No están bajo el comando del poder 
político, sino que están dirigidos exclusivamente por el hombre. 
 
Así como todos los hombres poseen un derecho, siempre otro 
hombre o estado deberá asumir una conducta frente a esos derechos, de 
cumplir con determinadas obligaciones de dar, hacer u omitir. 
 
Mucho tienen que ver los derechos humanos con la democracia. 
Los Estados donde se los reconoce, respeta, tutela y promueve son 
democráticos. Y los que no los reconocen son no – democráticos, o bien, 
autoritarios o totalitarios. Para que estos derechos humanos puedan 
realizarse, y reconocerse dentro de un ámbito real, el Estado, debe 
encontrarse en democracia. 
 
La democracia es la que permite que todos los hombres participen 
realmente del gobierno de manera activa e igualitaria, cooperando con el 
reconocimiento, respeto, tutela y promoción de los derechos humanos. 
 
En todos los sistemas donde no existe base de democracia, existen 
diversas situaciones donde falta equidad y justicia. En cambio cuando 
media democracia, el hombre está inserto en una sociedad donde la 
convivencia es organizada, donde cada ciudadano tiene la garantía de 
que sus derechos serán respetados y tutelados al igual que él debe 
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respetar a los demás; donde la convivencia es acorde a la dignidad de la 
persona teniendo en cuenta su libertad y sus derechos humanos. 
 
El Estado cumple un papel fundamental, porque las autoridades 
deben, además de reconocerlos, ponerlos en práctica dentro de la 
sociedad, para que puedan desarrollarse en un ambiente próspero. 
 
5.2. Evolución Histórica De Los Derechos Humanos 
La expresión de "derechos humanos", es de origen reciente. Su 
fórmula de inspiración francesa, "derechos del hombre", se remonta a las 
últimas décadas del siglo XVIII. Pero la idea de una ley o legislador que 
define y protege los derechos de los hombres es muy antigua. 
 
o El código de Hammurabi, se protegían con penas 
desproporcionadamente crueles. 
o En Roma se los garantizaban solamente al ciudadano romano 
que eran los únicos que podían formar parte en el gobierno, la 
administración de la justicia, la elección de funcionarios 
públicos, etc. A pesar de esto se logró constituir una definición 
práctica de los derechos del hombre. El derecho romano según 
fue aplicado en el common law, como el Derecho Civil del 
continente europeo, ofrece un patrón objetivo para juzgar la 
conducta desde el punto de vista de los derechos y libertades 
individuales. Ambos admitieron la concepción moderna de un 
orden público protector de la dignidad humana. 
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o En Inglaterra se libraron batallas en defensa de los derechos 
Ingleses, para limitar el poder del Rey. De esta lucha emergen 
documentos: la Petition of Right de 1628, y el Bill of Rights de 
1689. 
o Las ideas de estos documentos se reflejan luego en las 
Revoluciones Norteamericanas y Francesas del siglo XVIII:  con 
la Declaración de Independencia Norteamericana, Declaración 
de Derechos de Virginia de 1776, Declaración Francesa de los 
Derechos del hombre y del ciudadano y la Declaración de los 
Derechos Norteamericana. 
o El año 1789, específicamente al 26 de Agosto de ese año donde 
la Asamblea Constituyente Francesa votó por unanimidad un 
conjunto de principios considerados esenciales en las 
sociedades humanas y en las que habían de basarse la 
Constitución Francesa (1791), y después otras muchas 
constituciones modernas. Tales principios, enunciados en 17 
artículos, integran la llamada "Declaración de los Derechos del 
hombre y del ciudadano". 
 
En cuanto a su contenido político y social no representaban una 
aportación original, pues su espíritu había sido ya aceptado en Inglaterra 
en 1689 por Guillermo III, y casi en iguales términos los había sancionado 
con anterioridad en Estados Unidos el Congreso de Philadelfia. No 
obstante, la gran repercusión de la Revolución Francesa los universalizó 
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y entraron a formar parte de la conciencia europea como expresión de las 
aspiraciones democráticas. 
 
Dicha declaración, en sus artículos, establece: la misma política y 
social de los ciudadanos, el derecho a la libertad, a la propiedad, a la 
seguridad, a resistir la opresión, el libre ejercicio de los Derechos 
Naturales, la libertad de palabra y de imprenta... y demás derechos 
inherentes al hombre. 
 
En esta etapa comienzan a dictarse las constituciones de carácter 
liberal, que protegían los derechos civiles y políticos, buscaban la 
protección de las libertades de propiedad, y de vida. Esta etapa es llamada 
"Derechos de Primera Generación", donde vemos un decaimiento del 
absolutismo político y monárquico.  
 
Como respuesta a una etapa de crisis de los derechos humanos, 
por distintas situaciones, entre ellas el comunismo o la revolución 
Industrial de Inglaterra. Esta etapa se llama "Derechos de Segunda 
Generación", que son específicamente derechos sociales y económicos, 
que contenían la esperanza de los hombres de mejorar sus condiciones 
de vida dentro de la sociedad, en lo económico y en lo cultural, ya que a 
medida en que otras valoraciones novedosas entran a los conjuntos 
culturales de las diferentes sociedades, el repertorio de derechos civiles y 
políticos recibe una reclamación ampliatoria.  
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Estos derechos deben defenderse, mantenerse, subsistir; pero a la 
vez hay que añadirles otros. Estas ideas comienzan a plasmarse en las 
constituciones de México de 1917 y en la de Alemania de Weimar en 
1919. 
 
Los derechos humanos se establecieron en el Derecho 
internacional a partir de la Segunda Guerra Mundial, y se establecieron 
documentos destinados a su protección por su importancia y necesidad 
de respeto. Se puede emplear varios ejemplos: 
o La Declaración Universal de Derechos Humanos, aprobada por 
las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948. 
o La Declaración de Derechos del Niño, de 1959. 
o La Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer, de 
1959. 
o La Convención sobre eliminación de todas las formas de 
discriminación de la mujer, de 1969. 
o La Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles 
inhumanas o degradantes, de 1984. 
o La Convención sobre los Derechos del Niño, de 1989, entre 
otros. 
 
Estos nuevos derechos que se apodan derechos de segunda 
generación tienen que cumplir una forma social, el individuo tiene que 
ejercerlo con un sentido o función social. 
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Por ejemplo: el Derecho de propiedad tendrá que acomodarse a las 
exigencias sociales de bienestar social. El artículo 14 bis de nuestra 
Constitución formula el contenido mínimo de estos derechos. 
 
Artículo 14 bis: 
"El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección 
de las leyes, las que asegurarán al trabajador: condiciones dignas 
y equitativas de labor; jornada limitada; descanso y vacaciones 
pagados; retribución justa; salario mínimo vital móvil; igual 
remuneración por igual tarea; participación en las ganancias de las 
empresas, con control de la producción y colaboración en la 
dirección; protección contra el despido arbitrario; estabilidad del 
empleado público; organización sindical libre y democrática, 
reconocida por la simple inscripción en un registro especial. 
 
Queda garantizado a los gremios: concertar convenios colectivos 
de trabajo; recurrir a la conciliación y al arbitraje; el derecho de huelga. 
Los representantes gremiales gozarán de las garantías necesarias para 
el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad 
de su empleo. 
 
El Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá 
carácter de integral e irrenunciable. En especial, la ley establecerá: el 
seguro social obligatorio, que estará a cargo de entidades nacionales o 
provinciales con autonomía financiera y económica, administradas por los 
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interesados con participación del Estado, sin que pueda existir 
superposición de aportes; jubilaciones y pensiones móviles; la protección 
integral de la familia; la defensa del bien de familia; la compensación 
económica familiar y el acceso a una vivienda digna." 
 
Los "Derechos de Tercera Generación", son los Derechos 
Humanos, esta etapa todavía no ha terminado y está integrada por el 
derecho a la preservación del medio ambiente, al desarrollo económico 
de todos los pueblos, derecho a la paz, de los recursos naturales, del 
patrimonio cultural y artístico, etc. 
Se aprecia que las necesidades de la vida humana crecen, se 
intensifican, demandan una mejor calidad de vida. 
 
5.3. Distintas acepciones 
En la actualidad la palabra derechos humanos no es la única que 
se utilizó para señalar los derechos inherentes al hombre, sino que son 
nombrados de múltiples maneras. Esto ocurre por diversas causas, entre 
las que podría nombrar, el diferente idioma, el uso lingüístico de cada 
sociedad, las diferentes culturas, la doctrina de los autores, las distintas 
posturas, etc. 
 
Entre las diversas denominaciones se tiene: 
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5.3.1. Derechos del hombre: 
 
Se utiliza la palabra "hombre", para asignar a aquellos derechos 
que son inherentes a la persona, en razón de su naturaleza humana, 
por lo cual todos los hombres son titulares de ellos, por igual. Esta 
denominación tiene sus orígenes en la Declaración Francesa de 1789, 
la cual apunta al hombre como titular de las derechos. 
 
5.3.2. Derechos individuales: 
 
Se refiere a la individualidad de cada persona, su origen es de 
raíz liberal-individualista, hace hincapié en que al tratarse de una 
persona humana u hombre, se trata de un "individuo". A su vez esta 
expresión se le puede realizar una crítica, porque el hombre en 
comparación con el resto de los animales, es una persona, y no es 
cualquier individuo. También se le puede criticar el hecho de que al 
reducir al hombre a un individuo, se lo estaría apartando de la sociedad 
y del Estado, se estaría marcando un ser solitario y fuera de la 
sociedad. 
 
5.3.3. Derechos de la persona humana: 
 
Alude a que el nombre es ontológicamente una persona 
humana, y se encuentra relacionada con la concepción de los derechos 
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del hombre, porque el hombre por su condición de persona humana es 
titular de estos derechos. 
 
5.3.4. Derechos subjetivos: 
 
Hace referencia a que lo subjetivo es lo propio de un sujeto, 
como es en el caso del hombre, nos estaría marcando de lo que le 
pertenece. Esta expresión viene en contraposición del "Derecho 
Objetivo". 
 
5.3.5. Derechos Públicos subjetivos: 
 
Es a partir del momento en que los derechos aparecen 
insertados en la normativa constitucional. La palabra "Público", nos 
estaría ubicando al hombre frente al estado, dentro del ámbito del 
derecho público. Aparecen hacia fines del siglo XVIII, con el 
Constitucionalismo. 
 
5.3.6. Derechos fundamentales: 
 
Al decir fundamentales, nos estamos refiriendo a la importancia 
de estos derechos y de su reconocimiento para todos los hombres, hoy 
en día también se sostiene que hablamos de derecho fundamental 
cuando aparecen en el derecho positivo. Pero mas allá de esta 
concepción, los derechos humanos al encontrarse fundados en la 
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naturaleza humana, no pueden tomar valor en el momento en el que 
ingresan a una norma, porque tienen un valor anterior. 
 
 
5.3.7. Derechos naturales: 
 
"Arrastra una fuerte carga filosófica. Lo de "naturales" parece, en 
primer lugar, obedecer a una profesión de fe en el Derecho Natural, en 
un orden natural como fundamento de los derechos del hombre; mas 
moderadamente, y en segundo término, significa que los derechos que 
le son debidos al hombre, le son debidos en razón de las exigencias 
propias de la naturaleza humana, con lo que de alguna manera hay que 
compartir la idea de que el hombre tiene naturaleza". * 
 
5.3.8. Derechos Innatos: 
 
Al decir innatos nos estamos refiriendo a que estos derechos, se 
encuentran en la naturaleza misma del hombre, se encuentran 
adheridos a él, mas allá de no  ser reconocidos por el estado. 
 
5.3.9. Derechos Constitucionales: 
 
Son los derechos que se encuentran insertados dentro de la 
constitución, los cuales al estar incorporados dentro de la Constitución 
tienen constancia y están reconocidos. 
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5.3.10. Derechos Positivizados: 
 
Son los derechos que aparecen dentro de un orden normativo, y 
poseen vigencia normológica. 
 
5.3.10.1. Libertades Públicas: 
Es de origen francés y está relacionada con los derechos 
individuales, los derechos públicos subjetivos, los derechos civiles 
de primera generación, etc. Las podemos ubicar dentro de los 
"Derechos Positivizados". La crítica es que estas libertades no 
introducen a los derechos de segunda generación, o sea, los 
derechos sociales. 
 
La denominación Derechos Humanos es la mas usual en los 
últimos tiempos. Esta expresión la encontramos en nuestro país en 
el año 1958 en el famoso caso "kot". La Corte Suprema las llamó 
así al decir que son derechos esenciales del hombre. 
 
5.4. El fundamento de los derechos humanos 
Los Derechos Humanos se fundamentan en la naturaleza humana, 
tales derechos le son inherentes al hombre en cuanto tal, en cuanto tiene 
naturaleza, esencia de tal. Desde la antigüedad ha sido buscada la 
explicación sobre la naturaleza humana. 
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Los estoicos, percibieron la natural inclinación a hacer el bien, 
considerándolo como el primer principio, innato en la naturaleza del 
hombre; "haz el bien y evita el mal". Cicerón encuentra el fundamento de 
los derechos humanos en la recta razón, que es la encargada de discernir 
lo bueno en la conducta humana como justo y verdadero, y lo malo como 
injusto. 
 
Pero a su vez, la recta razón natural es mas bien la que nos permite 
discernir los verdaderos derechos humanos, su alcance y jerarquía, pero 
no es el fundamento de los derechos humanos. Sino que, como yo he 
resaltado, la base de los mismos se encuentra en la naturaleza humana 
por lo cual estos son para todos los hombres, como consecuencia, ser la 
dignidad de la naturaleza humana, su fundamento. 
 
La naturaleza humana otorga titularidad a estos derechos 
universales, inviolables e irrenunciables; por lo tanto, al encontrar allí su 
fundamentación, deducimos que no pertenecen al hombre por una 
disposición estatal, sino que le pertenecen por el solo hecho de ser 
persona humana. 
 
Estos derechos deben ser: 
- Reconocidos: en todos los hombres por igual, este 
reconocimiento debe ser real y fundamental. Deben ser 
reconocidos para poder ser defendidos. 
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- Respetados: para poder efectivamente proteger la dignidad 
humana y para hacer que su realización sea posible. El derecho 
es el respeto, es la propuesta social del respeto. 
- Tutelados: una vez reconocidos y respetados, debo protegerlos, 
la tutela corresponde a cada hombre, al estado y a la comunidad 
internacional. 
- Promovidos: deben ser constantemente promovidos, esto es, 
que deben darse a conocer y ser elevados en todo sentido, para 
evitar que sean violados. 
 
Podemos añadir que los derechos humanos, en cuanto a derechos 
subjetivos, se encuentran en dependencia con la ley natural. "Lamamos 
ley natural a aquellas proposiciones universales del entendimiento 
práctico que la razón humana formula a partir del conocimiento del orden 
inmanente en la realidad de las cosas". 
 
5.4.1. "El Derecho, los Derechos Humanos y el valor del Derecho", 
Carlos I. Massini 
 
La ley natural es la participación de la ley eterna en el hombre. 
Los principios que esta contiene corresponde a las inclinaciones del 
hombre. 
 
El fundamento absoluto no es la voluntad del hombre, esto que 
no somos seres absolutos, sino limitados y contingentes. 
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Por lo tanto tendríamos que buscar el fundamento en otra parte. 
 
Daniélou nos dice que ese fundamento aparece "como 
mereciendo un respeto absoluto y que no tiene su origen en la voluntad 
del hombre, solo puede ser una voluntad mas alta, que se impone como 
digna de una reverencia y una adoración absolutas. Lo absoluto moral 
implica un elemento de lo sagrado. El creyente reconoce este elemento 
en el Dios vivo. Pero cuando el agnóstico reconoce ese carácter 
absoluto de la ley moral, también lo está confesando, aunque no sepa 
su nombre."  
 
Hay otras fundamentaciones diversas entre las cuales tenemos: 
 
Tesis estatista: concibe al Estado como fuente originaria de los 
derechos del hombre, se entiende como entidad suprema y absoluta. 
Esta concepción es la propia de los gobiernos totalitarios, y 
configura un ediosamiento al Estado. 
 
"Habbes sostenía que las leyes legítimas, imperando hacen las 
cosas justas, y los que prohiben las hacen injustas".  
Corrientes del pensamiento político liberal: un pensador que 
sostiene esta tesis es Rousseau con su "contrato social". 
Creyó salir de este modo del absolutismo de Estado, salvando 
la libertad irrestricta e ilimitada de los individuos, pues estos, al 
155 
 
 
 
obedecer las leyes que prescriben obligaciones y establecen derechos, 
no están haciendo otra cosa que obedecerse a sí mismos. 
 
Por otra parte, la soberanía "absoluta" del pueblo lo constituye 
en la fuente primaria del orden jurídico. Escribió Rousseau: "Cualquiera 
que rehuse obedecer la voluntad general, sea obligado a ello por todo 
el cuerpo (...)  
 
5.5. La universalidad de los derechos humanos 
Los derechos humanos son universales porque pertenecen a 
todos los hombres, a todos por igual, en todo tiempo y lugar; se 
encuentran de manera innata ligados a la naturaleza del hombre. 
Asimismo, la universalidad es una de las características de la ley 
natural, de la cual los derechos humanos se encuentran en 
dependencia Universal, es ser común a todos los pueblos y naciones. 
Es la posibilidad de que ante una misma situación la solución sea 
siempre la misma. 
 
Santo Tomas de Aquino dice que la ley natural es común a todos; 
"en cuanto a los primeros principios comunes, es lo mismo en todos los 
hombres, tanto por la rectitud de su inteligencia, como por el 
conocimiento que de ellos se tiene.  
 
En cuanto a los preceptos particulares, que son a modo de 
conclusiones derivados de los principios comunes, la ley natural es la 
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misma en la generalidad de los casos, pero en su aplicación pueden 
darse excepciones por razón de las circunstancias; y en cuanto a su 
conocimiento, este puede fallar en casos concretos, bien por fallo en el 
razonamiento, bien por ignorancia a causa de la perversión de la razón 
debido a las pasiones o a los malos hábitos." * 
 
Bidart Campos concluye que los Derechos Humanos son innatos 
e inherentes a la naturaleza del hombre; además son inmutables, 
eternos, supra temporales y universales. Estos se imponen al Estado y 
al Derecho positivo, son inalienables e imprescriptibles. 
 
"Los derechos humanos significan una estimativa axiológica en 
virtud del valor justicia, que se impone al Estado y al Derecho positivo." 
 
Respecto a la universalidad de los derechos humanos podemos 
señalar que comienza a partir del siglo XVIII, con la Independencia y la 
Revolución americanas de las Colonias Inglesas, y con la Revolución 
Francesa. En este tiempo comienza el constitucionalismo moderno y 
comienzan a surgir las declaraciones de derecho. Este movimiento 
adquiere gran difusión en el mundo. 
 
Con universalización de los derechos se expresa que se vuelven 
generales en todo el mundo. 
 
157 
 
 
 
5.5.1. Teoría General de los Derechos Humanos", Bidart Campos. 
 
Durante esta época, comienza la formulación de los derechos de 
la primera generación, los derechos civiles y políticos, los cuales en ese 
entonces fueron también denominados derechos públicos subjetivos y 
derechos individuales. La universalización se funda especialmente en 
la difusión de estos principios, porque cada estado fue introduciendo y 
formulando en sus constituciones los derechos del hombre. 
 
Con relación a la universalidad, hablamos de la 
internacionalización. Esta comienza en la segunda mitad del siglo XX, 
es un fenómeno que acontece en el plano internacional; por el cual el 
problema de los derechos ya no es exclusivo resorte de cada estado 
en su jurisdicción interna, sino además del derecho internacional 
público. A la vez el derecho internacional público se ocupa y preocupa 
de ellos, y formula su propia declaración de derecho en documentos 
internacionales, como el de las Naciones Unidas de 1948 y en demás 
tratados, pactos y convenciones. 
 
Con esto, el hombre ha adquirido la calidad de un sujeto del 
derecho internacional, ya que todo hombre puede llevar denuncias o 
quejas ante las organizaciones supra-estatales, para que sus derechos 
sean respetados y defendidos. 
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"Universalizar los derechos es admitir que todos los hombres 
siempre y en todas partes deben gozar de "unos" derechos porque el 
hombre es persona. Internacionalizar los derechos es hacer exigible en 
virtud del derecho internacional público que todo estado reconozca 
"unos" derechos a todos los hombres, también porque el hombre es 
persona". * 
 
Cuando se dice que los derechos están cargados de historicidad, 
es porque dependen de la situación de lugar y de época, de cultura, 
creencias y valoraciones sociales. 
 
La noción de historicidad es incompatible con la de su 
universalidad, porque esta última haría pensar que siempre, en todo 
tiempo y lugar, el hombre tiene (Principios de Derechos Humanos y 
Garantías". De Daniel Herrenford y Bidart Campos) los mismos 
derechos sin ninguna conexión con el ambiente en el que convive. Lo 
histórico sucede, se transforma, cambia, retrocede o progresa. 
 
Aunque los derechos se consideren los mismos, no son siempre 
iguales en el modo de su realización. 
 
5.6. Filosofía de los derechos humanos 
"Se habla de los Derechos Humanos como filosofía, y se está en 
lo cierto. Hasta las posturas que los devalúan, los niegan, los execran, 
los abordan peyorativamente o les restan importancia, implican en su 
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base la adopción de una filosofía que no por ser desfavorable deja de 
ser tal". * 
 
Es la filosofía que toma como objeto ese "algo" que son los 
Derechos Humanos. Se ocupa de ellos, los explica, busca saber y 
conocer cual es su entidad, su consistencia, su fundamento, que son. 
Solo es filosofía de los derechos humanos aquello que al tomarlos 
como objeto suyo, los valora afirmativamente, los defiende. 
 
La filosofía de los derechos humanos, que se ocupa de ellos, los 
explica y busca el conocimiento de su entidad, consistencia y 
fundamento. Es una filosofía que los toma como objeto suyo, buscando 
una respuesta para la defensa y reivindicación de estos derechos. 
 
El aspecto filosófico de los derechos humanos es un aspecto 
jurídico-político, el cual contiene un gran contenido axiológico, 
pudiendo considerarse a los derechos humanos como valores. Estos 
derechos humanos se encuemtran ligados con la ética de la libertad, 
de la igualdad y de la paz. 
 
Bidart Campos, nos señala que, en la Argentina podemos 
encontrar dos escuelas de filosofía de derecho, que se pueden 
considerar dentro de la filosofía de los derechos humanos con realismo, 
ya que ambas pertenecen al realismo jurídico. Estas escuelas son el 
Trialismo de Werner Godlschmidt, y la Egología de Carlos Cossio. 
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Mantienen una misma postura, afirmando que el derecho no es una 
norma solamente y que el derecho es un fenómeno social de la 
convivencia, de la vida y del mundo jurídico, consistiendo en conductas 
o comportamientos humanos. ("Teoría General de los Derechos 
Humanos", B. Campos, página 46). 
 
El Trialismo: reconoce en el derecho la unión de tres 
dimensiones; la realidad, o sea la dimensión sociológica u orden de 
conductas; las normas, o sea la dimensión normativa u orden normativo 
y el valor, o sea la dimensión dikelógica* u orden de valor. Siendo la 
principal dentro de éstas tres dimensiones: la realidad, compuesta por 
las conductas o comportamientos humanos cuyos autores son los 
hombres, que son los encargados de realizar repartos. Los repartos son 
las distribuciones, para el trialismo lo que se puede repartir es 
"potencia" e "impotencia".  
 
Esta filosofía de los derechos humanos es una filosofía jurídico-
política, que alberga una estimativa axiológica, una deontología o una 
ideología que se anuda con la filosofía de los valores por eso los 
derechos humanos se dice que son un conjunto integral de valores. 
 
Una filosofía que eliminará el tema de la justicia y de los demás 
valores jurídico-políticos no sería apta para brindar asidero suficiente y 
sólido a los derechos del hombre. 
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Desde una dimensión normativa, corresponde al "derecho" y al 
obligación, la impotencia. 
 
Es orden normativo, se encuentra compuesto de normas, las 
cuales pueden encontrarse escritas o no estar escritas y pertenecer al 
derecho consuetudinario. Estas normas son las descripciones de las 
conductas de reparto y de la voluntad de su autor, siendo las normas 
las encargadas de describir, lo que el nombre manda, ordena o permite. 
 
La dimensión dikelógica es la que alude al valor justicia. El valor, 
vale (porque posee una valencia), valora (por medio del valor 
valoramos las conductas) y orienta (nos brinda criterios y bases, para 
poder llevar a cabo nuestras conductas). Los valores son esencias, 
valen por si mismos, aunque el hombre los desconozca o no los 
aprecie. El valor es exigente porque reclama que los hombres lo 
realicen en sus conductas. 
La palabra dikeología alude a la ciencia de la justicia, ya que dike 
en griego es justicia. 
 
La egología: esta teoría considera como objeto de la ciencia 
jurídica a la conducta humana, en vez de las normas, como considera 
el normativismo. Considera a las conductas como objeto, porque la vida 
jurídica, se encuentra dentro de un fenómeno de la sociedad, esta 
sociedad está formada por vidas humanas que realizan distintas 
conductas en todo momento. La egología considera que la norma es 
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solamente un modo de conceptualizar el derecho, que no se encuentra 
en las normas más que conceptualizado. La teoría Egológica parte del 
Derecho Positivo, pero la construcción cossiana dejó de lado al 
normativismo mecanicista' como objeto de la ciencia jurídica, para 
estudiar al 'Derecho'comprendiendo e interpretándolo como conducta 
humana en interferencia intersubjetiva 
 
La egología, tiende a fundar su filosofía, en torno de algunas 
afirmaciones como: 
- El Derecho es positivo, o sea realidad social, 
- El Derecho es conducta, 
- El Derecho es conducta en interferencia intersubjetiva, 
 
Toda conducta Jurídica es valiosa. 
 
La egología, sostiene que no hay conductas que no se 
encuentren en el derecho, porque siempre están ya sea en el ejercicio 
de una potestad, en el cumplimiento de un deber, en la violación de una 
obligación o en el padecimiento de una sanción. 
 
La libertad es el concepto clave, dentro de la filosofía de los 
derechos humanos, es necesaria la autonomía del hombre en la 
sociedad y un límite a los poderes externos a él especialmente el poder 
del Estado. 
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Si la filosofía de los derechos humanos en cuanto prosigue la 
libertad y los derechos se convierte en una forma de organización 
política, que es la democracia. 
 
5.6.1. La ideología de los derechos humanos: 
Podemos decir que todo régimen político tiene una filosofía en 
cuanto a conservación de principios, ideas, valoraciones y pautas que 
le sirven de orientación. 
 
De este modo, la filosofía asume el papel de una ideología. 
 
Como concepto de ideología tenemos que son las ideas que los 
hombres nos forjamos sobre lo que es, como es y como debería ser el 
régimen político. Esta ideología es la que contiene todas las 
esperanzas de cómo queremos que sea dicho régimen. 
 
A partir del momento en que toda la filosofía de los Derechos 
Humanos penetra en un ámbito práctico, con el fin de normativizarse 
en el régimen político, es cuando la filosofía comienza a formarse en 
una ideología de derechos humanos. 
 
5.6.2. La ciencia de los derechos humanos: 
 
Cuando se habla de ciencia de los derechos humanos hablamos 
de un estudio científico de los mismos. 
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Cuando se afirma que la filosofía es ciencia, la filosofía de los 
derechos humanos ya entra en el radio de los derechos humanos, con 
ayuda de la historia, sociología, ética y antropología, desde que el 
núcleo axiológico en la filosofía de los derechos humanos demanda 
conocer su historia, las distintas concepciones y fundamentos, los 
valores socialmente aceptados, etc. 
 
A la vez hay que examinar científicamente cuales derechos son 
efectivamente aceptados y vigentes en una sociedad; que dificultades 
impiden su eficacia; cuales son las relaciones entre las 
transformaciones sociales; a que valores apunta el plexo de los 
derechos; que influencia juegan los valores de cada sociedad, los 
factores políticos, culturales, económicos, tecnológicos que promueven 
o frenan a los derechos del hombre. 
 
Y también es importante el estudio científico desde el plano 
constitucional (normas escritas, derecho no escrito, garantías, jerarquía 
de valores y de derechos... para, posteriormente, penetrar en el 
derecho constitucional comparado de los derechos humanos. 
 
Como definición de ciencia de los derechos humanos podemos 
decir que es una "rama particular de las ciencias sociales, que tiene 
como objeto estudiar las relaciones entre los hombres en función de la 
dignidad humana, determinando los derechos y las facultades 
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necesarios en conjunto para el desarrollo de la personalidad de cada 
ser humano." * 
 
A la ciencia de los derechos humanos podemos llamarla también 
"Derecho" de los derechos humanos, como señalamos otras áreas del 
derecho objetivo como derecho constitucional, derecho civil... 
 
Entonces podemos decir que la ciencia jurídica que estudia los 
derechos humanos recibe esas dos denominaciones. 
 
El derecho de los derechos fundamentales, equivaldría a la parte 
del derecho general que tiene como objeto de análisis y estudio los 
derechos humanos. 
 
Para quienes el derecho es norma y nada mas que eso, este 
derecho será únicamente el que toma el conjunto de normas jurídicas 
referentes a ellos.(General de los Derechos Humanos, G. J. Bidart 
Campos, página 54.) 
 
5.7. Los derechos humanos como principios generales del derecho 
Para establecer la relación existente entre los derechos 
humanos y los principios generales del derecho, me parece correcto 
comenzar con una reseña acerca de estos últimos. 
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Con "principios generales del derecho" se quieren significar dos 
cosas, según la historia positiva son los principios que están en el 
derecho positivo; según la filosofía ius materialista son los principios en 
los cuales tiene su origen el ordenamiento jurídico. 
 
El positivismo jurídico nos dice que ellos informan un 
ordenamiento jurídico dado, que están expresados en las normas 
positivas y que son sacados por inducción de ellas. Eran los que se 
encontraban en el Derecho Romano, en el derecho común. Su 
pretensión es que el derecho positivo es por si solo suficiente para 
resolver todos los problemas. 
 
El ius naturalismo sostiene que se hace referencia a principios 
suprapositivos, que informan y dan fundamento al derecho positivo. 
Según una normatividad ius naturalista que expresa el elemento 
constante y permanente del derecho, el fundamento de cada 
legislación positiva. Se refieren a juicios de valor inherentes a la 
naturaleza del hombre. Son principios superiores que informan todo el 
derecho universal. 
 
La idea de principio implica las de fundamento, elemento, origen, 
comienzo, causa, razón. Ellos gozan de principalidad (generalidad) 
juricidad. 
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Estos tienen un doble papel: ser ellos se fundamenta el derecho 
positivo, y son fuente de base técnica, pues subsidiariamente en ellos 
deberá apoyarse el juez para resolver el caso ante la falta de la norma 
expresa o al comprobar la no-aplicabilidad de las demás que integran 
el ordenamiento jurídico. Valen antes que la ley, en la ley y después de 
ella; afirman y enuncian valores. 
 
5.7.1. Función y finalidad de los derechos humanos: 
En principio podemos decir que ellos sirven de ideas de fuerza, ya 
que disponen vigor para canalizar el derecho futuro, para perfeccionar el 
existente y para acelerar el cambio y la transformación. 
 
El curso histórico que ha seguido la filosofía de los derechos 
humanos va mostrando hitos importantes en un progreso, por ejemplo se 
ha alcanzado la instancia de la internacionalización. La difusión de la 
filosofía de los derechos humanos han empujado la curva ascendente de 
su positivización. Sin ella el derecho de los derechos humanos no sería 
hoy lo que es. Cuando pasamos al derecho positivo y un funcionamiento 
eficaz, los derechos humanos diversifican su función valiosa. 
 
Los derechos humanos cumplen una función determinada, dentro 
del orden social. 
 
Desde un punto de vista filosófico, dan la orientación necesaria 
para introducir dentro del derecho los derechos humanos. Dentro del 
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derecho, son los que hacen que se pueda llegar al bien común dentro de 
la sociedad, garantizando el desarrollo de todas las personas, teniendo 
como base a la dignidad de la persona. Los derechos humanos marcan 
los límites del abuso del poder, se fundan en la ética de la libertad, la 
igualdad y la paz. El sistema de los derechos humanos cumple una política 
de propiciar el bien común, la libertad y el desarrollo de todos los hombres, 
en todos los aspectos y ámbitos de su convivencia. 
 
El orden jurídico-político, es el encargado de garantizar su tutela y 
defensa, para poder mantener un orden social. 
 
Por lo tanto, en la función de los Derechos Humanos podemos 
destacar la importancia de la filosofía de los derechos humanos, la cual 
nos da la base necesaria, para que luego surja una determinada ideología 
basada en la democracia y esta nos del pie para poder insertar dentro del 
Derecho positivo, las normas basadas en los derechos humanos, dentro 
del ámbito social. 
 
En la historia de los derechos humanos, podemos observar como 
se fue perfeccionando, la introducción de los derechos humanos en un 
ámbito jurídico político, hasta lograr la internacionalización de la tercera 
generación. 
 
De la relación entre los términos de función y finalidad, Peces-
Barba, los distingue, señalando una finalidad mas genérica cuyo objeto es 
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el desarrollo integral de la persona humana y en la función de los derechos 
la examina en orden de la creación del derecho. * 
Bidart Campos, alude a la situación de que finalidad y función 
pueden llegar a ser equivalentes o dice, que los derechos cumplen una 
función conducente a su finalidad. 
 
De esta forma, para entender mejor los conceptos nos determina 
algunas funciones: 
 
La función de instalar al hombre dentro de una comunidad política 
de acuerdo con su dignidad de persona. Esta función es la que no ubica 
al hombre dentro de una sociedad con todo un ámbito de libertad, 
autonomía y derechos, y a su vez la función del Estado de garantizarle a 
la persona el desarrollo necesario, para que pueda vivir en libertad y 
ejercer sus derechos, sin que haya dentro del Estado un abuso del poder 
y este sea fuente de la democracia. Para que esta función entre en 
vigencia es necesario que haya normas constitucionales que la avalen. 
 
La función de que los derechos humanos estén dentro de un orden 
público jurídico del Estado. Esta función se debe fundar en un sistema de 
valores, el cual cumple la función no solo de orientar, sino también de 
promover el desarrollo de los derechos. 
 
La función de la tutela jurisdiccional de los derechos humanos, para 
que los hombres puedan ser verdaderos titulares de derecho, y así 
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puedan acceder al ejercicio de sus derechos, por medio de un sistema de 
órganos y vías idóneas que le garanticen su ejercicio. 
 
La función de lograr que el hombre tenga sus necesidades básicas 
cubiertas, para poder realmente desarrollarse con una buena base 
económica, cultural y social. Esta función debería tenerla necesariamente 
en cuenta, tanto el Estado como aquellos que realmente han alcanzado 
su verdadero desarrollo económico; porque son los que se deberían 
ocupar de dar las posibilidades a aquellos sectores que se encuentran 
marginados e inmersos en la miseria. Es una función para la cual tendría 
que cooperar toda la sociedad en unión y haciendo uso de su democracia, 
se debería tener en cuenta a los sectores que tienen mayor necesidad 
otorgándoles posibilidades de desarrollo, por ejemplo por medios 
subsidiarios, creando mayores fuentes de trabajo, considerando a los 
hombres por su verdadera dignidad de personas humanas. 
 
5.7.2. Obligaciones que reciprocan los derechos humanos:  
Con las obligaciones que reciprocan los derechos humanos 
hacemos referencia a los derechos del sujeto activo frente al sujeto pasivo 
en relación de alteridad. Uno es el de la obligación, o débito, o prestación 
que tiene que cumplir el sujeto pasivo para dar satisfacción al derecho del 
sujeto activo. 
 
El tema de las obligaciones en el derecho, se debe analizar en el 
campo del derecho constitucional, porque es en el donde se sitúan los 
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derechos humanos. El hombre, al encontrarse titular, como es en este 
caso de un derecho humano, tiene en frente un sujeto que debe cumplir 
con una obligación, esta obligación es de carácter esencial, es la relación 
de alteridad del sujeto activo frente al sujeto pasivo, el cual debe cumplir 
una obligación de dar, prestar, hacer u omitir una determinada conducta. 
 
Las obligaciones a cargo del sujeto pasivo frente al derecho del 
sujeto activo son muy importantes, porque no hay derechos personales 
sin obligaciones correlativas o recíprocas. 
 
La importancia de las obligaciones constitucionales que existen 
para satisfacer los derechos del hombre se comprende cuando captamos 
y asumimos que cuando la obligación no se cumple, el derecho recíproco 
no queda abastecido, sufre violación o se vuelve teórico. Por lo tanto debe 
haber algún medio o vía para exigir el cumplimiento de la obligación, para 
sancionar al sujeto pasivo incumplidor de su deber, o para repeler de 
alguna manera el incumplimiento. 
 
Porque "¿de qué me sirve una norma que diga que todos los 
hombres tienen derecho a la atención de su salud, si cuando preciso 
atender la mía no hay nadie que pueda o tenga que cumplir a mi favor el 
deber de facilitarme una prestación de salud, y tampoco yo tengo recursos 
para proveérmela por mí mismo? ¿De qué le sirve al trabajador una norma 
que diga que tiene derecho a participar en los beneficios de la empresa 
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donde está empleado, si no hay medio ni vía para compeler a la empresa 
a que haga esa distribución?.* 
Podemos agrupar las obligaciones que dan reciprocidad a los 
derechos humanos en tres clases: 
 
- Activo, o lo turben e dañen; son obligaciones de abstención.  
- Cumplir una conducta de dar algo a favor del sujeto activo que 
es titular del derecho.  
- Omitir conductas que lo violen o impidan ejercer ese derecho al 
sujeto Cumplir una conducta de hacer, algo a favor del mismo 
sujeto activo.  
 
Por ejemplo: en cuanto al derecho a la vida y a la salud, hallamos 
obligaciones de omisión, en cuanto todos deben abstenerse de 
matarme, de lesionarme, de agredir mi integridad corporal, etc.; pero 
también es posible incorporar al contenido de este derecho algunas 
obligaciones de dar y de hacer, así, un centro sanitario, me debe 
atender, y debe "hacer" lo que en cada caso corresponda. 
 
5.8. Vías tutelares 
 
Los medios o vías para exigir que la obligación se cumpla sirven 
para sancionar su incumplimiento, o para remediar la violación o para 
repararla. Tales medios han de estar a disposición del titular del derecho 
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tanto cuando el sujeto pasivo cargado con la obligación sea el estado, 
como cuando lo sean uno o más particulares. 
 
Los medios han de ser judiciales, para acceder a un juez o tribunal 
del poder judicial. 
 
Las vías tutelares de derechos, se deben encontrar bajo la 
disposición de los titulares de derechos, o sea las personas humanas. 
Quienes deben exigir el cumplimiento de las obligaciones frente al sujeto 
pasivo, ya sea un particular o el estado. 
 
Las vías tutelares de derechos, deben ser fundamentalmente 
judiciales; deben encontrarse dentro del derecho constitucional procesal; 
y nos estamos refiriendo al ámbito de las garantías que son las que 
permiten hacer valer los derechos, cuando estos son violados o ignorados 
por el sujeto pasivo. 
 
Los derechos humanos deben estar reconocidos dentro de la 
Constitución, si hay alguna violación a uno de estos derechos ya sea por 
el estado o por algún particular, se estaría lesionando a la Constitución, y 
se trataría de una conducta inconstitucional, por ende debe haber vías 
que controlen la constitucionalidad. 
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Estas vías, que han de ser jurídicas, deben permitir el acceso a un 
tribunal, la legitimación del justiciable, la tutela de lo que él cree ser su 
derecho, y la impartición de justicia por parte del tribunal. 
 
Por lo tanto, encontramos como vías tutelares: la Constitución, las 
vías procesales comunes, las vías procesales sumarias y sumarísimas, el 
hábeas  corpus, el hábeas data y el amparo. Hábeas Corpus, cuando el 
derecho lesionado, restringido, alterado o amenazado fuera la libertad 
física, o en caso de agravamiento ilegítimo en la forma o condiciones de 
detención, o en de desaparición forzada de personas, la acción de Hábeas 
Corpus podrá ser interpuesta por el afectado o por cualquier en su favor y 
el juez resolverá de inmediato, aun durante la vigencia del estado de sitio. 
Hábeas Data, toda persona podrá interponer esta acción para tomar 
conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten 
en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a 
proveer informes, y en ese caso de falsedad o discriminación, para exigir 
la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquellos. 
No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística. 
 
Amparo, toda persona puede interponer acción expedita y rápida 
de amparo, siempre que no exista otro medio judicial mas idóneo, contra 
todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en 
forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con 
arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos 
por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá 
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declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u 
omisión lesiva. 
 
Si los Derechos humanos están reconocidos en la Constitución, la 
lesión originada a un derecho por el Estado y por los particulares no es 
solo una lesión al titular del derecho sino también es lesión de la 
Constitución, y por ende la conducta es inconstitucional. 
 
5.8.1. Fuentes de los derechos humanos: 
El tema de la fuente del derecho, se analizara desde el punto de 
los Derechos Humanos insertados en una dimensión sociológica, por 
lo cual en este caso la fuente sería el Derecho Constitucional. Al haber 
una vigencia de manera sociológica de estos derechos nos estamos 
remitiendo a las normas escritas. 
 
Igualmente, se afirma que en una etapa previa a la positivación 
de los derechos, la filosofía de ellos hace de inspiradora y orientadora 
en la creación del derecho positivo, tanto en la formulación normativa, 
como en la esencia de su vigencia. 
 
5.8.1.1. La Constitución 
La cual considerada por el constitucionalismo moderno como la 
fuente madre de los derechos humanos. Tiene el carácter de ley 
Suprema porque es la encargada de regular el funcionamiento de los 
poderes del Estado y los derechos de los ciudadanos. 
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5.8.1.2. Los Tratados Internacionales 
Forman parte como fuente del derecho interno, a partir del momento en 
el que una fuente interna les da recepción a su sistema jurídico. Estos 
tratados surgen a partir de la internacionalización de los derechos 
humanos, dando lugar para una mayor garantía de instancias 
internacionales o supraestatales. 
 
5.8.1.3. La Legislación Interna 
Las leyes internas deben complementar a la Constitución como fuente 
de los derechos humanos. Con esto lo que quiero decir es que las leyes 
internas deben apoyar, ampliar y detallar los derechos humanos, en 
vez de contradecirlos. Las leyes no pueden violar los principios 
establecidos en la Constitución, porque esta es la ley Suprema. 
 
5.8.1.4. El Derecho no escrito 
También llamado el derecho Consuetudinario, es donde se encuentra 
la vigencia sociológica de los derechos humanos dentro de la sociedad, 
sin que se encuentren formulados explícitamente en la Constitución. 
 
5.8.1.5. El Derecho Judicial 
Es una fuente de gran importancia, ya que tiene la posibilidad de elevar 
otras fuentes y lograr la vigencia sociológica de los Derechos 
Humanos. Es según Bidart Campos, la creación de derecho por los 
jueces, la cual puede apuntar a favor de los Derechos Humanos. Según 
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la escuela egológica de Cossio, el Derecho Judicial, equivale a la 
jurisprudencia. 
 
5.9. La dignidad de la persona humana 
Cuando escuchamos o leemos noticias donde indican que en tal o 
cual lugar del mundo a diario se viola la dignidad de las personas en 
diferentes circunstancias, lo primero que se imagina es que estos seres 
humanos están siendo víctimas de abusos, injusticias, hambre, 
enfermedades, torturas o asesinatos, padecen de frío, etc. Y caemos en 
el concepto de que esa "dignidad" a que se hace referencia con mucha 
facilidad se adquiere a través de la vida diaria, o por lo menos lo 
relacionamos con el vivir diario de las sociedades. 
 
La dignidad es un valor inherente a todo ser humano que no termina 
por una decisión de otro ser humano. La dignidad no sólo hay que verla 
desde el punto de vista de vivir diario, sino también desde esos dos 
elementos básicos que le sostienen que son la libertad y la igualdad; 
ambas, obtenidas con el nacimiento en el lugar y bajo cualquier 
circunstancia favorable o desfavorable. 
 
Esa libertad intrínseca hace que la persona pueda pensar y tener 
conciencia real de lo que le rodea, a pesar de las influencias naturales, 
económicas, sociales y políticas. Esa libertad que no sólo se ejerce por el 
derecho a la libertad de movimiento o locomoción, o a la libertad de 
expresión o a todo lo que representa los derechos civiles y políticos. 
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La Libertad es mucho más que eso, es un don inviolable, 
inalienable que posee todo ser humano por el único hecho de ser tal. La 
Libertad, hace que el ser humano pueda desarrollarse libremente dentro 
de sí misma y que nadie puede cambiarlo sino es tan sólo por una propia 
voluntad, aun cuando tenga impedimentos de ejercer derechos 
reconocidos, esa libertad va más allá, es desarrollarse dentro de valores 
y principios propios que son sólo propiedad de uno y de nadie más. 
 
La dignidad de la persona también incluye un elemento importante 
que es la Igualdad. Esta “igualdad” no es la misma igualdad que 
usualmente conocemos; es decir, igualdad de oportunidades de trabajo, 
igualdad de un derecho a la educación; igualdad de condiciones; igualdad 
de trato, etc. Esta “igualdad”, es algo que va más allá, es aquel elemento 
de la Dignidad que cada ser humano posee por el hecho de ser concebido, 
igualdad de vivir, igualdad de desarrollarse interiormente, igualdad de 
poder pensar con libertad, igualdad de saber que es lo bueno y que es lo 
malo. 
 
Por eso insisto en que esta DIGNIDAD y sus dos elementos 
“libertad” e “igualdad”, es el fundamento básico de la existencia de la 
persona. 
 
Yo tengo mi propia percepción de la igualdad, en el tema de la 
fundamentación de los derechos humanos trato de ir más allá. Igualdad 
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ante la ley es un derecho humano reconocido por el derecho natural y por 
el derecho positivo y, la igualdad material, es un anhelo de todas las 
personas de alcanzar por medios iguales condiciones económicas, 
sociales y culturales. 
 
La Igualdad desde mi punto de vista, es aquella que hace del 
hombre la posibilidad de desarrollarse con todas sus potencialidades para 
alcanzar no solamente cosas materiales que le permita vivir en 
condiciones dignas, sino de reconocérsele como persona todos los 
principios y valores que por el hecho de ser persona tiende a desarrollar 
desde el momento de su nacimiento. 
 
Todos nacemos “iguales”, pero son las sociedades las que se 
encargan de hacernos diferentes los unos a los otros, las circunstancias 
económicas, sociales y culturales, el entorno familiar, hace que seamos 
diferentes y que existan las desigualdades que llevan a las violaciones 
continuas de los derechos más elementales de las personas.  
5.10. El jusnaturalismo: los derechos naturales como "Inherentes a la 
naturaleza humana" 
 
Un término universal dentro del campo de los derechos humanos, 
es que éstos son inherentes a la naturaleza humana. Cuando leemos o 
escuchamos la palabra “inherente”, que en lo particular a mi no me gusta 
usarla, se están refiriendo a que por su naturaleza está de tal manera 
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unido a otra cosa que no se puede separar. Es entonces en este caso, lo 
propio, lo inseparable y lo indisoluble a la persona humana. 
 
La naturaleza es la esencia y característica de cada ser, y 
hablamos de los derechos naturales como inherentes a la naturaleza 
humana, nos referimos a “natural” como esos derechos propios de la 
“naturaleza” humana; es decir, el reconocimiento normal, natural y 
espontáneo de esos derechos que le son propios a los seres humanos. 
 
Sin embargo, lo que puede parecer algo normal, en la práctica 
diaria es totalmente diferente. En primer lugar, no hay un reconocimiento 
práctico de los derechos naturales, por que no hay un entendimiento 
universal de esos derechos naturales; y, en segundo lugar, no hay 
reconocimiento práctico o una actitud humana de que la naturaleza 
humana nos ha dotado de derechos que son inviolables, propios, 
indisolubles. 
 
El punto de discusión es la manera en que las personas 
conozcamos nuestros propios derechos por el hecho de haber nacido, es 
decir nuestros derechos naturales, esto por un lado; y, por el otro lado, 
que estos derechos naturales son propios o inherentes de todos los que 
habitamos este universo. 
 
Uno de los autores que desarrolla este punto es Santo Tomás de 
Aquino, con su obre “La Ley Natural y Ley Humana”. Santo Tomás inicia 
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su reflexión preguntándose si “existe una ley humana” y nos dice que 
“parecería que no existe una ley humana”. Santo Tomás afirma que la ley 
natural es una participación de la ley eterna y que a través de esta “todas 
las cosas están perfectamente ordenadas”, citando a San Agustín. 
 
Afirma Santo Tomás que “La razón humana no puede tener una 
total participación en los dictados de la razón divina, sino sólo según su 
propio modo”, posición Tomista que si la ubicamos en nuestros días, la 
vemos claramente practicable al vivir diario de las sociedades y de las 
personas, en el sentido que la persona usa de acuerdo a sus principios y 
valores esa “razón humana” para establecer actitudes que para el propio 
hombre no atentan contra esos valores y principios que la razón divina le 
indica. 
 
Pero, qué pasa con los que no creen en una razón divina. 
Significará que la razón humana es fruto de la supervivencia diaria?, o tal 
vez que, la razón humana es una razón “divina” a la vez?. Nadie puede 
negar que las personas poseemos derechos naturales, ni aún los que no 
creen en una ley divina pueden afirmar lo contrario. Sin entrar a temas 
religiosos, que no es el afán de esta conferencia, pensemos y 
reflexionamos acerca de la condición humana y su origen en el universo. 
 
Santo Tomás también pregunta si la ley natural es la misma para 
todos los hombres. Dice, que parecería que la ley natural no es la misma 
para todos. Según los Decretales, se entiende por ley natural “aquella que 
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se encuentra contenida en la Ley y en los Evangelios”, pero estos no son 
comunes a todos los hombres por que no todos obedecen al Evangelio, 
en conclusión dice Santo Tomás de la ley natural no es la misma para 
todos los hombres. 
 
Otro autor interesante de leer es Eusebio Fernández, con su 
ensayo "Acotaciones de un supuesto iusnaturalista a la hipótesis de Javier 
Muguerza sobre la fundamentación ética de los derechos humanos". Aquí 
nos desarrolla diferentes propuestas. 
 
La primera de ellas es que "los derechos humanos fundamentales 
son derechos morales". Nos habla de tres situaciones: “ A. Los derechos 
morales pueden hacer exigencias morales aún no reconocidas 
jurídicamente, pero que cuentan a su favor con importantes y fuertes 
razones de orden moral. B. los derechos morales pueden estar 
reconocidos jurídicamente, pero con un reconocimiento insuficiente para 
posibilitar su auténtico ejercicio debido tanto a motivos técnico-jurídicos o 
garantías particulares de política legislativa como a barreras propias de 
las estructuras socioeconómicas dominantes. C. los derechos morales 
pueden estar reconocidos jurídicamente y contar con garantías generales 
y particulares suficientes para su efectivo ejercicio, es decir, tratarse de 
derechos de jurídicos plenos”. 
 
Otra propuesta, es que los derechos humanos así entendidos 
tienen poco que ver con su presentación como derechos naturaleza en el 
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sentido tradicional. Una propuesta interesante, es cuando dice que "el 
fundamento de los derechos humanos es previo a lo jurídico y de ser 
buscado en los valores morales que lo justifican y sirven para 
reivindicarlos, los cuales responden hacía una abstracción de una 
dimensión antropológica básica, constituida por las necesidades humanas 
más fundamentales y radicales para una existencia digna. 
 
Menciona también el profesor Fernández, que los derechos 
morales nacen como respuesta a las necesidades humanas más 
importantes, necesidades que son básicas y se configuran o desarrollan 
históricamente. Finalmente, propone que la lucha por los derechos 
humanos fundamentales como derechos morales es, al mismo tiempo, la 
lucha por el mantenimiento, profundización, ampliación y 
perfeccionamiento de los derechos humanos que ya reconocidos y 
garantizados y la lucha contra un statu quo consensuado cuando éste es 
injusto. 
 
5.11. El positivismo jurídico: los derechos humanos como producto 
de la actividad normativa del Estado 
 
La historia jurídica nos ha presentado diversas etapas de lo que fue 
el positivismo jurídico. El reconocimiento de los derechos humanos por 
parte de las sociedades ha pasado también por diversas etapas que nos 
ha llevado a un entendimiento progresivo y a un desarrollo escalonado de 
lo que son los derechos humanos. 
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Max Weber en su escrito titulado "Racionalización Formal y 
Racionalización Sustantiva en el Derecho (leyes sagradas)", menciona 
que las antiguas formas de justicia popular tenían su origen en los 
procedimientos conciliatorios entre grupos de parientes. Afirma que, en la 
medida en que aumentaba la racionalidad de la organización de la 
autoridad, se eliminaba las formas de procedimiento irracionales y el 
derecho sustantivo era racionalizar, es decir, el Derecho como un todo era 
racionalizar. 
 
La meta de las jerarquías eclesiásticas nos dice Weber, es 
encontrar el tipo de derecho más apropiado para realizar los objetivos 
éticos y prácticos de tales autoridades. En el curso de este tipo de 
racionalización del pensamiento jurídico de un lado y de las formas de 
relaciones sociales de otro lado, se pueden derivar las más diversas 
consecuencias a partir de los elementos no jurídicos de una doctrina legal 
creada por una clase sacerdotal. Una de esas posibles consecuencias fue 
la separación del fas, mandato religioso, de jus, la ley establecida a dar la 
solución de los conflictos humanos que no tenían relevancia histórica. 
 
Asegura a través de la historia, la aplicación del derecho no formal, 
el uso de este por parte de jerarcas, déspotas, demagogos democráticos, 
y autoridades religiosas. Lo que hace cientos de años se aplicaba como 
derecho no formal, hay aún hoy en día sociedades dirigidas por jerarcas, 
déspotas, y especialmente demagogos democráticos que hacen que "su 
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derecho" viole los principios jurídicos que garantizan los derechos 
humanos. 
 
Al existir desigual distribución del poder económico que el sistema 
de justicia formal legaliza, la desigualdad de acceder a medios de justicia 
se hace más evidente, creando así un conflicto permanente dentro de las 
sociedades que llevan al final a la destrucción del hombre. Por eso, la 
"justicia social", entendida como la protección a las personas 
económicamente débiles, elevando su nivel de vida y de cultura y 
prescribiendo aquellos privilegios de las clases económicamente fuertes 
que originan  datos visibles de desigualdades sociales,  debe ser  la 
bandera que todas las clases económicas deben de abrazar, al fin de 
lograr la justicia formal que nos lleve a la realización del ser humano 
respetando su dignidad. 
 
5.12. Las etapas en el desarrollo histórico de los derechos humanos 
 
El desarrollo histórico de los derechos humanos, se inicia no con 
una positivación, sino mediante principios y valores que las sociedades 
impusieron para la convivencia pacífica. Sin embargo, la necesidad de 
positivizar los derechos humanos, nos lleva a la garantía de la existencia 
de una seguridad jurídica, que nos permita tener los elementos necesarios 
para reclamar el cumplimiento de los mismos. 
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Las normas de derechos humanos deben de encuadrarse dentro 
de las condiciones que la seguridad jurídica reclama. Es decir, normas 
positivas de derechos humanos, la seguridad de ser un derecho "seguro", 
que la fundamentación en que se basa este derecho tenga los mínimos 
errores posibles sobre todo cuando se trata de derechos humanos, y que 
las normas internas sean lo fuertemente estables a fin de no cambiar las 
garantías de derechos humanos reconocidas por los Estados. 
 
Si no se cumple lo anterior el campo de los derechos humanos, 
significa que no existe la seguridad que jurídica que estas normas 
principalmente deben de contar para su cumplimiento y protección de 
todas las personas. 
 
Sin embargo, si tenemos presente, el hecho de que el ser humano 
crea el derecho, entonces puedo afirmar con convicción de que el poder 
y el derecho es un “ matrimonio” donde deben de convivir en armonía y 
paz, ya que ambas, a mi modo de ver, no pueden estar separadas. 
  
5.13. El humanismo cristiano 
 
Una vez más quisiera insistir en que los documentos relacionados 
a temas religiosos usados para una reflexión de este tema, responden a 
una visión filosófica que nos ayudará a reflexionar aún más sobre los 
fundamentos de los derechos humanos. Cada uno de ustedes, con base 
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a sus creencias debe valorar las mismas y meditar dentro de la 
perspectiva de lo que se quiere transmitir. 
 
Michael Villey, en su trabajo titulado “Caracteres de la Justicia 
Cristiana según San Agustín”, nos dice que el oficio de San Agustín era 
predicar la justicia bíblica con preferencia a la justicia clásica pagana del 
Derecho Natural. San Agustín, como dice Villey, sabe que esas reglas de 
caridad de la justicia cristiana tienen el defecto de no prever con certeza 
ninguna actitud objetiva; sus aplicaciones objetivas presentan una 
diversidad al infinito. San Agustín gusta mostrar la Movilidad de las 
instituciones jurídicas. La obra cumbre de San Agustín "Confesiones", 
presenta su posición sobre lo que es la justicia clásica. El autor menciona 
también, que San Agustín había asumido la defensa ante la propiedad 
privada, en tanto que esta institución procede de las leyes del estado. 
 
Con relación a esta posición de San Agustín, si el derecho a la 
propiedad se fundamenta en los Diez Mandamientos, no creo, que había 
necesidad en que San Agustín defienda la propiedad privada sólo si 
procede de las leyes del Estado, pregunto entonces: ¿por qué San 
Agustín no se basó en los diez mandamientos para defender la propiedad 
privada?. Aunque, hay que reconocer que, San Agustín tenía el ideal de 
justicia comunitaria. 
 
Dice Villey, que el derecho cristiano de origen divino puede 
perfectamente coexistir con las leyes temporales de origen humano. Estos 
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dos derechos no pueden contradecirse, ni siquiera se encuentran, porque 
no tienen el mismo terreno de aplicación. Nos dice que el uno "nos ordena 
apartar nuestro amor de las cosas temporales", y el otro se refiere a cosas 
transitorias, al cuerpo, la fortuna, las familias, o la libertad en el sentido de 
condición social. La síntesis de San Agustín dice el autor, no revela su 
coherencia sino a su nivel espiritual; supone el mismo tiempo un cierto 
respeto y un cierto desprecio por las leyes temporales. Implica la 
indiferencia de la justicia cristiana perfecta respecto de los bienes 
terrenales. 
 
Por otro lado, Santo Tomás de Aquino, fundamenta su posición 
basándose en la razón humana y contradice, a lo manifestado por San 
Agustín. "Será que la razón humana no puede tener una total participación 
en los dictados de la razón divina, sino sólo según su propio modo o 
imperfectamente". Además dice Santo Tomás de Aquino que, la ley 
natural es la misma para todos; dando que el filósofo afirma que en "lo 
justo natural es aquello que es igualmente válido en todas partes". Por 
consiguiente, si las leyes humanas derivada de la ley natural, se seguiría 
que ellas también son las mismas para todos; lo que es claramente falso. 
 
Santo Tomás de Aquino, pasa referencia al filósofo Tulio que 
sostenía que: "lo que emanaba de la naturaleza y era aprobado por la 
costumbre, las leyes sancionados con el temor y la reverencia". Además, 
responde con base a lo afirmado por San Agustín "lo que no es justo 
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parece que no es ley en absoluto", y por consiguiente, la fuerza de una de 
un depende del alcance de su justicia. 
 
Claro está, que la posición de Santo Tomás Aquino se da en una 
situación social muy diferente en valores y principios a los que vemos a 
puertas del siglo 21. En lo personal, creo que la ley humana sí existe y 
que los seres humanos encargados de darla, tienen influencia de la ley 
natural aunque parezca que no se así por las diferentes percepciones que 
la naturaleza humana que otorga a cada una de las personas. 
 
5.14. Las corrientes modernas: racionalismo, empirismo, 
contractualismo 
 
Racionalismo se refiere a cualquier teoría filosófica que defiende el 
predominio de la razón sobre cualquier forma de conocimiento. Distintos 
aspectos: la razón es capaz de establecer criterios de verdad (frente  al  
escepticismo); la  razón  es una  forma a priori del  conocimiento -tal como 
lo defendían Platón, Descartes y Leibniz- superior al conocimiento 
sensible (frente al impirismo). 
 
Empirismo por otro lado,  es la actitud de atenerse a los hechos 
comprobables, un método basado en la observación, experimentación e 
inducción. Es la doctrina que defiende que la experiencia es la fuente 
única de conocimiento, al menos de todo lo que tiene referencia 
existencia. 
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Y el contractualismo, es lo relativo a la doctrina basada en la 
convivencia social mediante un acuerdo, un pacto o un contrato. 
 
Hans Kelsen, en su escrito titulado “El Fundamento de la validez de 
los órdenes normativos: La Norma Fundamental”, conocido  por su teoría 
pura del derecho, nos dice que si concebimos el Derecho como un orden 
normativo, como un sistema de normas que regulan la conducta de seres 
humanos, se plantea de inmediato un problema: ¿qué es lo que funda la 
unidad de una pluralidad de normas y, por qué una norma dada forma 
parte de un orden determinado?. 
 
Obviamente, decir que toda norma válida para los seres humanos 
tiene carácter obligatorio; es decir, que el verdadero principio de validez, 
es una verdadera norma y no las circunstancias bajo las cuales se dio 
dicha norma. 
 
En este trabajo, Kelsen desarrolla su teoría sobre la base de los 
Diez Mandamientos. Si comparamos su análisis de la validez de los 
mismos y lo que se proclama en “Los Diez Mandamientos”, podemos 
sacar interesantes conclusiones en el sentido que, no interesa las 
circunstancias en que se dieron dichos mandamientos, sino  los principio  
que en él contienen. Por eso, he sostenido siempre la importancia que 
tiene los Diez Mandamientos dentro de la fundamentación filosófica de los 
derechos humanos. 
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Kelsen afirma que solamente una autoridad competente puede dar 
normas válidas y tal competencia no puede basarse sino en una norma 
que la habilita para crear norma. De allí que insiste en que la norma que 
constituye el fundamento de validez de otra norma es, con relación a ella, 
una norma superior. 
 
Con base a lo anterior estoy en condiciones de afirmar que, la 
fundamentación de los derechos humanos, es por encima de todo la razón 
y la naturaleza del hombre. Y que, por encima de este hombre, hay una 
razón superior que lo hace a su vez razonar para crear normas de vida, 
las mismas que hace a los seres humanos superiores a cualquier otro ser 
que habita el universo, al menos hasta hora  conocido. 
 
Cuando hablaba sobre la Dignidad, decía que los dos elementos 
básicos de esta “dignidad” que son libertad e igualdad, están dentro de 
esa razón que hace del ser humano un potencial ser que al desarrollar 
ambos elementos totalmente al margen de las circunstancias que lo 
puedan rodear. 
 
Más adelante, Kelsen explica los dos tipos de principios de unidad 
para los sistemas normativos según la naturaleza del fundamento de la 
validez: el principio estático y el principio dinámico. Dicho principio a mi 
modo de ver, también es aplicable para las leyes y normas sobre derechos 
humanos. 
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En el principio estático, nos dice que las normas son válidas en 
virtud de su fondo o contenido, en otros términos porque la conducta 
humana que prevén se considera que debe producirse. Por ejemplo, el no 
matar. 
 
Por otro lado, el principio dinámico, es el que se refiere a que la 
norma fundamental presupuesta no contiene nada más que la institución 
de un hecho creador de normas, la habilitación de una autoridad creadora 
de normas o –lo que viene a ser lo mismo- una regla que determina cómo 
deben ser creadas las normas generales y las normas individuales del 
orden que descansa sobre esta norma fundamental. Por ejemplo, los 
principios de unión familiar. 
 
Por otro lado, Kelsen desarrolla “el fundamento de validez de los 
órdenes jurídicos”. Dice que los sistemas de normas que se presentan 
como órdenes jurídicos tienen esencialmente un carácter dinámico; una 
norma jurídica es válida porque ha sido creada por una determinada 
manera y, más precisamente, en última instancia ha sido creada de una 
manera determinada por una norma fundamental. 
 
Por eso, la evolución de los derechos humanos, llevó a que su 
fundamentación no sea mera filosófica, sino que era necesario su 
positivación para poder darle la validez en los órdenes jurídicos y por lo 
tanto su exigibilidad. 
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5.15. El siglo XX: la internacionalización y la diversificación de los 
derechos humanos; los mecanismos de protección y los 
nuevos sujetos de los derechos humanos 
 
 
El reconocimiento y la internacionalización de los derechos 
humanos en los últimos doscientos años, ha llevado a crear los 
mecanismos de promoción y protección de los mismos. Aunque hay que 
reconocer que los esfuerzos son invalorables, aún hoy en día no hay esa 
percepción y ese apoderamiento de los Estados y sus sociedades en 
apropiarse del tema de los derechos humanos. 
 
Hay que analizar con mayor detenimiento las actuales 
circunstancias en que se desenvuelven los derechos humanos, la 
superación a ciertos mitos y la propuesta de nuevas alternativas que nos 
lleven a la consolidación de los mismos. 
 
En este subtítulo, y obviamente dentro de los fundamentos 
filosóficos de los derechos humanos, mi interés es que se conozca algo 
más del derecho, su interpretación y las nuevas iniciativas desde el lado 
positivo del derecho por avanzar en el reconocimiento integral de los 
derechos humanos. 
 
Un trabajo interesante de mencionar, es el escrito por Jerome 
Frank, titulado “El Derecho y la Mentalidad Moderna”. El dice que “la 
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actitud de los legos frente a los abogados es un compuesto de 
contradicciones, una mezcla de respeto y burla. A pesar de que los 
abogados ocupan posiciones importantes en el gobierno y en la industria, 
a pesar de que la gente les pida orientación en algunos de sus más vitales 
problemas, al mismo tiempo la gente se ríe de ellos por tinterillos y 
sofistas”. 
 
Ya Lutero en el siglo XVI se refería del abogado diciendo que es 
“buen jurista, mal cristiano”. Diferentes pensadores a través de la historia 
de la humanidad se han referido a los abogados no tan generosamente. 
Se escucha sobre los abogados lo siguiente: “duplicidad”, “ambigüedad”, 
“evasiones”, “un amplio sistema de engaños”, “prestidigitación”, “habilidad 
y señuelo”, “el arte de hacer las cosas difíciles y confundir a los demás”, 
“el robo refinado, hipócrita disfrazado de legalidad”, etc. Estos 
calificativos, no se han perdido con los años y por el contrario es una parte 
del comportamiento social contra el abogado, aunque hay que reconocer 
que las sociedades no funcionarían sin los abogados, para bien o para 
mal. 
 
Dentro del campo de los derechos humanos, ciertamente los 
abogados tienen una participación muy importante. El cumplimiento de los 
derechos humanos contemplados en las leyes hace que el abogado se 
mantenga en “vigilancia permanente” para accionar en cuanto se 
produzca una violación. Sin embargo, el avance de los derechos humanos 
no deja solo en manos de abogados, sino también la participación de 
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todas las personas, al margen de su profesión u oficio, es de vital 
importancia para darle el sentido jurídico y humano de lo que son los 
derechos humanos. 
 
Por otro lado Hans Kelsen, en su escrito titulado “La Interpretación 
de la Norma Legal”, nos dice que todas las normas jurídicas exigen una 
interpretación en la medida que tienen que ser aplicadas, para agregar 
que los individuos a quienes se les aplica tales normas deben de tener un 
conocimiento de los mismos y establecer su sentido. 
 
Finalmente nos desarrolla la interpretación de los órganos de 
aplicación del derecho, basándose en la 
 
a) la indeterminación relativa del acto de aplicación del Derecho; b) 
la indeterminación intencional del acto de aplicación del derecho; c) la 
indeterminación voluntaria del acto de aplicación del Derecho; d) el 
derecho a aplicar: un marco en el interior del cual se ofrece varias 
posibilidades de aplicación, y, e) los llamados métodos de interpretación. 
 
5.16. El concepto de Derechos Humanos. 
 
Los derechos humanos han existido desde que existe la vida 
humana. Y creo que esta es la primera conclusión a la que llegamos luego 
de lo descrito todo lo anterior. Sin embargo, el concepto, la teoría de los 
mismos no dista de años atrás. 
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Tratadistas, académicos, gobiernos, periodistas, abogados, 
sociólogos, filósofos, y cuanto otra profesión de las ciencias sociales se 
imagine, han elaborado “su” concepto de los derechos humanos, de 
acuerdo obviamente, a su conveniencia y sus intereses. 
 
La ex Jueza de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y 
mi buena amiga la Doctora Sonia Picado, en un ensayo titulado “Los 
Derechos Humanos en la Filosofía del Derecho de América Latina”, hace 
una presentación de los fundamentos filosóficos de los derechos humanos 
dentro de América Latina. Reconoce que en América Latina, hemos “sido 
parcos” en el filosofar, por que hemos dejado que nuestras leyes e ideas 
las hemos recibido de fuera de nuestro continente. 
 
Un recorrido por la historia de la América, nos lleva a reflexionar 
sobre el hecho que los derechos humanos siempre estuvieron con 
nuestros antepasados; sin embargo, fueron a los que más se les violaron 
y esta situación hace que incluso a inicios de un nuevo siglo, el desarrollo 
de los derechos humanos en Latinoamérica desde el punto de vista de su 
cumplimiento y práctica esté atravesando un momento en que hagamos 
un alto y replantemos nuevamente desde qué punto de vista hay que 
enfocarlos para hacerlos efectivos. 
 
Hay que hacer un alto y reflexionar sobre el concepto académico 
de los derechos humanos y su fundamentación para el mismo. Trabajar 
sobre la realidad de los derechos humanos en América Latina con 
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ejemplos claros e insistir en la necesidad de una educación de los 
derechos humanos. Los derechos humanos son un asunto de personas, 
es un asunto que va mas allá de eso. 
 
Los derechos humanos son un asunto de todos los humanos, sin 
importar condición social o profesión u oficio. Es un asunto de civiles y 
militares, de hombres y mujeres, de niños y niñas, de ancianos y 
enfermos, de grandes y chicos. Es un asunto que nos pertenece a todos 
porque todos los sentimos. 
 
Otra cosa es que los desconozcamos o que nos hagamos los que 
no los conocemos. Por eso, si no practicamos los derechos humanos cada 
día, todo lo escrito, dicho y defendido no servirá de nada. Para mí –insisto 
una vez más- los derechos humanos es un asunto de todos los humanos. 
 
Los cuatro grandes problemas de los derechos humanos son la 
conceptualización, fundamentación, determinación y realización; este 
último sin embargo, es el problema más grave al que hay que buscarle 
soluciones prontas y efectivas. Cuando en los años setenta especialmente 
en América Latina y en algunos países africanos se vivían bajo las 
dictaduras militares, la importancia de los derechos humanos fue desde el 
punto de vista de la garantía de los derechos civiles y políticos. Esto llevó 
a dejar de lado, los otros derechos que permitían la supervivencia de las 
sociedades, los derechos económicos y sociales. 
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La pobreza por la que atraviesan la mayoría de los países del 
mundo, tiene que ver sin duda alguna con la realización de los derechos 
humanos. Sin una plena realización de éstos, por más estado de derecho 
y democracia que se tengan en dichos países, sus pobladores necesitan 
respuestas efectivas y oportunas que les permitan superar condiciones de 
vida dignas. 
 
Una de las causas profundas que está constantemente impidiendo 
la realización plena de los derechos humanos es la existencia de 
estructuras económicas que producen y mantienen la desigualdad 
económica entre los hombres. De allí que mientras existan las diferencias 
económicas, las desigualdades y las violaciones a los derechos humanos 
seguirán. Posiblemente, algunos creerán que esta es una posición 
exagerada; lamento expresar que la misma es real y que si los que tienen 
el poder económico no tienen ni la más mínima opción de sensibilizarse 
con los problemas económicos de los pobres, aunque existan 
fundaciones, donaciones, eventos grandes para cubrir necesidades de 
determinados sectores, la pobreza del mundo no se acabará. 
 
De allí que si no existe la sensibilización para entender dentro de 
los más profundo de cada persona la situación que viven otras personas, 
pero que no  sólo sea un entendimiento, sino un asumir de actitudes 
positivas de ayuda y tolerancia, los derechos humanos jamás estarán lo 
completamente realizados; y, los esfuerzos para ello serán vanos. 
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EXPOSICIÓN DE LOS RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 
5.1. Regulación en el plano constitucional 
5.1.1. Constitución Política del Perú  
 
Antes de establecer específicamente la regulación legal, 
abordaremos el tema materia de investigación desde sus fundamentos 
dogmáticos en la perspectiva constitucional para poder entender con 
mejor criterio el problema planteado, en ese entender partiremos 
desarrollando el derecho de libertad de expresión, esto es, la libertad 
de expresión ha sido reconocida como un derecho fundamental, es 
decir, como un derecho esencial para el desarrollo humano como tal y 
en colectividad. En atención a esta característica, se han desarrollado 
a su favor un conjunto de medidas orientadas a su respeto y garantía, 
como su reconocimiento en los textos constitucionales, su 
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reconocimiento en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos, el cumplimiento de determinadas obligaciones específicas 
por parte del Estado, así como el establecimiento de mecanismos que 
permita su protección judicial. 
 
A decir de Luis Huerta, en diversos países, la libertad de 
expresión ha sido reconocida como un derecho fundamental desde los 
primeros textos constitucionales hasta la actualidad. Este 
reconocimiento origina importantes consecuencias jurídicas, pues, todo 
análisis relacionado con su ejercicio debe necesariamente tomar en 
consideración la existencia de otros derechos fundamentales y bienes 
que también gozan de protección constitucional, con los que puede 
entrar en conflicto, pero con lo que también debe ser armonizado. 
Asimismo, su reconocimiento constitucional le otorga a este derecho 
una protección especial frente al legislador, quien al momento de 
regular su ejercicio debe respetar su contenido constitucionalmente 
protegido, pues en caso contrario las normas que emita sobre la 
materia podrán ser expulsadas del ordenamiento jurídico por 
inconstitucionales (HUERTA, 2010). 
 
El reconocimiento de la libertad de expresión como derecho 
fundamental implica que los Estados tiene dos obligaciones 
específicas: las obligaciones de respeto y garantía de este derecho. 
Por la primera, los Estados se encuentran impedidos de realizar actos 
contrarios a la libertad de expresión, mientras que por la segunda, 
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deben adoptar todas las medidas que permitan a toda persona su goce 
y ejercicio, así como prevenir, investigar, sancionar y reparar todo acto 
que afecte la libertad de expresión.      
 
Ahora respecto de su regulación legal, se tiene que en el ámbito 
constitucional, este derecho fundamental está regulado en el inciso 4 
del artículo 2 de nuestra Constitución Política, de manera concordante 
y con sujeción a lo establecido en la Cuarta Disposición Final y 
Transitoria de la Constitución, el derecho objeto de comentario se 
encuentra contemplado en el artículo 19 de la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos; el artículo IV de la Declaración Americana de 
los Derechos y Deberes del Hombre; el artículo 19 del Pacto 
Internacional de los Derechos Civiles y Políticos; y en el artículo 13 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
 
El derecho de información. Esta facultad se encuentra prevista 
en el inciso 4 del artículo 2 de nuestra Constitución Política, y esta se 
define como un atributo que involucra un ejercicio bidimensional; ello 
en razón a que de un lado, aparece un titular particular y concreto que 
tiene la facultad de poder ampliar a través de medios tecnológicos de 
gran envergadura los alcances de la expresión, más allá de los límites 
materiales del uso de la voz, la presentación de un escrito o el uso de 
imágenes domésticas; y del otro, la responsabilidad institucional del 
Estado de permitir la construcción de la opinión pública, y el libre 
intercambio de ideas.  
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La información guarda estrecha relación con la divulgación o 
diseminación de un mensaje. Su objetivo consiste en abarcar la mayor 
cantidad de destinatarios, en aras de defender los intereses de la 
sociedad es su conjunto y de conocer y formarse juicio sobre los 
asuntos que como colectivo humano le afecta. 
 
En ese sentido, cuando en la parte in fine del inciso 4 del artículo 
2 de la Constitución consigna que los derechos de informar y opinar 
comprenden los de fundar medios de comunicación, en puridad se está 
resguardando la libertad de difusión. Por ende se dice que éste se dirige 
a asegurar tanto la constitución como el normal desenvolvimiento 
mercantil o institucional de las empresas y entidades de comunicación. 
 
De manera que este derecho es concordante a lo establecido en 
la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución, el artículo 
19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, artículo IV 
de la Declaración Universal de los Derechos y Deberes del Hombre; el 
artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y en 
el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
 
El derecho a la intimidad, se constituye en una garantía de la 
libertad personal, dado que si la información personal o familiar es 
distorsionada, se divulga sin responsabilidad o se produce una 
intromisión no consentida se produce un recorte o captura de la 
libertad, ya que tales actos no permiten que las personas adopten las 
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decisiones de su existencia en forma libre y autónoma, sin estar 
afectado por la vulneración de su intimidad. Este derecho ha venido 
desarrollándose de tal forma que en nuestros días se perfila con una 
nueva concepción que afirma a la privacidad como presupuesto para el 
ejercicio de otros derechos también fundamentales como la libertad de 
pensamiento, libertad de culto y un conjunto de derechos sociales como 
salud, costumbres, hábitos sexuales, ideas políticas, fe religiosa y 
aspectos sociales y económicos; lo que hace ver el cambio del 
concepto de la intimidad con el desarrollo tecnológico de los sistemas 
informáticos; ya que anteriormente se definía como el derecho a ser 
dejado a solas o a la no intromisión en los personales o familiares de 
un individuo sin su autorización; ahora se concibe como el derecho del 
individuo a decidir si desea compartir sus pensamientos, sentimientos 
y los hechos de su vida personal o familiar por el acceso no autorizado 
a bases de datos que contengan información reservada. 
 
De esta forma se pueden considerar hasta cuatro aspectos que 
abarcan la protección del derecho de la intimidad frente al desarrollo de 
la informática: a) Apropiación del nombre o imagen de una persona en 
provecho propio: Las bases de datos pueden contener un retrato o 
fotografía de las personas; que utilizada sin autorización puede implicar 
una falsa percepción por la imagen proyectada sobre ella. b) Intrusión 
en la intimidad o en los asuntos privados de una persona: Se refiere a 
toda forma de recolección de datos que implicará una indagación 
precisa y ofensiva de los aspectos personales y familiares de una 
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persona. c) Revelación Pública de la información privada: El desarrollo 
de los registros informáticos y las bases de datos con la creación de 
redes nacionales e internacionales de trasmisión de datos constituye 
una amenaza a que la información privada se filtre y sea conocida por 
el público d) Publicidad que genera una falsa percepción del público: 
Se presenta en los casos en que una persona se considera ofendida 
por haberse difundido información errónea sobre ella; cuando la 
información difundida sea correcta pero ha sido utilizada fuera del 
contexto adecuado ocasionando una falsa percepción y que la 
información se a inexacta por su antigüedad sin haber sido actualizada 
o rectificada. 
 
En este contexto el derecho a la intimidad se constituye por 
aquellos comportamientos, datos y situaciones que usualmente están 
fuera del conocimiento de extraños y si personas ajenas tienen acceso 
pueden turbar moral o emocionalmente a una persona; salvo que 
preste su autorización o por razones prevalecientes de interés público.  
 
Nuestra Constitución Política del Perú de 1993 en su artículo 2 
inciso 6 establece que toda persona tiene derecho a que los servicios 
informáticos, computarizados o no, públicos o privados, no suministren 
informaciones que afecten la intimidad personal y familiar. Sin embargo 
creo que debemos considerar con detenimiento un aspecto importante 
relacionado con esta norma y es lo relacionado con las redes sociales, 
fenómeno tan desarrollado hoy en día, y en los cuales están 
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comprometidas la mayoría de personas del mundo. Pues bien, estas 
son plataformas de comunicación donde por regla general se ofrece 
parte de nuestra vida, sin menospreciar ningún tipo de esfuerzo al 
hacer esta acción. Nuestra intimidad que por lógica debería 
permanecer dentro de las cuatro paredes de la esfera privada es 
observada plácidamente por todos, abiertamente, a los cuatro vientos, 
con lo cual se abre una puerta al delito, pues este, que siempre tiene 
ojos muy grandes, aprovechará esa parte de la intimidad descubierta, 
ventilada imprudentemente, con fines nada honrosos y criminales. Este 
es un claro desacato a la norma que garantiza nuestra intimidad, pero 
con la anuencia del infractor que es el mismo que desvela lo que le 
pertenece íntimamente.   
 
El derecho a la dignidad, si se pudiera establecer un orden de 
prioridad entre los valores ocuparía sin duda el primer lugar la dignidad 
de la persona humana. El postulado primero del Derecho y 
consiguientemente del reconocimiento de los derechos humanos, es el 
valor propio del hombre como valor superior y absoluto a lo que es igual 
el imperativo de respeto a la persona humana, se refiere a la primacía 
de la dignidad humana, con referencia a los principios generales del 
derecho, y que la dignidad antes que una medida de la justicia es un 
presupuesto de la misma. 
 
La dignidad comprende el ser y el modo de ser que hace que el 
humano se constituya con ciertas caracterísiticas, ese “alguien que es”, 
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evidencia no un ente que está siendo, sino la de un ser que sabe de sí 
y que se distingue de todo lo otro. Esta autonomía es el Yo, que es a 
su vez el centro de mi mundo desde el que percibo, descubro siendo y 
actuando de un modo peculiar, y adquiero la convicción de mi 
originalidad primaria de ser humano y de ser irreductible al mundo. Por 
ello es que en la dignidad fusiona la experiencia del Yo, la acción 
humana que realizo, la conciencia y la verdadera capacidad de 
autodeterminación. 
 
La naturaleza humana reclama una expresión que logre 
reivindicar su especificidad y su valor único, y es aquí donde una nueva 
actitud parece pedir carta de ciudadanía, es donde el tema del 
fundamento de los derechos en la dignidad de la personal aparece 
como un asunto esencial para la comprensión de nuestro tiempo y para 
la supervivencia de la humanidad. La controversia del ser humano es 
la controversia de nuestro tiempo.  
 
Reconocer que todo ser humano es persona y posee dignidad, 
al mismo tiempo que ser una verdad evidente, es una de las realidades 
que en el mundo de la acción es más fácil de negar. Para que se 
entienda que la dignidad es inviolable debemos tener en cuenta que 
posee un carácter absoluto porque no es negociable, porque supera 
cualquier cosa que posea precio debido a la condición de fin en sí 
mismo que comporta el sujeto que la detenta. Emanuel Kant decía: “En 
el lugar de lo que tiene precio puede ser colocado algo equivalente; en 
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cambio, lo que se halla por encima de todo precio y no se presta a 
equivalencia alguna, eso posee una dignidad. Cuando se refiere a las 
universales necesidades e inclinaciones humanas tiene un precio de 
mercado; aquello que sin presuponer una necesidad se adecua a cierto 
gusto, esto es, a una complacencia en el simple juego sin objeto de 
nuestras fuerzas anímicas, tiene un precio afectivo; sin embargo, lo que 
constituye la única condición bajo la cual puede algo ser un fin en sí 
mismo, no posee simplemente un valor relativo, o sea, un precio, sino 
una valor intrínseco: La Dignidad”. 
 
En el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos, la 
libertad, la justicia y la paz en el mundo tiene por base a la dignidad 
inherente a todos los miembros de la familia humana y de sus derechos 
iguales e inalienables, se señala que sólo cuando se respeta la libertad 
se tiene conciencia de la dignidad, en todo caso, la justicia ha de 
procurar promover y orientar la dignidad del ser humano, impidiendo 
que nadie abuse de nadie en ningún sentido. La dignidad de la persona 
humana, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre 
desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los 
demás son fundamento del orden político y de la paz social. Su 
regulación legal dentro de nuestra constitución está prevista en el 
artículo 1. 
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5.1.2. Código Procesal Constitucional  
Dentro de nuestro código procesal constitucional se tiene el 
artículo 37, que establece el proceso de amparo, la misma que protege 
la afectación de los derechos de libertad de expresión e información, 
así como los derechos a la intimidad y dignidad; es decir este precepto 
normativo tiene por propósito la defensa de los derechos sustantivos 
antes mencionados. 
 
El artículo 37.3 del Código Procesal Constitucional reconoce que 
el amparo protege las libertades de información, y expresión, 
reconocidas por el artículo 2.4 de la Constitución y que han sido 
desarrolladas por el Tribunal Constitucional al establecer que “son 
consustanciales al régimen democrático-constitucional, pues 
contribuyen con la formación de una opinión pública libre. En 
consecuencia, al mismo tiempo de garantizarlas, el Estado está 
legitimado a reprimir a aquellas conductas que, con su ejercicio, 
busquen destruir el propio sistema democrático, ámbito natural donde 
es posible el goce y el ejercicio de todos los derechos fundamentales 
del ser humano”. 
 
El inciso 8 protege la intimidad, dignidad y rectificación de 
informaciones inexactas o agraviantes a través del amparo, ya que “el 
derecho al honor y a la buena reputación forma parte del elenco de 
derechos fundamentales protegidos por el inciso 7) del artículo 2º de la 
Constitución, y está estrechamente vinculado con la dignidad de la 
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persona, derecho consagrado en el artículo 1º de la Carta Magna; su 
objeto es proteger a su titular contra el escarnecimiento o la 
humillación, ante sí o ante los demás, e incluso frente al ejercicio 
arbitrario de las libertades de expresión o información, puesto que la 
información que se comunique, en ningún caso puede resultar injuriosa 
o despectiva”. 
 
Respecto al procedimiento el Código Procesal Constitucional 
señala en su artículo 39, que el afectado es la persona legitimada para 
interponer el proceso de amparo, en efecto,  a decir del artículo 42 
señala que demanda escrita contendrá, cuando menos, los siguientes 
datos y anexos: 1) La designación del Juez ante quien se interpone; 2) 
El nombre, identidad y domicilio procesal del demandante; 3) El nombre 
y domicilio del demandado, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 7 
del Código; 4) La relación numerada de los hechos que hayan 
producido, o estén en vías de producir la agresión del derecho 
constitucional; 5) Los derechos que se consideran violados o 
amenazados; 6) El petitorio, que comprende la determinación clara y 
concreta de lo que se pide; 7) La firma del demandante o de su 
representante o de su apoderado, y la del abogado. En ningún caso la 
demanda podría ser rechazada por el personal administrativo del 
Juzgado o Sala correspondiente. 
 
El artículo 43 respecto de la acumulación subjetiva de oficio, 
señala que cuando de la demanda apareciera la necesidad de 
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comprender a terceros que no han sido emplazados, el juez podrá 
integrar la relación procesal emplazando a otras personas, si de la 
demanda o de la contestación aparece evidente que la decisión a 
recaer en el proceso los va a afectar. El Artículo 44, referido al plazo de 
interposición de la demanda, señala que el plazo para interponer la 
demanda de amparo prescribe a los sesenta días hábiles de producida 
la afectación, siempre que el afectado hubiese tenido conocimiento del 
acto lesivo y se hubiese hallado en posibilidad de interponer la 
demanda. Si esto no hubiese sido posible, el plazo se computará desde 
el momento de la remoción del impedimento.  Para el cómputo del plazo 
se observarán las siguientes reglas: 1) El plazo se computa desde el 
momento en que se produce la afectación, aun cuando la orden 
respectiva haya sido dictada con anterioridad. 2) Si la afectación y la 
orden que la ampara son ejecutadas simultáneamente, el cómputo del 
plazo se inicia en dicho momento.  3) Si los actos que constituyen la 
afectación son continuados, el plazo se computa desde la fecha en que 
haya cesado totalmente su ejecución. 4) La amenaza de ejecución de 
un acto lesivo no da inicio al cómputo del plazo. Sólo si la afectación se 
produce se deberá empezar a contar el plazo. 5) Si el agravio consiste 
en una omisión, el plazo no transcurrirá mientras ella subsista. 6) El 
plazo comenzará a contarse una vez agotada la vía previa, cuando ella 
proceda. 
Asimismo, el artículo 46, referido a las excepciones al 
agotamiento de las vías previas, se señala que no será exigible el 
agotamiento de las vías previas si: 1) Una resolución, que no sea la 
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última en la vía administrativa, es ejecutada antes de vencerse el plazo 
para que quede consentida; 2) Por el agotamiento de la vía previa la 
agresión pudiera convertirse en irreparable; 3) La vía previa no se 
encuentra regulada o ha sido iniciada innecesariamente por el 
afectado; o 4) No se resuelve la vía previa en los plazos fijados para su 
resolución. 
 
Ahora bien, el artículo 47, referido a la improcedencia liminar, 
señala que si el Juez al calificar la demanda de amparo considera que 
ella resulta manifiestamente improcedente, lo declarará así expresando 
los fundamentos de su decisión. Se podrá rechazar liminalmente una 
demanda manifiestamente improcedente en los casos previstos por el 
artículo 5 del código procesal constitucional. También podrá hacerlo si 
la demanda se ha interpuesto en defensa del derecho de rectificación 
y no se acredita la remisión de una solicitud cursada por conducto 
notarial u otro fehaciente al director del órgano de comunicación o, a 
falta de éste, a quien haga sus veces, para que rectifique las 
afirmaciones consideradas inexactas o agraviantes. Y si la resolución 
que declara la improcedencia fuese apelada, el Juez pondrá en 
conocimiento del demandado el recurso interpuesto. Establece también 
en su artículo 48, respecto de la inadmisibilidad, en la que se señala, si 
el Juez declara inadmisible la demanda, concederá al demandante tres 
días para que subsane la omisión o defecto, bajo apercibimiento de 
archivar el expediente. Esta resolución es apelable. 
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Respecto del Juez Juez Competente y plazo de resolución en 
Corte, el artículo 51 del código procesal constitucional señala que es 
competente para conocer del proceso de amparo, el Juez civil o mixto 
del lugar donde se afectó el derecho, o donde tiene su domicilio 
principal el afectado, a elección del demandante. En el proceso de 
amparo, no se admitirá la prórroga de la competencia territorial, bajo 
sanción de nulidad de todo lo actuado. Promovida la excepción de 
incompetencia, el Juez le dará el trámite a que se refieren los artículos 
10 y 53 del código procesal constitucional Código, y de comprobarse 
malicia o temeridad en la elección del Juez por el demandante, éste 
será pasible de una multa no menor de 3 URP ni mayor a 10 URP, sin 
perjuicio de remitir copias al Ministerio Público, para que proceda con 
arreglo a sus atribuciones. Si la afectación de derechos se origina en 
una resolución judicial, la demanda se interpondrá ante la Sala Civil de 
turno de la Corte Superior de Justicia de la República respectiva, la que 
designará a uno de sus miembros, el cual verificará los hechos 
referidos al presunto agravio. 
 
Ahora, específicamente referido al trámite, el artículo 53 del 
código procesal constitucional señala que en la resolución que admite 
la demanda, el Juez concederá al demandado el plazo de cinco días 
para que conteste. Dentro de cinco días de contestada la demanda, o 
de vencido el plazo para hacerlo, el Juez expedirá sentencia, salvo que 
se haya formulado solicitud de informe oral, en cuyo caso el plazo se 
computará a partir de la fecha de su realización. Si se presentan 
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excepciones, defensas previas o pedidos de nulidad del auto admisorio, 
el Juez dará traslado al demandante por el plazo de dos días; con la 
absolución o vencido el plazo para hacerlo, dictará un Auto de 
Saneamiento Procesal en el que se anule lo actuado y se dé por 
concluido el proceso, en el caso de que se amparen las excepciones 
de incompetencia, litispendencia, cosa juzgada y caducidad. La 
apelación de la resolución que ampare una o más de las excepciones 
propuestas es concedida con efecto suspensivo. La apelación de la 
resolución que desestima la excepción propuesta es concedida sin 
efecto suspensivo. Si el Juez lo considera necesario, realizará las 
actuaciones que considere indispensables, sin notificación previa a las 
partes. Inclusive, puede citar a audiencia única a las partes y a sus 
abogados para realizar los esclarecimientos que estime necesarios. 
 
El Juez expedirá sentencia en la misma audiencia o, 
excepcionalmente, en un plazo que no excederá los cinco días de 
concluida ésta. El Juez en el auto de saneamiento, si considera que la 
relación procesal tiene un defecto subsanable, concederá un plazo de 
tres días al demandante para que lo subsane, vencido el cual expedirá 
una sentencia. En los demás casos, expedirá sentencia 
pronunciándose sobre el mérito. Los actos efectuados con manifiesto 
propósito dilatorio, o que se asimilen a cualquiera de los casos 
previstos en el artículo 112 del Código Procesal Civil, serán 
sancionados con una multa no menor de diez ni mayor de cincuenta 
Unidades de Referencia Procesal. Dicha sanción no excluye la 
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responsabilidad civil, penal o administrativa que pudiera derivarse del 
mismo acto. 
 
Respecto del Contenido de la Sentencia fundada, el artículo 55 
establece que la sentencia que declara fundada la demanda de amparo 
contendrá alguno o algunos de los pronunciamientos siguientes: 1) 
Identificación del derecho constitucional vulnerado o amenazado; 2) 
Declaración de nulidad de decisión, acto o resolución que hayan 
impedido el pleno ejercicio de los derechos constitucionales protegidos 
con determinación, en su caso, de la extensión de sus efectos; 3) 
Restitución o restablecimiento del agraviado en el pleno goce de sus 
derechos constitucionales ordenando que las cosas vuelvan al estado 
en que se encontraban antes de la violación; 4) Orden y definición 
precisa de la conducta a cumplir con el fin de hacer efectiva la 
sentencia. En todo caso, el Juez establecerá los demás efectos de la 
sentencia para el caso concreto. Esta sentencia conforme al artículo 57  
puede ser apelada dentro del tercer día siguiente a su notificación. El 
expediente será elevado dentro de los tres días siguientes a la 
notificación de la concesión del recurso. 
Después de resolverse la apelación y que éste haya consentida, 
se debe de proceder a la ejecución de la sentencia, y al respecto el 
artículo 59 del código procesal constitucional señala que, sin perjuicio 
de lo establecido en el artículo 22, la sentencia firme que declara 
fundada la demanda debe ser cumplida dentro de los dos días 
siguientes de notificada. Tratándose de omisiones, este plazo puede 
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ser duplicado. Si el obligado no cumpliera dentro del plazo establecido, 
el Juez se dirigirá al superior del responsable y lo requerirá para que lo 
haga cumplir y disponga la apertura del procedimiento administrativo 
contra quien incumplió, cuando corresponda y dentro del mismo plazo. 
Transcurridos dos días, el Juez ordenará se abra procedimiento 
administrativo contra el superior conforme al mandato, cuando 
corresponda, y adoptará directamente todas las medidas para el cabal 
cumplimiento del mismo. El Juez podrá sancionar por desobediencia al 
responsable y al superior hasta que cumplan su mandato, conforme a 
lo previsto por el artículo 22, sin perjuicio de la responsabilidad penal 
del funcionario. En todo caso, el Juez establecerá los demás efectos 
del fallo para el caso concreto, y mantendrá su competencia hasta que 
esté completamente restablecido el derecho.  Cuando el obligado a 
cumplir la sentencia sea un funcionario público el Juez puede expedir 
una sentencia ampliatoria que sustituya la omisión del funcionario y 
regule la situación injusta conforme al decisorio de la sentencia. Para 
efectos de una eventual impugnación, ambas sentencias se 
examinarán unitariamente. Cuando la sentencia firme contenga una 
prestación monetaria, el obligado que se encuentre en imposibilidad 
material de cumplir deberá manifestarlo al Juez quien puede 
concederle un plazo no mayor a cuatro meses, vencido el cual, serán 
de aplicación las medidas coercitivas señaladas. 
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5.1.3.  Regulación en el Plano Penal 
5.1.4. Código Penal 
Dentro de nuestro Código Penal se tiene el tipo penal previsto 
en el artículo 169°, que se orienta a tutelar la libertad personal, de forma 
concreta la libertad de expresión, es decir la libertad de expresar las 
ideas, opiniones, así como la difusión del pensamiento, a través de los 
medios de comunicación social. Diríamos que el objeto de tutela en 
esta capitulación del corpus punitivo, puede ramificarse en dos 
aspectos diferenciados entre si: primero, en la libertad de expresión, en 
cuanto a la exteriorización de las ideas y de las opiniones y, segundo, 
en el marco del derecho a la información, que importa el derecho de 
informar y de ser informado de los hechos que se suscitan en una 
sociedad democrática de derecho. 
El respeto por la libertad de expresión y el derecho de 
información, constituyen los baluartes sobre los cuales se asientan las 
bases de un democracia de derecho, que tiene como plataforma 
esencial el reconocimiento por las libertades fundamentales, sostén del 
pluralismo ideológico y de la participación política de una Nación. 
 
Asimismo, referente al tema materia de investigación, se tiene el 
tipo penal previsto en el artículo 154° del Código Penal vendría a tutelar 
aquella esfera de la privacidad del individuo (Derecho a la Intimidad), 
aquella parcela en la cual el individuo desarrolla tanto su vida personal 
como familiar; aquella esfera de la persona a no ser molestado por 
terceros y que se le reserva con plena autonomía un determinado 
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ámbito de hacer lo que se plazca, ya sea solo o en compañía de sus 
familiares o amigos, con las únicas limitaciones de su consentimiento o 
la existencia de la prevalencia de un interés social. 
 
La intimidad es un bien jurídico protegido de naturaleza 
subjetiva, por lo que la delimitación y el contenido de la misma en el 
caso concreto pertenecen al sujeto pasivo, quien será en buena medida 
el que determine el ataque a la misma. Y, así lo entendió el legislador 
nacional, cuando en el artículo 158° del Código Penal determinó que 
los delitos previstos en el Capítulo II, son perseguibles por "acción 
privada". 
 
Conforme es de verse de la redacción normativa de la figura 
delictiva en cuestión, podemos delimitar el bien jurídico, en dos 
parcelas distintas a saber: primero, la intimidad personal y, segunda la 
intimidad familiar. La primera de las nombradas, podemos definirla, 
como aquel aspecto de la personalidad humana, cuya subjetividad 
tiene que ver con el desarrollo autopersonal de su titular, desarrollo de 
la persona con terceros, su ámbito sexual, cultural, religioso, etc. 
Mientras que la "intimidad familiar", podemos conceptuarla como aquel 
ámbito de la personalidad humana, donde se desarrollan las inter-
relaciones de los miembros de la familia, cuyo desenvolvimiento sólo a 
ellos les incumbe, cuestiones que han de repercutir en los padres y en 
los hijos, en las diversas vinculaciones que se entablan entre ello; la 
educación, la alimentación, el aprendizaje, etc. 
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La tipicidad objetiva que se contiene en el artículo 154° del C.P. 
ha recogido la acción material de que la afectación de la intimidad 
(personal o familiar), se configura cuando el agente observa, escucha 
o registra un hecho, palabra, escrito o imagen.  
 
De la misma forma se tiene el tipo penal previsto en el artículo 
156° del Código Penal, la misma que se materializa, cuando el autor, 
revele, es decir, divulgue hacia terceros, aspectos de la intimidad 
personal o familiar, entonces, el agente debe poner en conocimiento de 
otros, ciertos detalles de la vida íntima de una persona. Por eso, habrá 
que afirmar, que el injusto típico, radica en el abuso de confianza, de 
quien por su especial relación con el agraviado, se aprovecha para 
develar aspectos de la intimidad personal o familiar. 
 
Finalmente se tiene el tipo penal previsto en el artículo 157° del 
Código Penal, la misma que tutela aquellos aspectos propios e 
inherentes a la personalidad humana, de forma concreta las 
convicciones políticas y/o religiosas u, otros detalles referidos a la vida 
íntima de una persona, que su titular desea mantener al margen del 
conocimiento de terceros, que se ven lesionados cuando se proporciona 
o emplea archivos conteniendo datos sobre los aspectos comprendidos 
en la norma en cuestión. 
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La modalidad típica adquiere concreción material, cuando el 
agente organiza proporciona o emplea cualquier archivo que tenga datos 
referentes a las convicciones políticas o religiosas y otros aspectos de la 
vida íntima de una o más personas, de forma indebida, quiere decir esto 
que el núcleo del injusto típica reposa en una utilización de datos, en 
franca contravención a la legalidad, en cuanto exclusión misma de 
relevancia jurídico-penal, no como causa de justificación. 
 
El tipo penal hace alusión a organizar, proporcionar o emplear 
cualquier archivo, que contenga datos referentes a la intimidad 
personal (política o religiosa); por lo que el archivo, ha de ser entendido 
como todo soporte material que haya de recoger una serie de datos, 
que recaba y/o registra base informativa. Este registro se le puede 
considerar como la información básica a la que se puede acceder en 
bloque, y en el archivo o fichero como una organización de los registros. 
 
Finalmente debemos de señalar que nuestro Código Penal, en 
su Titulo II del Libro Segundo se tiene regulado los delitos contra el 
honor, que está íntimamente ligado al tema materia de la presente 
investigación, el mismo que tutela el Honor, que es un derecho 
inherente a la condición misma de persona, que se encuentra 
relacionado con la misma dignidad humana, y con una visión no sólo 
personalista, sino también social del ser humano, en cuanto a sus 
relación con sus congéneres, por tanto, el honor no puede ser negado 
desde ningún tipo de clasificación discriminatoria, conforme al sexo, 
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condición social y/o económica, proyección ideológica, cultural y/o 
religiosa! caracterización étnica u antropológica, pues según nuestra 
Ley Fundamental rige el principio constitucional de "igualdad" y de 
tolerancia con respecto a la diversidad, según los principios de un orden 
democrático de derecho. En suma, en una sociedad democrática y 
pluralista, el honor es ampliamente protegido, por esta riquísima 
significación, es decir, toda persona cualquiera que sea su posición 
social es igual que cualquier otra. 
 
Al respecto el Código Penal ha previsto en el artículo 130, que 
regula el delito de Injuria; esta conducta injuriosa se manifiesta a partir 
de palabras, éstas suponen proferir términos ofensivos, más concreto, 
insultos que afecten el decoro de la persona, su posición en la 
sociedad, proferir una expresión o ejecutar un acción que impliquen 
juicios de valor que afecten la posición del sujeto y su desarrollo en la 
relación social. Bajo este tipo penal subyace una prescripción punitiva 
rigurosa, por la cual la ley no permite burlarse ni siquiera del más 
miserable de los hombres; es el derecho a ser respetado por los demás; 
a no ser escarnecido ni humillado ante uno mismo o ante otros. 
 
Constituye una de las formas más comunes la injuria verbal, pero 
no la única, pues la escrita también es una vía muy usada. La 
expresión, pues, se manifiesta mediante palabras, sean éstas emitidas 
verbalmente o por escrito, sea cual fuere el soporte o medio que 
sustente la expresión, y mediante formas expresivas gestuales o 
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mímicas, así como de forma simbólica, ya sea caricatura, emblemas. 
En todos los casos, la conducta para estar revestida de relevancia 
jurídico-penal, en este caso, la expresión o manifestación injuriosa, 
debe llegar al destinatario, esto es, al sujeto pasivo, de no ser así no se 
puede hablar de afectación subjetiva. 
 
Se tiene previsto también la Calumnia, previsto en el artículo 
131° del Código Penal, la misma que para su configuración se requiere 
la afectación  del honor como bien jurídico tutelado, que por su entidad 
difamante haya de propiciar un entorpecimiento o, mejor dicho 
obstaculización en el proceso de integración social del sujeto pasivo, 
máxime, si la atribución de la comisión de un delito, al margen de su 
contenido verás o falso, provoca una estigmatización que muy 
difícilmente puede ser superado.  
 
Esta modalidad delictiva para configurarse debe expresar un 
hecho cierto, no una suposición o conjetura, ejemplo se dice que tal 
servidor público podría estar incurso en un delito de cohecho; hecho 
que puede o no haberse exteriorizado en la realidad fáctica, incluso 
haber sido cometido por otra persona, pues como hemos sostenido 
basta que la imputación delictiva se dirija contra una persona, cuya 
concretización evidencia la lesión del bien jurídico, sin necesidad de 
que ésta sea falsa o verdadera. 
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Finalmente se tiene el delito de difamación que está previsto en 
el artículo 132° del Código Penal. Esta figura en análisis ha de 
alcanzarse cuando la atribución delictiva o la cualidad injuriante que 
profiere al agente, es objeto de conocimiento por parte de varias 
personas, reunidas o separadas; lo importante a todo esto es la 
idoneidad del medio para que el contenido de la información sea 
recepcionada por los destinatarios; sin que sea necesario que el sujeto 
pasivo tome conocimiento de ello, esto es así en tanto, la afectación al 
bien jurídico no depende de que la víctima se entere de la información 
propalada, sino de que la información ofensiva lleguen a oídos del 
colectivo. El peligro del descrédito de la reputación se produce con la 
sola divulgación ante varias personas de la imputación difamatoria. 
 
Según nuestro Código Penal, los delitos antes referidos se 
tramitan por acción privada, conforme así lo establece el artículo 138° 
del Código Penal, al establecer “Los delitos previstos en este Título sólo 
se procederá por acción privada”. 
 
5.1.5. Código Procesal Penal 
 
Como sabemos, la querella es un delito de acción privada, es el 
acto procesal mediante el cual, el damnificado o sus representantes 
inician el proceso poniendo en conocimiento de la autoridad judicial el 
hecho en el cual se considera víctima. Se trata de delitos que por su 
índole particular sólo pueden ser perseguidos a instancia del ofendido. 
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Esta titularidad en el ejercicio de la acción penal concedida al 
agraviado, impide que el Ministerio Público pueda ejercitarlo. 
 
Al respecto el artículo 108° del Código Procesal Penal prescribe 
lo siguiente: "El querellante particular promoverá la acción de la justicia 
mediante querella. El escrito de querella debe contener, bajo sanción 
de inadmisibilidad, los siguientes requisitos: a) La identificación del 
querellante y, en su caso, de su apoderado judicial (numeral 2 del 
artículo 109 del CPP); la indicación, en ambos casos, de su domicilio 
real y procesal, y los números de los documentos de identidad o de 
registro. b) El relato circunstanciado del hecho punible, y la mención de 
los fundamentos fácticos y jurídicos que justifican su pretensión, con 
indicación expresa de la persona o personas contra la que se dirige; 
c) La precisión de la pretensión penal y civil que deduce, con la 
justificación correspondiente (artículo 107 del CPP). d) El ofrecimiento 
de los medios de prueba correspondientes (relacionados con el objeto 
penal y civil del proceso). 
 
Asimismo, conforme al artículo 110° del Código Procesal Penal, 
se prescribe "El querellante particular podrá desistirse expresamente 
de la querella en cualquier estado del procedimiento, sin perjuicio del 
pago de costas. Se considerará tácito el desistimiento cuando el 
querellante particular no concurra sin justa causa a las audiencias 
correspondientes, a prestar su declaración o cuando no presente sus 
conclusiones al final de la audiencia. En los casos de incomparecencia, 
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la justa causa deberá acreditarse, de ser posible, antes del inicio de la 
diligencia o, en caso contrario, dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes a la fecha fijada para aquella". 
 
Ahora, respecto del desarrollo del proceso se tiene que, 
conforme al Art. 459° del Código Procesal Penal, en los delitos sujetos 
a ejercicio privado de la acción penal, el directamente ofendido por el 
delito formulará querella, por sí o por su representante legal, nombrado 
con las facultades especiales establecidas por el Código Procesal Civil, 
ante el Juzgado Penal Unipersonal. El directamente ofendido por el 
delito se constituirá en querellante particular. La querella que formule 
cumplirá con los requisitos establecidos en el artículo 109, con 
precisión de los datos identificatorios y del domicilio del querellado. 
 
Se establece también que al escrito de querella se debe de 
acompañar copias del mismo para cada querellado y, en su caso, del 
poder correspondiente. 
 
Respecto del control de admisibilidad, el artículo  460 señala 
que: Si el Juez considera que la querella no es clara o está incompleta, 
dispondrá que el querellante particular, dentro del tercer día, aclare o 
subsane la omisión respecto a los puntos que señale. Si el querellante 
no lo hiciere, se expedirá resolución dando por no presentada la 
querella y ordenando su archivo definitivo. Consentida o ejecutoriada 
esta resolución, se prohíbe renovar querella sobre el mismo hecho 
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punible. Es mas, el Juez, por auto especialmente motivado, podrá 
rechazar de plano la querella cuando sea manifiesto que el hecho no 
constituye delito, o la acción esté evidentemente prescrita, o verse 
sobre hechos punibles de acción pública. 
 
Con respecto de la Investigación preliminar, previsto en el 
artículo 461, se señala que: Cuando se ignore el nombre o domicilio de 
la persona contra quien se quiere dirigir la querella, o cuando para 
describir clara, precisa y circunstanciadamente el delito fuere 
imprescindible llevar a cabo una investigación preliminar, el querellante 
solicitará al Juez en su escrito de querella su inmediata realización, 
indicando las medidas pertinentes que deben adoptarse. El Juez Penal, 
si correspondiere, ordenará a la Policía Nacional la realización de la 
investigación en los términos solicitados por el querellante, fijando el 
plazo correspondiente, con conocimiento del Ministerio Público. La 
Policía Nacional elevará al Juez Penal un Informe Policial dando cuenta 
del resultado de la investigación preliminar ordenada. El querellante, 
una vez notificado de la recepción del documento policial, deberá 
completar la querella dentro del quinto día de notificado. Si no lo hiciere 
oportunamente caducará el derecho de ejercer la acción penal. 
 
El artículo 462 del Código Procesal Penal, señala que la citación 
a juicio y audiencia debe de proceder de la siguiente manera: Si la 
querella reúne los requisitos de Ley, el Juez Penal expide auto 
admisorio de la instancia y corre traslado al querellado por el plazo de 
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cinco días hábiles, para que conteste y ofrezca la prueba que 
corresponda, acompañándose a la indicada resolución, copia de la 
querella y de sus recaudos. Vencido el plazo de contestación, 
producida o no la contestación, se dicta el auto de citación a juicio. La 
audiencia deberá celebrarse en un plazo no menor de diez días ni 
mayor de treinta. Asimismo señala que instalada la audiencia se instará 
a las partes, en sesión privada, a que concilien y logren un acuerdo. Si 
no es posible la conciliación, sin perjuicio de dejar constancia en el acta 
de las razones de su no aceptación, continuará la audiencia en acto 
público, siguiendo en lo pertinente las reglas del juicio oral. El 
querellante particular tendrá las facultades y obligaciones del Ministerio 
Público, sin perjuicio de poder ser interrogado. 
 
Respecto de las medidas de coerción personal, el artículo 463, 
establece que: Únicamente podrá dictarse contra el querellado la 
medida de comparecencia, simple o restrictiva, según el caso. Las 
restricciones sólo se impondrán si existen fundamentos razonables de 
peligro de fuga o de entorpecimiento de la actividad probatoria. Si el 
querellado, debidamente notificado, no asiste al juicio oral o se ausente 
durante su desarrollo, se le declarará reo contumaz y se dispondrá su 
conducción compulsiva, reservándose el proceso hasta que sea 
habido. 
 
Ahora el artículo 464 del Código Procesal Penal, refiriéndose al 
abandono y desistimiento señala que la inactividad procesal durante 
227 
 
 
 
tres meses, produce el abandono del proceso, que será declarado de 
oficio. En cualquier estado del proceso, el querellante puede desistirse 
o transigir. Y finalmente señala quien se ha desistido de una querella o 
la ha abandonado, no podrá intentarla de nuevo. Dentro del Código 
también se establece que, al amparo del artículo 466, contra la 
sentencia procede recurso de apelación, rigiéndose para ello las reglas 
comunes para la admisión y trámite del citado recurso, y contra la 
sentencia de la Sala Penal Superior no procede recurso alguno. 
 
Finalmente, encontramos dentro de nuestro Código Procesal 
Penal, lo preceptuado por el artículo 467, que establece los parámetros 
de la publicación o lectura de la sentencia, que a decir de este precepto, 
en los delitos contra el honor cometidos mediante la palabra oral o 
escrita o la imagen por cualquier medio de comunicación social, a 
solicitud del querellante particular y a costa del sentenciado, podrá 
ordenarse la publicación o lectura, según el caso, de las sentencias 
condenatorias firmes.  
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CONCLUSIONES 
 
PRIMERA. Los mecanismos de solución a los conflictos que se presentan entre 
la libertad de expresión e información frente al derecho a la intimidad 
y dignidad de las personas, incluido el derecho a réplica, están 
regulados en los ámbitos del Derecho Constitucional y 
Administrativo, presentando dificultades en el plano Civil lo que 
afecta su eficacia siendo posible proponer alternativas jurídicas  para  
superar tales dificultades. 
 
SEGUNDA. La regulación legal de la solución a los conflictos que se presentan 
entre la libertad de expresión e información frente al derecho a la 
intimidad y dignidad de las personas, incluido el derecho a réplica se 
dan en los ámbitos del Derecho Constitucional, Penal y 
Administrativo. 
 
TERCERA. Las dificultades que afectan la eficacia de la regulación actual de los 
mecanismos de solución conflictos que se presentan entre la libertad 
de expresión e información frente al derecho a la intimidad y dignidad 
de las personas, incluida el derecho a réplica se dan 
fundamentalmente en el plano Civil y procesal por su exceso de 
formalidad y plazos largos. 
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RECOMENDACIONES 
 
 
PRIMERA: Hacer extensiva la investigación a otras instituciones, a fin de 
plantear a las autoridades los ajustes pertinentes conducentes a 
promover el cambio y concientización  en el ámbito jurídico 
económico y social. 
 
SEGUNDA: Realizar nuevas investigaciones en las cuales se replique este 
estudio con otro tipo de muestras diferenciadas. 
 
TERCERA: Que se difundan los resultados de la presente investigación 
mediante medios convencionales y electrónicos. 
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